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    Presentación


    Tengo el inmenso honor de colaborar en la presentación del libro “La Guardia Civil. Defensa de la Ley y Servicio a España”, en el que se pone de manifiesto todo el cariño y admiración que su autor, el Doctor Pedro Córdoba Quintana, siente por la Institución a la que, en la actualidad como Director Adjunto Operativo de la misma, me cabe el orgullo de haber dedicado toda mi vida profesional.


    Un sincero aprecio que, como se deduce de la lectura de esta obra, se torna en una verdadera devoción que nació en su más temprana infancia, en el Colegio Infanta María Teresa, lugar donde el autor dejó una parte de su juventud y adquirió valiosas experiencias humanas que contribuyeron a forjar el hombre que ha llegado a ser.


    El 13 de mayo de 1844, S. M. la Reina Isabel II firmó el Real Decreto, redactado bajo los auspicios del Duque de Ahumada, “sobre la nueva organización de la Guardia Civil”, que venía a modificar y complementar el precedente Real Decreto de 28 de marzo “sobre la formación de la Guardia Civil”. En ese momento, pocos pensaban que esta nueva “fuerza especial, destinada a proteger eficazmente las personas y propiedades”, dependiente “del Ministerio de la Guerra en lo concerniente a su organización, personal, disciplina, material y percibo de sus haberes” y que “en su servicio peculiar debe entenderse con las Autoridades civiles, y depender por lo tanto del Ministerio de la Gobernación”, pudiese pervivir más allá de lo que iba a durar el gobierno de turno, presidido entonces por el Capitán General D. Ramón María Narváez. Sin embargo, más de 172 años después, esa Institución constituye uno de los pilares del sistema nacional de seguridad pública en la España del siglo XXI.


    No cabe ninguna duda de que la personalidad de su fundador, Don Francisco Javier Girón y Ezpeleta, II Duque de Ahumada, impregnó toda su obra. La Cartilla del Guardia Civil, que continúa constituyendo el auténtico código ético que alumbra el comportamiento de los miembros de la Institución, fue redactada de su puño y letra y en su primer artículo nos recuerda que “El honor es la principal divisa del guardia civil; debe, por consiguiente, conservarlo sin mancha. Una vez perdido no se recobra jamás”.


    Sobre esos sólidos fundamentos deontológicos, el Duque de Ahumada consiguió vislumbrar acertadamente qué era lo que él quería para la Guardia Civil y qué esperaban los ciudadanos de ese nuevo cuerpo policial. A lo largo de esta obra podemos ver como la vocación de servicio público, unida a los valores institucionales reseñados, así como la lealtad y el pleno respeto a la legalidad vigente en cada momento histórico, con independencia de regímenes o gobiernos, fueron conformando la identidad del Cuerpo y granjeándole el aprecio y prestigio social del que goza hoy en día.


    También podemos comprobar como si hay una expresión que puede definir una de sus principales características básicas, no sólo para la pervivencia sino también para el avance y la modernidad de nuestro Cuerpo a lo largo de toda su existencia, es la de “adaptación al cambio” para adecuarse continuamente a las necesidades y retos de seguridad de la sociedad a la que sirve. Pero, eso sí, teniendo presentes y respetando siempre la esencia y los valores tradicionales de la Institución, que hacen que los guardias civiles de todas las épocas conciban su profesión como un modo de vida.


    En este sentido, la naturaleza militar de la Guardia Civil, asentada en valores como el honor, la disciplina, la disponibilidad y el espíritu de servicio, contribuye a establecer unas directrices claras sobre los principios de autoridad, jerarquía, sucesión en el mando, responsabilidad e iniciativa que resultan muy apropiadas para ejercer unas funciones que, con una vocación de cercanía a las personas, trascienden del ámbito meramente policial y que buscan proporcionar las mayores cotas de calidad en la prestación de los servicios. Y, al mismo tiempo, como valor añadido hay que hacer referencia a que el Cuerpo, merced precisamente a su naturaleza militar, se erige en la fuerza de seguridad idónea para colaborar y apoyar a las Fuerzas Armadas, tanto en el contexto de la Defensa Nacional como en el escenario internacional, en el cumplimiento de las misiones militares que le encomienden el Gobierno de la Nación o el Ministro de Defensa.


    Por tanto, si el trabajo, empleando palabras del propio autor, parte de una “necesidad personal”, sólo me cabe concluir que, sin ningún género de dudas, ha llevado a buen puerto esta nave. No es frecuente encontrar en la literatura científica un texto como el que nos ocupa, en el que se conjugan, en perfecto equilibrio, una extensa y documentada investigación de los hechos que se abordan, con una clara exposición de un conjunto de conclusiones que arrojan luz sobre determinadas situaciones y realidades relacionadas directamente con la historia de ese “ser grande, eficaz y de robusta vida, la Guardia Civil”, al que hacía referencia Pérez Galdós en sus Episodios Nacionales.


    De esta forma, nos encontramos ante una obra de obligada lectura y de consulta imprescindible para todo aquel que quiera acercarse, desde el rigor compatible con la amenidad, al conocimiento de la historia de la Guardia Civil, indisolublemente unida a la de España y, en muchos casos, imprescindible para comprender ésta.


    Ante obras como la que tenemos ahora en nuestras manos, todos los que vestimos el verde uniforme comprobamos el apoyo y el afecto del pueblo español. Sin embargo, eso no es lo que nos mueve. Nuestra Cartilla nos recuerda que la única recompensa que puede esperar un guardia civil es “tan sólo un recuerdo de gratitud” de aquellas personas a las que ha tenido la oportunidad de auxiliar. Por ello, ese aval de confianza que se nos otorga debe convertirse en un estímulo para hacer frente, con mayor grado de responsabilidad, a las dificultades que rodean nuestra labor diaria con constante afán de superación y con el íntimo convencimiento de que la ciudadanía respalda esa crucial labor.


    Mis últimas palabras deben tener como finalidad el transmitir al autor del libro “La Guardia Civil. Defensa de la Ley y Servicio a España” el sincero agradecimiento personal por haber tenido la deferencia de encomendarme la redacción de este prólogo; así como el de todos los guardias civiles, por el interés demostrado en profundizar en el conocimiento de la historia de la Guardia Civil, lo que permitirá, sin duda, aproximar nuestra Institución a la sociedad a la que pertenecemos y nos sentimos orgullosos de servir.


    Cándido Cardiel Ojer


    Teniente General


    Director Adjunto Operativo de la Guardia Civil

  


  
    Prólogo I


    Pedro Córdoba fue durante años un prestigioso profesional de la comunicación, como Redactor-Jefe de una conocida cadena radiofónica en nuestro país. Su vocación, la búsqueda apasionada de la verdad, de la información veraz, imprimirá desde entonces carácter a lo largo de toda su vida.


    Pedro, llegado un momento, decidió imprimir un sello científico-académico a su labor cotidiana, reorientándola a la investigación, en concreto a escribir la historia real de la Institución socialmente mejor valorada en España, obra del Duque de Ahumada y con 172 años de total entrega a la defensa de la Ley, la justicia y el orden: la Guardia Civil.


    Nadie había estudiado hasta entonces el ya largo camino recorrido por la Benemérita en sus vertientes históricas, jurídico-políticas y sociales; y alguien debía hacerlo con un alto nivel de compromiso, prestigio académico y responsabilidad. Pedro Córdoba es una persona muy querida en la Institución. Querido, valorado y reconocido en ésta, desde sus primeros pasos, esos que nunca se olvidan, en el Colegio Infanta María Teresa. Ha recibido, entre otros, el Premio Duque de Ahumada, el Titulo de Socio de Mérito y el Botón de Oro de la Asociación de Antiguos Alumnos, la Medalla del Centenario del Colegio Infanta María Teresa y la Cruz de Plata de la Orden del Mérito de la Guardia Civil; ésta última, como muchos recordamos, le fue impuesta en el acuartelamiento de Sansomendi (Vitoria), el 13 de mayo de 2015, durante la Conmemoración del 171 Aniversario de la Fundación de la Guardia Civil, en un acto castrense que presidió la Reina Doña Letizia.


    Conocido su propósito de estudio e investigación académica, la defensa solemne de su Tesis Doctoral en el Salón de Grados de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense de Madrid concitó gran y merecida expectación. Prueba de ello es que al Acto Académico estuvieron ocho Tenientes Generales, cuatro de ellos, de la Benemérita; muchos generales y jefes del Cuerpo, un Director General y numerosos ministros del Interior de todas las administraciones: todo el arco parlamentario. Estaban y estuvieron allí, porque se trataba de la Historia de la Guardia Civil, de nuestra Guardia Civil, la que es patrimonio y orgullo de todos los españoles. Y porque esta Historia la narraba, con objetividad y sin pasión, quien ha vivido en primera línea y desde dentro muchos de los episodios descritos en la obra.


    Una obra que es, desde el punto de vista metodológico, una investigación impecable, soberbia. Impresiona el acceso y riqueza de las fuentes que el autor consulta. El rigor y la exhaustividad con lo que lo hace; la documentación de la obra.


    Revisando archivos y expedientes, desempolvando legajos inéditos y olvidados, Pedro Córdoba llega a conclusiones sorprendentes, sin concesión alguna a prejuicios y banderías.


    Impresiona el seguimiento que lleva a cabo el autor del terror etarra que se ha cobrado 242 víctimas sobre la Benemérita: la primera, el 17 de junio de 1968, del guardia civil José Pardines; las dos últimas muertes, el 30 de julio de 2009, de los Guardias Civiles Carlos Sáenz de Tejada y Diego Salvá Lezaun. Víctimas a las que se añaden cientos de compañeros suyos con gravísimas mutilaciones.


    Pero impresiona, sobre todo, la impunidad que disfrutan algunos etarras, agazapados en terceros países que les protegen, mientras discurren los plazos de la prescripción según Pedro Córdoba, quien denuncia, con razón, la falta de una voluntad política para esclarecer muchos delitos aún no aclarados y para juzgar a sus responsables, presuntamente identificados.


    La Guardia Civil ha padecido, como ningún otro Cuerpo o colectivo, el abandono de las víctimas por parte del Estado y sus Instituciones. Pero esta denuncia no clama venganza ni mayor rigor penalógico, sino la necesidad del reconocimiento público e institucional del gran dolor que padecieron y padecen muchas de sus familias, y del indudable valor de la irreparable pérdida que por ello sufrieron. Memoria y justicia.


    Permítase una anécdota familiar. Revisando la Tesis Doctoral de Pedro Córdoba (origen de esta obra) y como miembro del Tribunal que debió enjuiciarla, me llamó la atención la fotografía de un Director General de los años 60. Se lo comenté al autor, y me dijo que era D. Luis Zanón. ¿Zanón?, le pregunté. Sí, me lo corroboró. Y me comentó que D. Luis Zanón impidió, personalmente, que la Guardia Civil tuviera que fusilar a Julián Grimau, porque el General Franco accedió a ello, a pesar de la vehemente y enconada oposición del Ministro del Ejército, Pablo Martín Alonso, y de Rafael García-Valiño, capitán general de la I Región Militar (Madrid). Zanón ganó el pulso a ambos porque, al parecer, Franco le apreciaba.


    Pues el tal Luis Zanón, le dije a Pedro Córdoba, era familiar de mi madre, y recuerdo la visita que le hicimos en San Sebastián, y el paseo por la capital donostiarra en su coche, su Mercedes...


    En vista del descubrimiento, le he pedido a Pedro Córdoba que indague sobre las andanzas de otro familiar mío, verdadero aventurero, que fue destacado al Perú y participó en el proceso fundacional de la Guardia Civil del Perú (luego Guardia Republicana del Perú), junto al teniente coronel Pueyo España.


    En su trayectoria académica, Pedro Córdoba ha defendido dos Tesis Doctorales (en la Facultad de CC. de la Información y en la Facultad de Derecho), obteniendo en ambas el Sobresaliente Cum Laude. Espero que se incorpore al órgano de dirección del Instituto de Criminología que todavía dirijo.


    Antonio García-Pablos de Molina


    Catedrático de Derecho Penal de la Universidad Complutense


    y Director de su Instituto de Criminología.


    Madrid, 30 de Septiembre 2016

  


  
    Prólogo II


    La presente obra “La Guardia Civil. Defensa de la Ley y Servicio a España”, representa una de las mayores satisfacciones que a lo largo de mi vida académica he podido experimentar. Satisfacción porque nos encontramos en presencia de un trabajo insólito, que aborda de manera objetiva, exhaustiva y desapasionada, el proceso de evolución histórica y desarrollo de la institución mejor valorada en España, la Guardia Civil.


    Toda obra que en su génesis lleva el sello de la excelencia como la presente, y que mereció por unanimidad la máxima calificación académica cum laude, no puede sino, obedecer al fruto del trabajo serio y riguroso de su autor. Tengo el honor, de ser testigo de excepción (como director de la Tesis Doctoral que es origen de esta obra) de la extraordinaria capacidad de trabajo de D. Pedro Córdoba Quintana, discípulo de quién me siento orgulloso, aprecio, admiro y felicito por ello.


    A Pedro Córdoba Quintana le conocí hace años en la Universidad Complutense de Madrid. Él, profesor de la Facultad de Ciencias de la Información; yo, de la de Derecho. Ambos, pues, ya teníamos algo en común: la vocación universitaria. Hombre desbordante de conocimientos, sabiduría y con una cualidad poco corriente, que se desprendía de sus palabras, humildad en lo científico y entrega a los demás. Pronto me daría cuenta que Pedro era ante todo una persona honesta, no ya en lo personal, sino en lo intelectual, fiel a sus principios y leal en sus objetivos, en definitiva un hombre de bien. Me pidió que le dirigiera su segunda Tesis Doctoral, pues él ya era Doctor en CC. de la Información. El tema tan ambicioso como delicado, un estudio pormenorizado de uno de los Cuerpos de mayor tradición histórica en la seguridad del Estado Español y su aportación a la realidad contemporánea. ¿Cómo podía negarme a dirigir el trabajo a una persona con tanto conocimiento e ilusión, respecto a un tema tan apasionante? Con cierto escepticismo, como director, le dije ¡adelante...! y enseguida me di cuenta del rigor de la investigación, acompañada de unos conocimientos y preparación poco usuales. Era consecuencia de que Pedro Córdoba, entre otros cometidos en su trayectoria profesional, fue director de la Revista Polilla (publicación muy querida dentro de la Guardia Civil). Y conocía muy bien el terreno que iba someter al más riguroso estudio.


    Destacaría varias particularidades de la presente obra: se trata de un trabajo fruto de la madurez científica y profesional de su autor, sobrio y bien concebido, con impecable metodología y rigor sistemático. Se cubre así, una lamentable laguna en la bibliografía de la Guardia Civil e historia de España. Una obra muy bien elaborada y estructurada. Los Capítulos I a III ofrecen un análisis exhaustivo de los antecedentes históricos, realidad social y nacimiento de la Guardia Civil desde la invasión napoleónica y la caída del Antiguo Régimen hasta su fundación por el Duque de Ahumada, nacimiento de la Cartilla y filosofía del Cuerpo. Los Capítulos IV a VIII analizan la evolución del Cuerpo, su adaptación a las vicisitudes sociopolíticas de las diferentes épocas, con un denominador común como es el sometimiento y defensa de la Institución a la Ley y protección del ciudadano, con independencia de cualquier avatar político. Los Capítulos IX y X están referidos a la Transición democrática y Guardia Civil de nuestros días, en donde el autor da cuenta de manera objetiva, fría y desapasionada de los múltiples sucesos, incluso luctuosos, que el zarpazo terrorista y durante muchos años, ha teñido de sangre España.


    El autor, especialmente sensible con la víctima del terrorismo, pone de manifiesto el exquisito respeto a la legalidad que se ha mantenido siempre por ésta y la propia Institución, evitando cualquier tentación vengadora o justiciera, como alternativa al Derecho. Es de agradecer la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de reconocimiento y protección integral a las víctimas del terrorismo, aunque resulte insuficiente.


    De particular interés práctico resulta el Capítulo XI referido a la estructura organizativa y régimen jurídico de la Guardia Civil. El lector debe saber que Pedro Córdoba, Licenciado y Doctor en CC. de la Información y Doctor en Derecho, conoce bien el Derecho Administrativo especial (Ley de Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, Régimen Disciplinario de la Guardia Civil, Fuerzas Armadas, Ley de Seguridad Ciudadana, Seguridad Privada, y las múltiples conexiones funcionales de éstas con el Código Penal común y militar) lo que hace verdaderamente meritorio, no sólo este Capítulo, sino el conjunto del trabajo.


    No lo es menos, la original y elegante técnica con la que el autor analiza, de acuerdo con la más moderna doctrina, los efectos del Artículo 25.3 de la Constitución al interpretar a sensu contrario, la legitimidad orgánica de ciertas sanciones, con implicación del ne bis in ídem y doble fuero en régimen de supremacía especial, para miembros de la Guardia Civil, so pretexto de que se trataba de un instituto armado de naturaleza militar. Todo ello se analiza a la luz del Derecho en este estudio.


    Desde el nacimiento de la Guardia Civil hasta nuestros días, la estructura organizativa de la Institución se ha ido adaptando a la realidad social y criminológica de cada momento de la historia. No olvidemos que la Guardia Civil representa un bastión fundamental de las Fuerzas y Cuerpos de la Seguridad del Estado, y una de las más importantes instancias especializadas en la lucha contra la criminalidad, convencional y no convencional, protección y seguridad de los ciudadanos, así como del Estado.


    Los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado se enfrentan a nuevos retos y desafíos del fenómeno criminal, derivados del desarrollo social y tecnológico de nuestros tiempos. Pero el más difícil de los desafíos es el nuevo rumbo que está tomando el terrorismo internacional organizado, de quiénes lo alientan y financian. Son ya otras motivaciones bien distintas, generalmente políticas y macroeconómicas, las que deciden selectiva o indiscriminadamente la vida de sus víctimas. Justificar hoy en día, conductas terroristas, so pretexto del derecho de autodeterminación de un pueblo, cultura o religión, no son más que viejas, perversas e interesadas estrategias.


    Mi más sincera enhorabuena a Pedro Córdoba Quintana, autor de tan excelente trabajo. Al Cuerpo de la Guardia Civil, por el impecable reconocimiento histórico y también actual de su función; y por su merecido prestigio internacional. Mi felicitación a Tirant lo Blanch, por el más que asegurado éxito editorial.


    Fernando Santa Cecilia García


    Profesor de Derecho Penal y Criminología (UCM)


    Santander, a 15 de agosto de 2016

  


  
    Abreviaturas y términos usuales en el texto


    AAA – Alianza Apostólica Anticomunista (Triple A).


    AC – Acción Catalana.


    EAS – Euskal Alderdi Sozialista (Partido Socialista Vasco).


    ACATO – Área Central de Apoyo Técnico y Operativo de los Mossos de Escuadra.


    ACNP – Asociación Católica Nacional de Propagandistas.


    AECID – Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo.


    AGLA – Agrupación Guerrillera de Levante y Aragón.


    AHEL – Agrupación de Helicópteros de la Guardia Civil.


    AHN – Archivo Histórico Nacional.


    AISS – Administración Institucional de Servicios Socioprofesionales.


    AMDG – (Ad maiorem Dei gloriam, “A la mayor gloria de Dios”, el lema de la Compañía de Jesús).


    AMI – Acuerdo Marco Interconfederal.


    AMR – Asociación Militar Republicana.


    ANV – Acción Nacionalista Vasca.


    AOGC – Academia de Oficiales de la Guardia Civil.


    AOME – Agrupación Operativa de Misiones Especiales del CESID.


    AP – Alianza Popular.


    APG – Archivo Presidencia del Gobierno.


    AR – Alianza Republicana.


    ARC – Acció Republicana de Catalunya.


    ARS – Agrupación de Reserva y Seguridad de la Guardia Civil.


    ASR – Agrupación al Servicio de la República.


    ASR – Agrupación al Servicio de la República.


    ATGC – Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil.


    AVL – (Automatic Vehicle Location), Sistema de localización de vehículos por GPS.


    BAC – Biblioteca de Autores Cristianos.


    CP – Código Penal.


    CADEX – Centro de Adiestramientos en Desactivación de Explosivos y Defensa NRBQ de la Guardia Civil.


    CAE – Centro De Adiestramientos Especiales de la Guardia.


    CAP – Centro de Análisis y Prospectiva del Gabinete Técnico de la Guardia Civil.


    CCOO – Comisiones Obreras.


    CCTV – Circuitos Cerrados de Televisión.


    CDC – Convergencia Democrática de Cataluña.


    CECORVIGMAR – Centro de Coordinación para la Vigilancia Marítima de Costas y Fronteras.


    CEE – Comunidad Económica Europea.


    CEDA – Confederación Española de Derechas Autónomas.


    CADEX – Centro de Adiestramiento en desactivación de Explosivos de la Guardia Civil.


    CAE – Centro de Adiestramientos Especiales de la Guardia Civil.


    CEPOL – Escuela Europea de Policía.


    CESEDEN – Centro Superior de Estudios de la Defensa Nacional.


    CESID – Nace de la fusión en 1977 entre SECED y la Tercera Sección de Información del Alto Estado Mayor.


    CGPJ – Consejo General del Poder Judicial.


    CGTU – Confederación General del Trabajo Unitaria.


    CIS – Centro de Investigaciones Sociológicas.


    CiU – Convergencia i Unió.


    CNCA – Confederación Nacional Católica Agraria.


    CNT – Confederación Nacional del Trabajo.


    CNT-FAI – Confederación Nacional de Trabajadores - Federación Anarquista Ibérica.


    COC – Centro Operativo Complejo de la Guardia Civil.


    COES – Compañías de Operaciones Especiales del Ejército.


    CONAPRE – Contingente de Apoyo al Repliegue.


    CONCA – Confederación Nacional Católico-Agraria.


    COS – China Operating System, sistema operativo chino basado en Linux.


    CT – Comunión Tradicionalista.


    DAO – Dirección Adjunta Operativa de la Dirección General de la Guardia Civil.


    DLR – Derecha Liberal Republicana.


    EAGC – Equipos de Atestados de la ATGC.


    EAJ-PNV – Euzko Alderdi Jeltzalea - Partido Nacionalista Vasco.


    EAS – Euskal Alderdi Sozialista (Partido Socialista Vasco).


    EBYL – Equipos de Búsqueda y Localización de Artefactos Explosivos y NRBQ de la Guardia Civil.


    EC – Estat Catalá.


    EDATI – Equipos de Atención al Inmigrante de la Guardia Civil, actúan a nivel provincial en el arco mediterráneo. Atienden específicamente a inmigrantes.


    EDERSA – Editoriales de Derecho Reunidas.


    EDEX – Equipos de Desactivación de Explosivos de la Guardia Civil. Se integran dentro de los GEDEX.


    EDOA – Equipo contra la Delincuencia Organizada y Antidroga de la Guardia Civil.


    EE – Euskadiko Ezkerra.


    EEH – Euskal Erakunde Herritarra (Organismo Popular Vasco).


    EGAM – Euskal Gazte Abertzale Mobimendua (Movimiento de los Jóvenes Patriotas Vascos.


    EGI – Euzko Gaztedi Indarra (Fuerza Juventud Vasca).


    EGPGC – Exército Guerrilheiro do Povo Galego Ceive - Ejército Guerrillero del Pueblo Gallego Libre.


    EHAS – Euskal Herriko Alderdi Sozialista. Partido Socialista del País Vasco.


    EIA – Euskal Iraultzarako Alderdia - Partido para la Revolución Vasca.


    EKA – Euskalherriko Karlista Alderdia - Partido Carlista de Euskadi.


    ELA-STV – Eusko Langileen Alkartasuna - Solidaridad de los Trabajadores vascos.


    ELI – Eusko Langile Indarra (Fuerza Trabajadora Vasca).


    EMAT – Escalones Médicos Avanzados de Tierra.


    EMK – Euskadiko Mugimendu Komunista (Movimiento Comunista de Euskadi).


    EMMOE – Escuela Militar de Montaña y Operaciones Especiales del Ejército de Tierra.


    EMUME – Equipo de Especialidades Mujer, y Menor de la Guardia Civil.


    ENFSI – Red Europea de Laboratorios Forenses.


    ERC – Esquerra Republicana de Cataluña.


    EREIM – Equipo de Rescate e Intervención en Montaña de la Guardia Civil.


    ERP – European Recovery Program (Plan Marshall).


    ES – Eusko Sozialistak - Socialistas Vascos.


    ESB – Euskal Sozialista Biltzarrea - Partido Socialista Vasco.


    ESEI – Euskadiko Sozialistak Elkartze Indarra.


    ETA – Euskadi Ta Askatasuna (Euskadi y Libertad).


    EUROPOL – Oficina Europea de Fronteras.


    EUROSUR – Sistema Europeo de Vigilancia de Fronteras.


    EZAPAC – Escuadrón de Zapadores Paracaidistas del Ejército del Aire.


    FAC – Front d´Alliberament de Catalunya o Front D´Alliberament Català, el Frente de Liberación Catalán.


    FAS – Fuerzas Armadas Españolas. (También FFAA).


    FDC-EDC – Federación de la Democracia Cristiana - Equipo de la Democracia Cristiana.


    FE – Falange Española y de las JONS.


    FELN – Frente Español de Liberación Nacional.


    FIJL – Federación Ibérica de Juventudes Libertarias.


    FN – Fuerza Nueva.


    FNC – Frente Nacional de Cataluña.


    FNTT – Federación Nacional de Trabajadores de la Tierra.


    FOP – Fuerzas de Orden Público.


    FRAP – Frente Revolucionario Antifascista y Patriótico.


    FRE – Federación Regional Española.


    FRG – Federación Republicana Gallega.


    FRONTEX – Agencia Europea para la Gestión de la Cooperación Operativa en las Fronteras Exteriores de los Estados miembros de la Unión Europea.


    FUE – Federación Universitaria Escolar.


    GAL – Grupos Antiterroristas de Liberación.


    GALEUZCA – Pacto solidaridad firmado por políticos nacionalistas de Galicia (GAL) Euzkadi (EUZ) y Catalunya (CA) el 11 de septiembre de 1923.


    GAO – Grupo de Apoyo Operativo del Servicio de Información de la Guardia Civil.


    GAR – Grupos de Acción Rápida de la Guardia Civil, anteriores Grupos Antiterroristas Rurales.


    GAT – Grupo de Asistencia Técnica de la Ertzaintza.


    GATI – Grupo de Apoyo en Tecnologías de la Información de la Guardia Civil.


    GC – Guardia Civil.


    GDT – Grupo de Delitos Telemáticos de la Guardia Civil.


    GEAS – Grupos Especiales de Actividades Subacuáticas de la Guardia Civil.


    GEDEX – Grupo de Especialistas en Desactivación de Explosivos de la Guardia Civil.


    GEDEX – Grupos de Especialistas en Desactivación de Artefactos Explosivos y de Naturaleza NRBQ de la Guardia Civil.


    GEOS – Grupo Especial de Operaciones.


    GIAT – Grupos de Investigación de Accidentes de Tráfico Integrados en la ATGC.


    GIFA – Grupos de Investigación Fiscal y Antidroga de la Guardia Civil, integrados en los Equipos contra la Delincuencia Organizada y Antidroga (EDOA).


    GOES – Grupos Operativos Especiales de Seguridad del Cuerpo Nacional de Policía.


    GOSI – Grupos Operativos del Servicio de Información de la Guardia Civil, antecedente de los Grupos Antiterroristas Operativos (GAO).


    GRAPO – Grupos de Resistencia Antifascista Primero de Octubre.


    GREIM – Grupo de Rescate e Intervención en Montaña de la Guardia Civil.


    GRS – Grupos de Reserva y Seguridad de la Guardia Civil.


    GRUPEX – Grupos de Acción Exterior de la Guardia Civil.


    HASI – Herri Alderdi Sozialista Iraultzailea - Partido Socialista Revolucionario Popular.


    HB – Herri Batasuna.


    HAEE – Herri Arduralaritzaren Euskal Erakundea (UVAP).


    IAE – Intervención de Armas y Explosivos de la Guardia Civil.


    ICAE – Intervención de Armas y Explosivos en la Guardia Civil.


    INI – Instituto Nacional de Industria.


    INP – Instituto Nacional de Previsión.


    INSE III – Elemento de Apoyo Logístico Nacional nº 3.


    INTERPOL – Asociación Internacional de Policía.


    IRA – Instituto de Reforma Agraria.


    IRA – Instituto de Reforma Agraria, posterior IRYDA. (Instituto Nacional de Reforma y Desarrollo Agrario.


    IRYDA – Instituto Nacional de Reforma y y Desarrollo Agrario.


    JARE – Junta de Ayuda a los Republicanos Españoles).


    JAP – Juventudes de Acción Popular.


    JCAH – Juntas Castellanas de Actuación Hispánica, luego Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista (JONS).


    JONS – Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista.


    JSUC – Juventudes Socialistas Unificadas de Cataluña.


    JUER – Jefatura de Unidades Especiales y de Reserva de la Guardia Civil.


    KAS – Koordinadora Abertzale Socialista - Coordinadora Patriota Socialista.


    LAB – Langile Abertzaleen Batzordeak (Comisiones de Obreros Patriotas).


    LAIA – Langile Abertzale Iraultzaileen Alderdia - Partido de los Trabajadores Patriotas Revolucionarios.


    LECrim – Ley de Enjuiciamiento Criminal.


    LGE – Ley General de Educación.


    LOAPA – Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico.


    LODE – Ley Orgánica del Derecho a la Educación.


    LODE – Ley Orgánica 8/1985 reguladora del Derecho a la Educación.


    LOGSE – Ley Orgánica 1/1990 de Ordenación General del Sistema Educativo.


    LOPEG – Ley Orgánica 9/1995 de la Participación, la Evaluación y el Gobierno de los Centros Docentes.


    LOPSC – Ley Orgánica de Protección de la Seguridad Ciudadana.


    LOTT – Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres.


    LRU – Ley Orgánica de Reforma Universitaria.


    MEI – Módulos Especiales de Intervención de la Guardia Civil.


    MGNE – Mando de Guerra Naval Especial de la Armada.


    MINUSTAH – Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití.


    MIR – Módulo de Intervención Rápida de los Grupos de Reserva y Seguridad de la Guardia Civil.


    MOE – Mando de Operaciones Especiales del Ejército de Tierra.


    MZA – Compañía de los Ferrocarriles de Madrid a Zaragoza y Alicante.


    NAO – Núcleos de Apoyo Operativo del Centro Nacional de Inteligencia.


    NCC – Centro de Coordinación Nacional de EUROSUR en España.


    Ob. cit. – Obra ya citada.


    ODAIFI – Oficina de Análisis e Investigación Fiscal de la Guardia Civil.


    OLAF – Oficina Europea de Lucha contra el Fraude.


    OPEP – Organización de Países Exportadores de Petróleo.


    ORGA – Organización Republicana Gallega Autónoma.


    ORIS – Oficina de Relaciones Informativas y Sociales de la Guardia Civil.


    OSCE – Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa.


    OSE – Organización Sindical Española.


    PAE – Puntos de Atención Especializada de las Unidades de Policía Judicial de la Guardia Civil.


    PAFIFs – Patrullas Fiscales y de Fronteras de la Guardia Civil.


    PAR – Partido Aragonés Regionalista.


    PATITE – Patrullas Fiscales Territoriales de la Guardia Civil, anteriores Unidades Fiscales de Compañía y Patrullas de Puertos y Costas.


    PCE – Partido Comunista de España.


    PDC – Pacte Democrátic de Cataluña.


    PDPC – Pacte Democrátic per Catalunya.


    PGC – Parque Guardia Civil.


    PL – Partido Liberal.


    PNV – Partido Nacionalista Vasco.


    POUM – Partido Obrero de Unificación Marxista.


    PP – Partido Popular.


    PR – Partido Radical.


    PR – Partido Reformista.


    PRC – Partit Republicá Catalá.


    PRF – Partido Republicano Federal.


    PRRS – Partido Republicano Radical Socialista.


    PSA-PA – Partido Socialista de Andalucía - Partido Andaluz.


    PSE-PSOE – Partido Socialista de Euskadi - Partido Socialista Obrero Español.


    PSOE – Partido Socialista Obrero Español.


    PSP-US – Partido Socialista Popular-Unión Socialista.


    PSUC – Partido Socialista Unificado de Cataluña (Partit Socialista Unificat de Catalunya).


    PUNS – Partido de la Unión Nacional Saharaui.


    RDL – Real Decreto Ley.


    RE – Renovación Española.


    REDEM – Revista Española de Derecho Militar.


    REI – Radio España Independiente “La Pirenaica”.


    RENFE – Red Nacional de los Ferrocarriles Españoles.


    RG – Direction Centrale des Renseignements Généraux.


    RGSS – Régimen General de la Seguridad Social.


    RROOCC – Reales Órdenes y Circulares.


    RUMASA – Ruiz Mateos, Sociedad Anónima.


    SCFGC – Servicio de Costas y Fronteras de la Guardia Civil.


    SEAT – Sociedad Española de Automóviles Turismos.


    SECED – Servicio Central de Documentación. En 1977, tras fusionarse con la Tercera Sección de Información del Alto Estado Mayor, pasó a llamarse Centro Superior de Información de la Defensa (CESID).


    SECI – Secretaría de Estado de Cooperación Internacional.


    SECRIM – Servicio de Criminalística de la Guardia Civil.


    SEDEX – Servicio de Desactivación de Explosivos de la Guardia Civil.


    SEDEX-NRBQ – Servicio de Desactivación de Explosivos y Defensa NRBQ (nuclear, radiológica, biológica y química) de la Guardia Civil.


    SEHGC – Servicio de Estudios Históricos de la Guardia Civil.


    SEMON – Servicio de Montaña de la Guardia Civil.


    SEPEC – Secretaría Permanente para la Clasificación y Evaluación de la Guardia Civil.


    SEPRONA – Servicio de Protección de la Naturaleza.


    SEPROSE – Servicio de Protección y Seguridad de la Guardia Civil.


    SERE – Servicio de Evacuación de Refugiados Españoles.


    SEREIM – Sección de Rescate e Intervención en Montaña de la Guardia Civil.


    SEU – Sindicato Español Universitario.


    SIGC – Servicio de Información de la Guardia Civil.


    SIGC – Servicio de Información de la Guardia Civil.


    SIRDEE – Sistema Integrado de Radiocomunicaciones Digitales de Emergencia del Estado.


    SIS – Sistema de Información Schengen.


    SIVE – Sistema Integrado de Vigilancia Exterior.


    SLC – Sindicatos Libres Católicos.


    SO – Solidaridad Obrera.


    SPFDUCM – Servicio de Publicaciones de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense de Madrid.


    STV – Solidaridad de Trabajadores Vascos.


    TEDAX – Técnico Especialista en Desactivación de Artefactos Explosivos.


    TEDH – Tribunal Europeo de Derecho Humanos de Estrasburgo.


    TOP – Tribunal de Orden Público.


    UALOG – Unidad de Apoyo Logístico.


    UAM – Patrullas Marítimas. Integran las Unidades de Actividades Marítimas de la Guardia Civil.


    UAR – Unidad de Acción Rural de la Guardia Civil.


    UAS – Unidad de Actividades Subacuáticas de la Guardia Civil.


    UBA – Unidad Básica de Actuación de los Grupos de Reserva y Seguridad de la Guardia Civil.


    UBAD – Unidad Básica de Actuación Disminuida de los Grupos de Reserva y Seguridad de la Guardia Civil.


    UBAR – Unidad Básica de Actuación Reforzada de los Grupos de Reserva y Seguridad de la Guardia Civil.


    UCAE – Intervención Central de Armas y Explosivos de la Guardia Civil.


    UCAO – Unidad Central de Apoyo Operativo de la Comisaría General de Información.


    UCD – Unión de Centro Democrático.


    UCEAS – Unidad Central de Actividades Subacuáticas de la Guardia Civil.


    UCO – Unidad Central Operativa de la Guardia Civil.


    UCODEX – Unidad Central Operativa de Desactivación de Artefactos Explosivos y de naturaleza NRBQ de la Guardia Civil.


    UCOMA – Unidad Central Operativa Medioambiental del SEPRONA de la Guardia Civil.


    UEBC – Unidad Especial de Buceadores de Combate de la Infantería de Marina.


    UEI – Unidad Especial de Intervención de la Guardia Civil.


    UGT – Unión General de Trabajadores.


    UMN – Unión Monárquica Nacional.


    UMR – Unión Militar Republicana.


    UN – Unión Nacional.


    UNE – Unión Nacional Económica.


    UNESCO – Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.


    UHP – Unión de Hermanos Proletarios.


    UOE – Unidad de Operaciones Especiales de la Infantería de Marina.


    UPC – Unión del Pueblo Canario.


    UPI – Unidades de Primera Intervención, de la Guardia Civil.


    UPROSE – Unidad de Protección y Seguridad de la Guardia Civil.


    URSS – Antigua Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas.


    USECI – Unidades de Seguridad Ciudadana de la Guardia Civil.


    UT-NRBQ – Unidad Técnica NRBQ, de la Guardia Civil.


    UTPJ – Unidad Técnica de Policía Judicial de la Guardia Civil.


    UVAP – Instituto Vasco de Administración Pública.


    VVAA – Varios autores.
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    Introducción


    El 13 de mayo de 2014, hace ya más de dos años, la Guardia Civil celebró el 170 Aniversario de su fundación en un acto casi familiar, en el singular e histórico Colegio de Guardias Jóvenes “Duque de Ahumada”, de Valdemoro (Madrid). Fue una efemérides en la que, en toda España, se resaltó la eficacia y brillantez de la Institución; el profundo respeto que se la tiene en todos los pueblos y ciudades de España y se destacaron sus tradicionales valores de vocación de servicio, lealtad —al margen de partidismos, formas de Estado o de Gobierno—, disciplina, jerarquía y humanidad para estar siempre cerca de las personas que sufren a causa de los delitos. Sobre todo, se hizo latente su largo y heroico sacrificio en la lucha por la Ley y el Estado de Derecho; por hacer con su trabajo diario que nuestro país sea más seguro; por servir todas las horas del día en la difícil tarea de lograr el bienestar cotidiano de una sociedad que debe vivir en paz, progreso y libertad y, también, fiel a su compromiso desde su fundación, con la unidad y permanencia de España.


    El estudio de la Guardia Civil que ha pretendido este trabajo de investigación es complejo ya que trata a la Benemérita en sus vertientes histórica y legislativa, para lo que nos apoyaremos en el Derecho Natural, Administrativo y Penal; buscaremos, de forma prioritaria, descubrir y analizar la arraigada filosofía de este Cuerpo, capaz de soportar el mayor rigor, disciplina y sacrificios, en tantas páginas gloriosas de su pasado —incluso reciente—, envueltas en honor, valor y sangre de sus componentes.


    A través de los capítulos de esta investigación se pretende demostrar la trascendencia de la misión que sobre estos hombres del acharolado tricornio y sus familias encomendó el Duque de Ahumada hace ya más de 172 años y el difícil cumplimiento de ésta, prestigiado y reconocido en largos años de existencia, pese a la sempiterna escasez de medios, la incomprensión social —cuando no, crítica política feroz— sus largos sacrificios, tantas veces pagados con la sangre y el luto de la familia Benemérita y, pese a tantas adversidades, el mantenimiento inquebrantable de su lealtad, disciplina y entrega, siempre demostradas.


    Esta investigación tiene por objeto la introspección rigurosa de la historia socio-política de nuestro país en estos años, de sus condicionantes económicos, industriales y laborales, y el estudio de la razón de ser de la Guardia Civil, del ideal que ésta persigue en sus acciones, del nacimiento de su filosofía como Institución siempre al servicio y auxilio del ciudadano, en una sociedad en continuo cambio y con nuevas y más sofisticadas necesidades para la preservación y demanda de seguridad en bienes y personas; un Cuerpo creado en la idea de amor y lealtad a nuestro país, con una labor esencialmente protectora y humanitaria y cuyos principios de actuación, día y noche, están basados en el honor, la obediencia, la disciplina, el cumplimiento del deber y el sacrificio; principios, todos ellos, inculcados desde sus inicios, nacidos de La Cartilla que redactara Ahumada, y siempre presentes en la mente y en la actuación de todos los guardias civiles, en pos de ayudar humanitariamente a los ciudadanos y apoyar al imperio de la Ley y de la justicia en todo su rigor, su amplitud y dimensión.


    Estudiaremos el marco legislativo que ha apoyado su labor, el conjunto de leyes y normas que han ido puliendo la filosofía de un Cuerpo que es patrimonio y orgullo de los españoles, para adecuarlo —a través de normas, órdenes y leyes— hasta convertirlo en idóneo para servir a la sociedad en cada momento histórico en el que este servicio fuera requerido, tanto en el cotidiano auxilio de esta sociedad como en la defensa del Estado de Derecho, siendo siempre baluarte y brazo armado de Ley y garante de las Leyes y normas de convivencia establecidas por la legalidad vigente.


    Este trabajo busca arrojar luz sobre todos los sucesos en los que se ha visto envuelta la Guardia Civil, ya sea por las directrices políticas y administrativas recibidas por parte del Gobierno de turno, así como por su actuación ante ellos, como por sus consecuencias. Por ello, a través de este estudio, encontraremos acontecimientos, sucesos, consideraciones y consecuencias vitales en la configuración y desarrollo de España como país y de la Guardia Civil como institución, que se afrontan de forma valiente y decidida —dentro de la prudencia y la humildad que deben caracterizar siempre la labor del investigador— con la perspectiva del tiempo transcurrido, con fuentes fidedignas y testimonios de apoyo en su desarrollo histórico-legislativo y la larga experiencia del investigador en el tratamiento de los temas y noticias referentes a las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado y, en especial, de la Guardia Civil.


    Esta obra se encuentra dividida en once capítulos. Fiel a las raíces del Derecho, busca los orígenes y la necesidad de vertebrar el orden público en la sociedad española y, por ello, arranca en su Primer Capítulo del estudio jurídico-político de los comienzos del siglo XIX español, con la caída del régimen absolutista, la ruptura que en todos los órdenes de la nación provoca la invasión napoleónica, el Estatuto de Bayona, la promulgación de Constitución del 19 de marzo de 1812 y la ruptura con el viejo orden político y social, así como la irrupción de la Milicia Nacional, el papel de esta institución liberal en el control del orden público y la seguridad ciudadana, y el comportamiento que en todo este proceso de cambio político, económico y social juega el Ejército.


    En el Capítulo Segundo, ya con los liberales en el poder, entramos en el análisis de las Guerras Carlistas y en la incidencia que este fenómeno de división y enfrentamiento interno juegan en el conjunto y progreso de la sociedad española, la irrupción de la generación de generales-políticos, los ayacuchos, con la trascendencia de la milicia en todo el periodo, que liderarán Espartero y Narváez; todo, bajo el marco jurídico y nuevo orden que faculta y organiza la Constitución de 1837, en una fase histórica que llevará a la Década Moderada, que hará desaparecer el modelo liberal progresista de seguridad ciudadana, centralizará la organización el Estado y abocará —como control armado, baluarte del cumplimiento de las leyes y apuesta por la seguridad de bienes, caminos y personas—, a la idea de crear la Guardia Civil, objeto de nuestro estudio.


    La creación de la Guardia Civil es el objeto de estudio del Capítulo Tercero, desde el precedente de la Legión de Salvaguardias Reales que intentara poner en marcha el primer Duque de Ahumada —padre del fundador de la Guardia Civil— hasta la organización que funda Francisco Javier Girón y Ezpeleta, ya en 1844, de este Cuerpo de orden y de paz que echa a andar con carácter cívico-militar y con el objetivo claro de servir al orden público, de pacificar caminos y pueblos de España; acabar con el desorden y limpiar campos y montañas de atracadores, bandoleros y desaprensivos que tienen sumido a territorio y Estado en un caos funcional. Abordamos los Decretos Fundacionales del Cuerpo, de 26 de enero y 28 de marzo, así como el contradecreto de 13 de mayo, el de la verdadera fundación; cómo se complementan entre sí los reglamentos civil y militar, y la redacción de la famosa Cartilla, asumida, ésta última, como resumen de normas morales, de urbanidad y protocolo, así como un compendio de los principios esenciales en la filosofía del Cuerpo; valores tales como disciplina, honor y espíritu de sacrificio, abnegación, integridad, profesionalidad, lealtad y compañerismo; la Cartilla reúne ideas universales, verdaderos conceptos superiores e independientes, que siempre han estado margen de las ideologías o banderías políticas y que, por su alta calidad —en cuanto a construcción y desarrollo personal, y despliegue de los valores humanos— tienen una clara permanencia en el tiempo.


    La ardua y difícil centralización del Estado será el objeto de los capítulos Cuarto y Quinto, que entran en el Constitución de 1845, que organiza la sociedad moderada que auspicia el Gobierno de Ramón María Narváez, y que utiliza a la Guardia Civil como base para la centralización del Estado español. La Revolución de 1868 provocará miradas inquisitoriales sobre la Institución, y hasta el estudio de su posible disolución; las Constituciones de 1869 y 1876 modificarán la dimensión y cometidos de la Benemérita; posteriormente, Cánovas y su Ley Constitutiva del Ejército (1878), llevarán a un final de siglo en el que la Guardia Civil será reorganizada.


    La España de comienzos del siglo XX aún es muy rural, e inicia su transformación industrial. El Capítulo Sexto nos muestra unas estructuras desfasadas en los medios y mecanismos de la seguridad del Estado ante los nuevos tiempos, más urbanos y presididos por la emigración de obreros a las grandes urbes, y nos manifiesta el reto que la nueva situación provoca en la Guardia Civil, creada inicialmente para desarrollar su labor en el medio rural. Entraremos a fondo en la Semana Trágica de Barcelona, verano de 1909, en los difíciles años veinte, en los que el terrorismo político e ideológico y las masas revolucionarias centran sus ataques en la Guardia Civil. Asimismo, estudiaremos las fructíferas etapas de los directores generales de la Benemérita, Ángel Aznar, con su preciosa obra social —plasmada en la creación de los colegios de Huérfanos del Cuerpo—, Juan Zubía, protagonista de la Edad de Oro en la modernización del Cuerpo, y Ricardo Burguete. También, analizaremos el fugaz Código Penal de 1922, que establecería el principio de legalidad de los delitos y las penas, y que en bastantes aspectos marcaría el camino a seguir para los Códigos posteriores en temas como la definición legal del delito, catálogos de atenuantes y agravantes, o la responsabilidad civil.


    La llegada de la Segunda República marca el inicio del Capítulo Séptimo, con un estudio concienzudo de la Constitución de 1931, cuyo anteproyecto redactó el equipo que encabezó Ángel Ossorio y Gallardo —anteproyecto inspirado en la tradición constitucional española y europea, principalmente la Constitución de Weimar— que ya abordó la estructura territorial del Estado —el “Estado integral”—, y las relaciones entre el Estado y la Iglesia Católica. Entraremos en los conflictos sociales que se producen en el nuevo orden republicano, y la situación de la Guardia Civil que, como jurídicamente correspondía, había sido la más fiel defensora del régimen que legalmente encabezaba la Monarquía de Alfonso XIII y ahora debía controlar el orden público, dentro del nuevo y legal régimen republicano. Analizaremos el golpe de Estado de Sanjurjo (1932), la Ley de Orden Público de 1933, así como los sucesos de Casas Viejas, Arnedo, Palenciaga, Oviedo, Lebrija, Arcos de la Frontera, Badajoz o Yeste; huelgas, motines, algaradas callejeras, en las que, en defensa del orden constitucional y de las leyes vigentes, se verá envuelta la Guardia Civil, y que alcanzarán su punto álgido en la Revolución de Octubre de 1934, principalmente en la región de Asturias, donde cientos de mineros, entre otras actuaciones, asaltarán y volarán decenas cuarteles, aislados y con una mínima guarnición, en capítulos donde unos puñados de guardias civiles y sus familias escribirán nuevas páginas de valor, heroísmo y sacrificio, dentro de una nación que, tras las Elecciones Generales de febrero de 1936, entra en la Guerra Civil.


    El año 1939, además del final de la contienda civil, trae consigo una nueva reorganización jurídica del Estado. En el Capítulo Octavo analizamos la Ley de Responsabilidades Políticas, la Ley de Represión de la Masonería y el Comunismo, así como la situación de “libertad vigilada” en la que se siente la Guardia Civil, cuestionada por el propio Franco, que entiende que la Institución, al apoyar en muchas Zonas al Gobierno republicano, es la responsable principal de que el golpe de Estado de julio de 1936 no triunfara de forma inmediata en toda España. Pese a que, de forma inmediata, se convertirá en el más firme baluarte del régimen que él encabeza, ahora se plantea, incluso, disolverla. La Ley de 15 de marzo de 1940, integra al Cuerpo de Carabineros en la Benemérita y adscribe a la Guardia Civil a un gran número de jefes y oficiales del Ejército, especialmente en los Tercios de Costas y Fronteras. Además, por Orden de 8 de abril de 1940 y para un mejor control de la Institución, se crea un Estado Mayor dentro de la estructura orgánica del Cuerpo, que estará exclusivamente formado por oficiales del Ejército de Tierra, y que hace depender a la Guardia Civil y la supedita de forma más palpable y evidente al Ejército.


    Dentro de este Capítulo Octavo, estudiamos la Ley de Seguridad del Estado, de 12 de julio de 1940, y el Código Penal de 1944, a fondo; y nos centramos en la etapa en la que Camilo Alonso Vega asume la Dirección General del Cuerpo, una de las más duras etapas que en su difícil cometido ha vivido la Institución; fase en la que la disciplina y dureza del servicio presiden la vida diaria de los hombres del acharolado tricornio; años en los que la amenaza de la Guerra Mundial y sus hipotéticas futuras consecuencias se ciernen sobre nuestro país; largos años en los la Guardia Civil lucha contra el maquis y que cuesta el sacrifico de 257 muertos y 370 heridos graves; episodios donde la disciplina y la dureza se dan la mano, como los fusilamientos de Mesas de Ibor, o la muerte del cabo Cid Novoa. Entraremos también en la Ley de Orden Público de 1959 y, la vocación benemérita de servicio puntual y de vanguardia al ciudadano, hablamos de la creación de la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil, nacida para velar por la seguridad y el auxilio en las carreteras de nuestro país. Éste es un capítulo que se cierra con la irrupción del terrorismo separatista vasco, con los primeros asesinatos de ETA, y con la muerte del Jefe del Estado, Francisco Franco, que significará la caída del régimen que encabeza.


    La Transición a la democracia ocupa nuestro estudio, dentro del Capítulo Noveno. Tiempo llamado a la reconciliación y de amnistías, de nuevo marco político y legislativo para la pacífica convivencia y deseadas nuevas normativas que arrancarán con la creación de la Audiencia Nacional y la promulgación de la Constitución de 6 de diciembre de 1978. Es un largo periodo en el que la Guardia Civil sufrirá en toda su crudeza el luto y la sangre que deben pagar sus miembros por defender el Estado de Derecho y las leyes y normas de convivencia que nos damos los españoles para vivir en paz, buscando la mayor prosperidad. El terrorismo de todo signo, pero fundamentalmente de ETA, golpea a todos los sectores de la sociedad, pero machacona e intencionadamente al Ejército, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y, esencialmente, centra sus interminables y sanguinarios atentados en Guardia Civil. Sobre hechos concretos, entramos en el drama humano que esto significa, en la larga pesadilla de ETA.


    En nuestro estudio de la Guardia Civil, analizamos como fue utilizada el 23F, a través de datos contrastados y testimonios. Octubre de 1982 significa la llegada del PSOE al Gobierno de la nación, tiempo en el que el ministro José Barrionuevo redescubre a la Guardia Civil, se prenda de la abnegación, del sacrificio, del concepto del honor, de la disciplina y del trabajo diario de estos hombres y mujeres. Busca adecuar y dotar a la Benemérita, con más medios y una legislación más acorde y más de apoyo en la labor que desempeña. Nace la Ley 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y, poco después, un civil es designado para dirigir al Cuerpo.


    El Capítulo Décimo nos traslada a la Guardia Civil de nuestros días. Arranca de la injusta y sectaria situación que viven aún en estos años las viudas de la Guardia Civil cuyos esposos no llegaron a cumplir los veinte años de servicio; ese servicio duro, de concentraciones, correrías y persecuciones sin tregua que muestra su máxima severidad en la etapa de Alonso Vega y que significa la muerte de muchos guardias civiles, tan exigidos en su desempeño y que, tras tantos esfuerzos y penurias, fallecen “de enfermedad común”. Son viudas, sin pensión, “viudas en el olvido” de la Administración; una solución que llega, cuando menos, con veinte años de retraso y que se corrige por la Ley 37/88, de 29 de diciembre de 1988. Este Capítulo también se adentra en los atentados de ETA, (Plaza de la República Dominicana, en Madrid, Cuartel de la Avenida de Cataluña, en Zaragoza, Cuartel de Vic, en Barcelona, en el dolor de la familia benemérita); en el éxito que representó la detención de la cúpula terrorista en Bidart y la labor que desempeñan los ministros José Luis Corcuera y Juan Alberto Belloch al frente de Interior; analizamos el Código Penal de 1995 y también, episodios como la fuga de Roldán, los sumarios por la muerte de los etarras Lasa y Zabala; la llegada de Mayor Oreja a Interior, la operación de la Guardia Civil que consigue la liberación de Ortega Lara, la conmoción que en toda España provoca el asesinato del concejal de Érmua, Miguel Ángel Blanco; y un análisis de la Ley 17/1999 de Régimen de Personal de las Fuerzas Armadas y su repercusión en la Guardia Civil. Es un capítulo que cierra con el análisis del Pacto Antiterrorista, las repercusiones del atentado del 11 de marzo de 2004, los cambios que el nuevo Gobierno trae a la Benemérita, un estudio sobre la Ley Orgánica 12/2007, de Régimen Disciplinario de la Guardia Civil, así como la situación que acarreará las Elecciones Generales de 2011, con la vuelta del Partido Popular al poder y el camino seguido hasta el momento actual.


    Un camino actual que nos abre la estructura y organización de la Guardia Civil que se analiza en el Capítulo Undécimo de este trabajo. Parte de la encuesta del Centro de Investigaciones Sociológicas, CIS (estudio número 3.021, abril de 2014) que sitúa a la Benemérita como la Institución mejor valorada por los españoles; capítulo que nos habla de la figura y funciones del director general, de los órganos colegiados, del Consejo de la Guardia Civil, así como la Dirección Adjunta Operativa y subdirecciones de Personal, General de Apoyo y la organización periférica del Cuerpo: Zonas, Comandancias, Compañías Territoriales y Puestos. Asimismo, entra en todas y cada una de las especialidades que desempeña la Guardia Civil para un mejor servicio en la lucha contra la delincuencia y en la consecución y mejora diaria de la seguridad de todos los ciudadanos de nuestro país a través de sus más de 80.000 agentes. Finaliza con un estudio pormenorizado sobre el ingreso y las características de la carrera profesional en la Guardia Civil y una reflexión sobre la filosofía y moral de estos hombres y mujeres uniformados de verde oliva que, durante más 172 años se han mantenido siempre en el difícil cometido que la sociedad les tiene delegado, los intangibles valores de honor, disciplina, eficacia, honradez sin mácula, humildad, protección de aquel que sufre en la desgracia o por causa del delito o del delincuente; hombres y mujeres que velan por la unidad y diversidad de la patria común y que hacen de su trabajo un servicio continuo y leal al Estado de Derecho, en la defensa de las normas y leyes que, en convivencia y libertad nos hemos dado todos los españoles


    El epílogo conforma el último apartado de estudio sobre la Guardia Civil. Se llega a él tras el análisis coherente de todo lo expuesto en los capítulos anteriores.


    Este trabajo de investigación se completa, hace referencia y se apoya en sus planteamientos y en el desarrollo de muchos de los temas tratados en varios artículos; entre otros, los publicados por el autor en la Revista Polilla, que dirigió entre los años 1980 y 1992: la entrevista a Constantino Gómez, el primer huérfano que alcanzaba el generalato en la Guardia Civil; la entrevista a los hermanos de Nacho Mateu, teniente de los GAR asesinado por ETA; las entrevistas a los coroneles Manuel Campos y Antonio Espinosa, directores del Colegio de Guardias Jóvenes “Duque de Ahumada, en Valdemoro, para conocer a fondo la filosofía de los polillas; la entrevista a Manuel Carrascosa, la esencia de los huérfanos, a través de quien fue director del Colegio Infanta María Teresa más de cuarenta años; artículo sobre “El Tricornio” y su simbología para todo guardia civil; la entrevista a José Aguilar, cabo de la Guardia Civil a quien ETA destrozó sus piernas, pero no pudo destruir su pasión por la vida y la Guardia Civil; o la entrevista a María Soledad Rubio, la colegiala de El Juncarejo, desde muy niña soñando con seguir los pasos de su padre y que lograba ser la primera huérfana que, como guardia civil femenina, salía de la Academia de Baeza. Documentos, todos ellos, que hablan de la filosofía, amor por el Cuerpo y los valores enraizados en el colectivo de la Guardia Civil que este investigador vivió en primera persona y realizó y plasmó en su trabajo como periodista.


    En el Anexo de “Colaboraciones especiales” para esta obra sobre la Benemérita, se recoge la experiencia y la opinión de importantes personalidades relacionadas con la Guardia Civil en estos años de estudio donde dan su opinión y versión de lo vivido junto a los hombres y mujeres de la Benemérita y nos hablan de la filosofía del Cuerpo, de los valores morales que les han asombrado y que han vivido junto a ellos: los ministros del Interior Ángel Acebes, José Antonio Alonso, José Barrionuevo, Juan Alberto Belloch, Jorge Fernández Díaz, Rodolfo Martín Villa y Jaime Mayor Oreja; los directores generales de la Guardia Civil Arsenio Fernández Díaz, Carlos Gómez Arruche y Juan Mesquida; el general de Brigada de la Guardia Civil José Ramón Tostón de la Calle o las largas entrevistas, memorables en cuanto a sinceridad y contenido, desarrolladas con el teniente general Andrés Cassinello, jefe de Estado Mayor de la Guardia Civil y jefe de la lucha contraterrorista, o el ministro José Luis Corcuera.


    A todos ellos, mi agradecimiento por su impagable testimonio en este trabajo y por su probada amistad.


    Pedro Córdoba Quintana


    12 de octubre de 2016

  


  
    Capítulo I

    Antecedentes: la caída del régimen absolutista


    SUMARIO: I.1. Crisis del antiguo régimen: generales, progresistas y moderados. I.2. El estatuto de Bayona y la Monarquía de José i. I.3. El Orden Público y el Estatuto de Bayona. I.4. La Constitución Española de 1812 y la destrucción del viejo orden político y social. I.5. La organización jurídica y judicial del nuevo régimen. I.6. La Constitución de 1812 y el Orden Público. I.7. Nacimiento del Código Penal de 1822. I.8. El nuevo Orden Social (1812-1840). I.9. La Revolución Liberal Española y el Poder Municipal. I.10. La patria en armas y la creación de la Milicia Nacional. I.11. El deterioro del Orden Público, el modelo de seguridad, dentro del proyecto liberal. I.12. El papel del ejército, dentro del cambio político en España (1812-1843).


    I.1. Crisis del Antiguo Régimen: generales, progresistas y moderados


    Finalizada la Guerra de la Independencia, en España el Antiguo Régimen se encuentra desestructurado económicamente, aislado entre las capas sociales y culturales que lo forman y, además, articulado en ciudades que tienen regímenes y ordenamientos jurídicos diferentes que, aún siendo legales, sin embargo, siguen ofreciendo diferentes privilegios, exenciones, prerrogativas y franquicias. Es una normativa que prevalece todavía vigente finalizado el sistema absolutista que tuvo el país antes de la invasión napoleónica y que, en cuanto a su génesis histórica, aún provenía de la fragmentación del poder que se produjo después de la caída del feudalismo.


    Los Reyes Católicos, Austrias y Borbones, mantenían el modelo de un país centralizado, con una gran urbe como centro y sede de su reinado y capitales/subcentros de poder. Éstos últimos tenían una vida política escasa, marcada por la trascendencia de la capitalidad del Estado y el papel importante que desempeñaba el municipio.


    Así, en el centro de todo el organigrama político, funcionaba un sistema de Consejos judiciales, que actuaban como organismos colegiados, llevados por la costumbre y que, ante los nuevos tiempos sobrevenidos tras las guerras napoleónicas se encontraban desfasados, sin una capacidad real de respuesta ante los problemas y situaciones que vivía el país en esta nueva fase de su historia: Madrid presidía y concentraba el poder y dejaba en un plano muy alejado la actividad que se realizaba a nivel provincial y local.


    A nivel local, la situación era caótica o cuando menos irregular, siendo aún muy notorio el dominio del señorío, clase que obstaculizaba la penetración de las nuevas normas y leyes que, en teoría, intentaba imponer la autoridad real ya que, aun dejando al margen en nuestro estudio los privilegios jurisdiccionales del señor, su control del gobierno municipal llegó a todos los confines del territorio patrio. Hay que recordar, además, que la España de los siglos XVI, XVII y XVIII estaba partida en dos administraciones: los territorios de realengo (bajo la jurisdicción real) y los territorios de señorío, seculares y eclesiásticos (bajo dominio político de la realeza y de la Iglesia).


    Por Territorios de Realengo se entendían aquellos que estaban sometidos a la autoridad directa del Rey, pero no eran parte de su patrimonio. Estaban bajo la administración directa de los monarcas, los cuales enviaban oficiales para su gestión. En la España medieval, los dominios de realengo o señoríos del Rey fueron muy amplios, pero fueron reduciéndose por las concesiones hechas a la alta nobleza, la Iglesia y las órdenes militares. Los labriegos que vivían en tierras de realengo pagaban, esencialmente, un impuesto de carácter territorial, la martiniega o marzadga en Castilla y León, el terratge en Cataluña y otro por la casa que habitaban, la fumazga. En cuanto a los núcleos urbanos de la zona de realengo hay que destacar que en Castilla sólo las ciudades y las villas enviaban procuradores a las reuniones de las Cortes1.


    El 6 de agosto de 1811, las Cortes de Cádiz decretan la abolición del régimen señorial ya que consideraban a los señoríos como uno de los símbolos del “régimen feudal” a suprimir, invocando precedentes en las quejas seculares de procuradores en Cortes contra sus excesos, al entender que habían sido otorgados con daño al pueblo llano y en detrimento de los derechos de la Corona. Con la abolición de los señoríos se acaba con la pieza clave del edificio feudal que, desde la Edad Media, había definido las relaciones sociales, económicas y políticas de los reinos peninsulares. No sólo la tierra cultivada había estado sometida al régimen señorial, sino que también lo había estado la administración de justicia, el poder municipal, el sistema fiscal, la articulación del territorio y las relaciones culturales2.


    En este Decreto se plantea el asunto de los derechos territoriales, concepto por el cual los señores obtenían las más importantes rentas de los campesinos. El Artículo 5 de este Decreto provoca el conflicto al introducir una realidad conceptual de carácter político: la diferencia entre señoríos jurisdiccionales y territoriales. Así, deriva categorías y derechos de tal manera que identifica los derechos territoriales con el nuevo concepto liberal-burgués de propiedad particular. La interpretación de este Artículo 5 originará el enfrentamiento entre la aristocracia terrateniente y el campesinado por la propiedad definitiva de la tierra, en un contencioso muy extenso que persistirá durante la implantación del sistema liberal, hasta 18373.


    La economía española del Antiguo Régimen tenía una estructura casi feudal4. No había un mercado nacional bien organizado y los recursos naturales del país se perdían en algunas regiones debido a la falta de una red de distribución comercial mínima, mientras otras regiones padecían hambre. Circulación y producción eran dos conceptos aún desconocidos para la Administración borbónica5.


    Además, el problema del rendimiento de la tierra era secular, ya que mientras la nobleza terrateniente y la Iglesia tenían grandes extensiones sin cultivar o en un estado muy deficiente de explotación, la población rural padecía epidemias crónicas producidas por el hambre.


    Es más, las diferencias eran notorias hasta incluso entre algunos sectores de la propia Iglesia. La opulencia de la que disfrutaban algunos conventos contrastaba con las penurias que sufrían los curas párrocos de los pueblos (“cura de almas”) expoliados luego estos —tal como denunciarían Jovellanos o Campomanes— por los regulares y las propias curias episcopales6.


    También Pierre Vilar estudia la valoración de la participación del clero en la riqueza de las provincias de Castilla7. En su informe sobre mediados del siglo XVIII parte de los datos del catastro de Ensenada: “Las tierras del clero producen, aproximadamente, la cuarta parte de los ingresos de la agricultura; sus rebaños, la décima parte de los de la ganadería; el clero recibe casi las tres cuartas partes de las rentas hipotecarias y casi la mitad de los ingresos inmobiliarios y señoriales, entre ellos una cuarta parte de los alquileres urbanos (...) Se puede creer que el clero recibe en España entre un sexto y un quinto de los ingresos globales”. Así, en casas, rentas y derechos, la Iglesia retenía 135 millones de reales, frente a los 170 millones de los laicos8.


    Sin embargo, el clero era menos numeroso que la nobleza: 170.000 personas, el 2 por ciento del total de la población. Si seguimos los datos de Vilar, vemos que sumando las rentas de Castilla, unos 2.650 millones de reales, cerca de la octava parte, 346 millones de reales, pertenecían a la Iglesia.


    Además, ni las primicias ni los diezmos estaban incluidos en estas cifras: hacia 1750, los diezmos castellanos ascendían a 600 millones de reales, de los cuales 400 millones pasaban a la Iglesia. Y las tres cuartas partes de los censos de Castilla los poseía también la Iglesia.


    En cuanto a las clases sociales y distribución de la propiedad agraria a mediados del siglo XVIII, nos apoyamos en Vicens Vives, que recoge datos de los estudios de Domínguez Ortiz y Herr. Así, el régimen de propiedad se dividía en cinco clases diferentes de propietarios: la Corona, la Iglesia, el Municipio, la nobleza y los pequeños propietarios particulares9.


    El patrimonio real conservaba aún buena parte de sus dominios particulares, aunque había cedido muchos de sus derechos jurisdiccionales sobre esas tierras de particulares, en beneficio de la clase aristocrática; en concreto, una parte de las tierras de realengo había pasado a ser tierra de señorío lego o eclesiástico, lo que hizo debilitarse el poder monárquico y, a su vez, provocó que predominaran en el patrimonio privado real las montañas improductivas y las tierras llanas de pobre calidad.


    Sobre la Iglesia, Vicens Vives señala que su jurisdicción en territorio castellano-leonés, el señorío eclesiástico, lo ejercía sobre 2.592 localidades, según el censo de 1797, una cifra que representaba la doceava parte del territorio nacional, y que en zonas como Galicia llevaba a las 1.423 localidades de señorío eclesiástico, o la Mancha, donde alcanzaba los 61. Las tierras comunes o concejiles, pertenecientes a los Municipios, eran más amplias que las de la Corona o las de la Iglesia. Tenían su origen en concesiones reales otorgadas durante la Reconquista y solían constar de bosques o zonas áridas, como montes o baldíos, situadas en lugares bastante apartados de las propiedades particulares de los vecinos de la localidad. Señala este autor que la forma de su uso adoptó dos modalidades: las tierras de aprovechamiento común, atendiendo a los intereses de todos los vecinos, y las “tierras de propios” que, siendo de todos, eran arrendadas a un titular individual. Así, junto con los arbitrios (las tasas locales), los “propios” soportaban las cargas más importantes en el medio rural del siglo XVIII español. Es más, en esta época, las tierras comunes o concejiles constituían el lote más importante de la propiedad española amortizada10.


    Por su parte, la nobleza tenía la titularidad de patrimonios particulares, habitualmente bajo la forma de “mayorazgos”, así como los derechos jurisdiccionales sobre las tierras de otros (los llamados señoríos legos). De esta forma, en un total de 17 ciudades y un tercio (5.300 en cifras absolutas, sin tener en cuenta a Aragón) de todas las villas y lugares de España formaban parte de los señoríos legos.


    También, al igual que el señor eclesiástico, el lego tomaba parte en el nombramiento de las autoridades locales, recibía una pequeña asignación de las cosechas (en forma de diezmos o primicias), cobraba algunos impuestos en dinero y ejercía diversos monopolios (como caza y pesca, molino y horno, etc), sacando el mayor partido de estos derechos casi feudales.


    En cuanto a los pequeños propietarios particulares, el censo de 1797 cifra en 364.000 los campesinos dueños de sus tierras (22% de todos los cultivadores del suelo). En resumen y apoyados en el censo de 1797, la propiedad rústica en España se repartía en clero, 9,09 millones de fanegas; nobleza, 28,3 fanegas; otros, 17,5 fanegas.


    Para ajustar aún más la población española, a comienzos del siglo XIX (1803) la población española estaba constituida por11:


    • 71,5%. Clases bajas: criados, artesanos, jornaleros, campesinado.


    • 10%. Clases medias: Administración, Ejército, empleados, profesiones liberales.


    • 2,5%. Burguesía incipiente: comerciantes, fabricantes, algunos propietarios.


    • 16%. Nobleza y clero12.


    Fontana, a su vez, escenifica: “Hay, por un lado, una oligarquía de grandes propietarios (con sus aliados y colaboradores locales), y, por otro, la gran masa de los campesinos españoles, empobrecidos por la explotación a que están sometidos, entregados a una precaria agricultura de subsistencia, sin excedentes que intercambiar, puesto que a sus gastos ordinarios (arrendamientos y tributos) hay que añadir las cargas que les impone el sistema señorial (diezmos y derechos)”.


    “Los grandes propietarios especulan con el hambre de los campesinos, por medio del acaparamiento y el monopolio de los cereales (tan fácil en un país de mercados comarcales aislados, donde los “poderosos” controlan los excedentes disponibles a escala local). Especulan con la falta de tierra, practicando sistemas abusivos de arriendo y subarriendo; con la pobreza, dedicándose al préstamo usurario; y con la debilidad e indefensión de los cultivadores, imponiéndoles una serie de derechos feudales, de los que han aprendido a sacar un excelente rendimiento económico”13.


    A ello hay que añadir la desesperada situación de la Hacienda pública a comienzos del siglo XIX, así como la pérdida progresiva de los mercados coloniales.


    En opinión de Vicens Vives, la estratificación de la autoridad del Estado absoluto sería un poder fragmentado llegado a través de la nobleza. Se da así una de las contradicciones que se producen dentro de la monarquía absoluta, ya que ésta sólo es acatada por el poder señorial siempre y cuando aquella reconozca su jurisdicción particularista y su poder de decisión en la toma de posturas que puedan afectarle. De ahí que haya que reconocer que la naturaleza nobiliaria del Estado absolutista español hacía imposible un poder que se pudiera considerar público y sólido14.


    Pese a lo expuesto, los nuevos tiempos van provocando que la nobleza española pierda de forma paulatina su función militar estamental. El Ejército mercenario del Estado español va creciendo poco a poco. Las nuevas técnicas militares exigen la instrucción de masas compactas y organizadas, en detrimento de la acción individual. Aún así, la nobleza, en última instancia, conserva el control del poder militar y político. Este predominio se basa en su demostrada potencia económica y su poder social. Es más, se apoya en todo ello para dar su salto a la élite de poder dentro de la Administración del Estado. Además, para esta nueva situación contaba con el apoyo real y con la debilidad casi estructural de la clase media española.


    El Estado constituido dentro del periodo absolutista está fundamentalmente formado por el sistema social (hegemonía nobiliaria), el sistema político (absolutismo, como cobertura del régimen señorial), el sistema jurídico (multitud de jurisdicciones y privilegios) y el sistema económico (ruralismo, incomunicación, con relaciones aún feudales de producción). Además, la integración de los territorios históricos que se unieron formalmente bajo el reinado de los Reyes Católicos sigue sin tener una unión plena, pese a la cercanía geográfica. Así, el presuntamente poderoso Estado absoluto presenta su mayor debilidad en este punto: no es capaz de cohesionar la unidad política, ni administrativa, ni económica ni, siquiera, moral de España.


    Los sucesivos monarcas españoles no son ajenos a este problema y buscan opciones ante la inestabilidad de la unidad española; a la tensión entre los territorios históricos que la forman; a la brecha que se ha creado entre el Estado y la sociedad; a las grandes diferencias que separan a la clase nobiliaria proletaria y al pueblo.


    Dentro del espacio histórico en el que nos movemos, especialmente el último tercio del siglo XVIII, habría que tomarlo como de transición —contradictoria y tediosa— hacia el aparato político que definiríamos como Estado, centralista y liberal.


    La sociedad de finales del siglo XVIII vive un momento en el que su éxito científico y económico —ley de la gravitación universal de Newton, bomba de vapor, aumento de la población en un 40%— le ha dado enorme confianza en sí misma y en sus métodos, y se muestra convencida, por medio de sus intelectuales, de que nada puede resistir el esfuerzo de la razón que lleva a las personas a la búsqueda de la felicidad. Es una felicidad que se centra en la riqueza y el bienestar, metas posibles a través del continuado camino de progreso.


    Sin embargo, hay multitud de trabas e intereses que frenan ese progreso y se oponen al triunfo de una sociedad que se mueve con el sueño de que los hombres sean al fin libres y felices. Ante todo esto, el Despotismo ilustrado y los intelectuales consideran que es preciso desmantelar las viejas estructuras y privilegios que impiden el libre ejercicio de una actividad guiada por el interés individual, única brújula segura que puede llevar a la felicidad, identificada con el bienestar material y la riqueza; es preciso acabar con los privilegios históricos de las clases improductivas, la nobleza y el clero, y construir una sociedad libre e igualitaria jurídicamente en la que sólo los más capaces (capacidad, tomada, en su versión burguesa, como cualidad de la persona para enriquecerse en una sociedad abierta y competitiva) tengan acceso al poder; un poder absoluto, que vaya en volandas de unos intelectuales capaces de entender los retos y las necesidades sociales; un poder que imponga el despotismo ilustrado.


    La monarquía absoluta en Europa siente que, por razones distintas, sus intereses coinciden con los de la Ilustración y con los de la burguesía. Luis XV y Luis XVI en Francia, Federico II en Prusia, Catalina II en Rusia, Christián VI y Christián VII en Dinamarca, María Teresa y José II en Austria, el marqués de Pombal, ministro de José I, en Portugal y Carlos VII en Nápoles, luego Carlos III en España, se hacen eco del programa de la Ilustración y tratan de llevarlo adelante, bien convencidos de su bondad o bien aprovechando la cobertura ideológica que se les ofrece para fortalecer al Estado frente al poder de la nobleza feudal.


    La política de los ilustrados va a chocar inmediatamente con los intereses de los estamentos privilegiados, que frenan todos sus intentos de reforma. No obstante, las generaciones más jóvenes, no se van a quedar en los intentos reformadores de sus mayores.


    En 1789 (Carlos III ha muerto en 1788), la reforma se frena en toda Europa y las miradas se centran en Francia, ante el resultado de la pugna entre el Viejo Régimen y lo nuevo que nace allí: irrumpe la Revolución Francesa, que conmocionará a Europa y a todo el mundo en todos los órdenes: social, político y económico.


    Es un Estado que va a tener que enfrentarse a los problemas que derivarán de transformaciones sociales profundas, algo que las élites dirigentes ilustradas ya saben y temen. Ante ello responderán aplazando las soluciones a problemas que dejan de manifiesto carencias cuyo arreglo se hace urgente.


    El sentido común, la coyuntura histórica del momento, exigía medidas más firmes y arriesgadas. España, en el contexto internacional, roto el imperio de los Habsburgo, ha dejado de ser una gran potencia; sin embargo, se presenta como una nación joven, que renace de su grandeza pasada, que debe potenciar su vertebración y armonía internas. España, dos siglos después de los Reyes Católicos, era todavía un proyecto de nación, más que una realidad.


    El siglo XVIII, por otra parte y según Vilar, es un gran siglo colonial. Se produce un aumento demográfico que ayuda de forma ostensible al avance agrícola y comercial y, políticamente, las buenas relaciones, ya familiares con la Francia borbónica, empujan a la Administración española a emular a Europa y a abandonar el caos administrativo endémico de nuestro país; socialmente, los tiempos invitan a dejar atrás la aristocratización de la vida cotidiana española, a avanzar en el progreso y en potenciar el ascenso de las clases productivas desbloqueando la cerrada sociedad de nuestro país.


    Sin embargo, pese a estos enunciados mimbres para una sociedad más justa y moderna, la situación heredada, que ha perdurado durante siglos, tiene aún fuerza para poder resistirse a caer. El proceso de reconversión política de los grupos que estaban en la cúspide social del Antiguo Régimen va a ser difícil.


    Como referente a lo anteriormente expuesto y abundando en la obligación hacia el cambio de actitud en este Siglo de las Luces español, parece obligado recordar el Motín de Esquilache, en 1766, un estallido/conflicto social que se extiende hasta amplias zonas del país, que toma una naturaleza política y, aun en sus confusos y espontáneos inicios, es producto de una reacción antioligárquica que, sin embargo, no lleva a un proyecto real de cambio ni rentabiliza la importante movilización social que ha producido dentro del territorio español.


    Leopoldo de Gregorio, marqués de Squillace o Esquilache, había encabezado varias secretarías de Estado en el reino de Nápoles con Carlos VII (nuestro Carlos III), quien se lo trajo con él a España. Aquí ocupó, en seis años, las secretarías de Hacienda, Guerra y Gracia y Justicia, y fue el responsable de duras medidas reformistas tomadas por el nuevo monarca.


    Por eso, cuando el pueblo de Madrid se amotina el 23 de marzo de 1766 contra las reformas, su nombre centra todo lo que los madrileños rechazan: los sombreros de tres picos, el alumbrado público, la carestía del pan y, sobre todo, la ira contra los italianos que están en el gobierno y que por sendas tan perniciosas aconsejan al rey. Sin embargo, el motín estalla al mismo tiempo en otros lugares: Zaragoza, Cuenca, Guadalajara, Alicante, Sevilla, Murcia, La Coruña, Aranjuez, Daroca, Azcoitia, Eibar o Elche, entre otros sitios.


    La protesta por la carestía del pan parece el denominador común ya que 1765 fue un año de malas cosechas y la liberalización del precio del trigo disparó la subida del pan. Esto da al motín el aspecto típico de los levantamientos de subsistencias del Antiguo Régimen. En Madrid, sin embargo, el pueblo se levantó a los gritos de “¡Viva el Rey! ¡Viva España! ¡Abajo Esquilache!”.


    Muchos historiadores han visto la organización y manipulación del furor popular en la sombra: los privilegiados, alta nobleza y alto clero, habrían aprovechado el brote de descontento popular para lanzar al pueblo contra el gobierno reformista; sin embargo, no está suficientemente probado que fueran los jesuitas los instigadores, como se dijo entonces. En provincias se puede, incluso, encontrar otros matices (como un elemento antiseñorial en Valencia, o la insubordinación del Regimiento de Granada, en Sevilla) en lo que algunos historiadores ya ven la formación del clima que desembocará en los futuros acontecimientos de 1808. La represión del motín fue dura.


    Sin embargo, se cambió el gobierno y se retiró la Guardia Walona, que era otra petición de los madrileños. Se iniciaba una relación diferente entre el poder y el pueblo que iba más allá del populismo ilustrado.


    Después del motín, en los gobiernos municipales se crean las figuras del Diputado del Común y del Síndico Personero, elegibles en segundo grado por todos los vecinos, que velarían por la defensa de los intereses populares. Parece que sirvieron de poco y que estaban controlados por los municipios, que a su vez lo estaban por la Corona.


    No obstante, es un serio aviso del pueblo español a sus gobernantes; aviso que deja patente la fuerza de una acción popular que exige la continuidad en la iniciada reconversión política y social de la nobleza y de la alta burguesía.


    Sin embargo, Carlos III reacciona de forma tibia y puntual, sin mover las bases sociales en las que entonces descansaba el gastado andamiaje político español: el régimen señorial y sus claras señas de identidad (propiedad vinculada, jurisdicciones especiales, exenciones, poder político, en definitiva) no van a sufrir ninguna modificación en el llamado Siglo de la Ilustración español. Así, el expediente que en 1772 incoa el Consejo de Castilla sobre reversión de señoríos no tiene ningún respaldo real, al igual que los expedientes de desamortización; o el promovido por Extremadura contra la Mesta.


    Ante los motines de 1766, los poderes públicos reaccionan adoptando una serie de medidas de carácter interno para reprimir de raíz las insurrecciones, unas a corto plazo y otras con una visión más planificada y estratégica. Dentro de este último apartado hay que destacar la reforma del sistema de seguridad que lleva a cabo Carlos III, que tomará la iniciativa de constituir al Ejército como la columna vertebral del Estado y, por tanto, como el controlador y vigilante/tutor de la transición de la sociedad española en su evolución histórica al siglo XIX.


    Las clases privilegiadas del Antiguo Régimen volvían a demostrar su solvencia y fuerza provocando que el reformismo de Carlos III tuviera que adoptar un aparato político más atenuado hacia ellos. Así, la Administración civil, tutelada por una Administración militar fuerte, no atentaría contra su dominio social e impondría una salida del Antiguo Régimen ajustada a sus necesidades y aspiraciones políticas y administrativas.


    Recordemos que la Real Cédula de 1704 —un verdadero resumen de los fundamentos organizados militares— partía de una idea central: la nobleza debía ser el nervio de la milicia, entendiendo por “nervio” la oficialidad. De ahí, de ese principio, parte la exigencia de título de nobleza para los oficiales. Asimismo, ya se establecía la distancia abismal que separaba a la oficialidad de la tropa, distancia que quedaría consolidada por las Reales Ordenanzas de Carlos III.


    El Ejército se constituye así en el factor fundamental del modelo de seguridad del Estado de la Ilustración y, con ello, en la pieza básica dentro de la estrategia de reconversión llevada a cabo por la nobleza en su periplo para afrontar con garantías la larga travesía que tendrían que afrontar en su camino al capitalismo; el Estado absoluto, por su parte, mostraría, una vez más, su debilidad ante el señorío apostando por potenciar la maquinaria militar, sacándola de su genuina misión defensiva castrense que —como militares y hasta entonces— tenían encomendada: capitanes generales, gobernadores militares, los oficiales, van a ser la maquinaria real escogida por Carlos III para hacer llegar a los ciudadanos, con rigidez castrense (manu militari), la dura política del despotismo ilustrado.


    Sin embargo, la medida más decisiva que se adoptó a nivel organizativo fue la creación de las academias de formación militar, que traería consigo dar vida a un cuerpo permanente de oficiales profesionales: se institucionalizaba la carrera militar que, además, albergaba el espíritu elitista de casta que tan fuerte protagonismo tendría a partir de entonces —recordemos que ya, a finales de siglo XVIII, se les llamaba el partido militar—; casta que buscaría llenar el vacío de poder que habría dejado la desaparición de la monarquía absoluta.


    En estos años del Despotismo ilustrado se producen las duras disputas entre el “partido aragonés” (partido militar y de la alta nobleza, dirigido por Pedro Pablo Abarca de Bolea y Ximénez de Urrea, el décimo conde de Aranda), que era una ramificación de los Colegiales mayores, una especie de aristocracia universitaria a quienes se les consideraba adversarios de toda innovación y se les acusaba de monopolizar los altos cargos de la magistratura; y los Colegiales menores, manteístas o “golillas”, porque son casi los únicos en usar este tipo de prenda, “especie de mosquetería de las Universidades”. Los Colegiales menores, forman un partido de magistrados y funcionarios “manteístas” de extracción social plebeya, dirigidos por el ex fiscal y ex embajador José Moñino y Redondo, luego primer conde de Floridablanca, y por Campomanes.


    Los “golillas”, eran partidarios de un absolutismo monárquico y centralista, opuestos a la intervención moderadora de la nobleza y decididos a acabar con los organismos intermedios de poder, como los que existían antes del Decreto de Nueva Planta. Así, se constituyeron en los adversarios del “partido aragonés”; el programa de Aranda difería abismalmente del de los “golillas” ya que propugnaba un gobierno “monárquico-estamental” y, respecto a la idiosincrasia regional, reivindicaba los Fueros suprimidos por Felipe V.


    A estas pugnas políticas hay que añadir las polémicas entre capitanes generales y gobernadores militares con las autoridades civiles, como firmes exponentes de las disputas entre el poder civil y el militar que iban a marcar las características de un futuro Estado liberal centralizador. El Ejército se va a erigir en una instancia de poder capaz de encarnar una política. Una contradicción, ya que los intereses de una sociedad burguesa —donde aún persiste una economía estancada, incomunicada y ruralista como la que se produce en el Antiguo Régimen— apuesta por una política basada en la tierra, vigilante de los límites territoriales de la propiedad, y por el comercio, con una economía industrial incipiente, dentro de un mercado ya nacional, cuando el sistema político ya exigía fórmulas más flexibles, políticas y, sobre todo, civiles. El Antiguo Régimen va a entrar en un momento crítico, en el que se va a dejar clara la pugna por el Estado.


    Este marco sociopolítico integrado va a exigir unas transformaciones políticas de largo alcance, unidas a la irrupción de un nuevo espacio político que pueda superar la desintegración del Antiguo Régimen. Estamos, en este primer tercio del siglo XIX, en una fase de creciente definición de la personalidad política de España.


    El 17 de marzo de 1808 se produce la revolución de palacio, más el amotinamiento popular que se desarrolla en Aranjuez, lugar de residencia de la Corte. Es un acto de fuerza que derriba a Manuel Godoy (1767-1851), el todopoderoso ministro que gobernaba el país prácticamente desde 1792. Se produce una gravísima crisis de Estado, que decide al Rey Carlos IV a abdicar en su hijo Fernando, el personaje que aglutinaba a toda la oposición al godoyismo.


    El 2 de mayo se produciría en Madrid el levantamiento contra el mariscal Murat que, al mando de 35.000 soldados, había entrado en la capital española el 20 de marzo como consecuencia del Tratado de Fontainebleau (27 octubre de 1807); tratado por el que España autorizaba el paso de las tropas francesas por su territorio cara a una operación militar franco-española sobre Portugal, dentro de la estrategia de Napoleón contra Gran Bretaña. El levantamiento popular fue durísimamente reprimido por las tropas francesas (400 muertos en los disturbios, y muchos ejecutados en la madrugada del 3 de mayo).


    Napoleón se había convertido en el árbitro de la política española; ésta última, totalmente francófila desde 1796. El emperador francés estaba decidido a liquidar la monarquía española y poner en su lugar un régimen satélite15.


    Tras los sucesos de Aranjuez, en abril de 1808, reunió en Bayona a toda la familia real y obligó a Fernando VII (5 de mayo de 1808) a devolver la corona a Carlos IV y a éste, a cederle a él los derechos al trono español, a cuyo frente puso (7 de junio) a su propio hermano, José Bonaparte. Éste último tenía sus proyectos e iniciativas para España, basadas en el Estatuto o Constitución de Bayona (débil por su legitimidad en origen; es más una carta otorgada que una constitución), que establecía una monarquía parlamentaria y medidas que debían considerarse innovadoras: libertades civiles, abolición de la Inquisición, reducción de las órdenes religiosas, supresión de los señoríos y de los privilegios de la nobleza y del clero, desamortización, reforma de los cuerpos administrativos, reorganización de la enseñanza, potenciando la enseñanzas primaria y secundaria y los liceos, así como mejoras urbanísticas.

    


    
      
        1 Valdeón Baruque, Julio, dentro de Alvar Ezquerra, Jaime (Cood.), Diccionario de Historia de España, Ediciones Istmo, Madrid, 2001/2003, pág. 513). Este mismo autor y en la misma obra (pág. 550) agrupa dentro del señorío a los grandes dominios territoriales en los que los propietarios fueron acaparando funciones diversas, situando finalmente a los labriegos que los cultivaban bajo su dependencia. Estos son los señoríos solariegos o territoriales. Asimismo, el señorío, en su sentido estricto, supone traspaso de competencias públicas de la Corona a un particular, al ejercicio de atribuciones jurisdiccionales sobre los habitantes de un ámbito espacial por parte de los magnates seglares o eclesiásticos, sin que necesariamente tuvieran que ser propietarios de la tierra: son los señoríos jurisdiccionales. Históricamente, además, tras la victoria de la dinastía Trastámara en la Corona de Castilla, se impuso el llamado señorío pleno, en el que se fusionaban sus dos elementos básicos, el solariego y el jurisdiccional.

      


      
        2 Juan Sisinio Pérez Garzón y María Zozoya, dentro de Alvar Ezquerra, Jaime (Coord.), Diccionario de Historia de España, Ediciones Istmo, Madrid, 2001/2003, pág. 550.

      


      
        3 Al respecto, se puede consultar Hernández Montalbán, La abolición de los señoríos en España, Biblioteca Nueva, Madrid, 1999. De hecho, la forma en la que se abolieron los señoríos va a ser motivo de conflicto durante todo el siglo XIX e, incluso, lo trató de abordar la Primera República, pero no sería hasta la Segunda República, en 1931, cuando la Ley de Reforma Agraria trataría de paliar los efectos todavía pendientes.
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        5 Una administración que verá como se favorece enormemente la distribución de alimentos y la circulación de mercancías por todo el territorio nacional, a través de la construcción de modernas infraestructuras como el Canal de Castilla o el nacimiento del ferrocarril. En cuanto al ferrocarril en España, la primera línea proyectada y construida en nuestro país unió, el 28 de octubre de 1848, Barcelona y Mataró. Tenía 28 kilómetros de largo y fue abierta al público el 1 de noviembre de 1848. Al año siguiente, se pidió la concesión de la Línea de Madrid a Aranjuez, que tendría 49 kilómetros. Tras esta concesión, el número de solicitudes comienza a crecer, lo que obliga al gobierno a crear una ley específica para este nuevo medio de transporte. El 18 de agosto de 1854 se decretó la formación de un comité que evaluaría y estudiaría la creación de una futura Ley de Ferrocarriles. El 3 de junio de 1855, se aprobó una primera ley, la llamada Ley General de Caminos de Hierro.
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    I.2. El estatuto de Bayona y la Monarquía de José I


    El Estatuto de Bayona ha sido silenciado en los estudios de Derecho constitucional histórico español, quizá por su dudosa vigencia que, en todo caso, quedaría limitada a las zonas de dominio francés en España y, fundamentalmente, por tratarse de una imposición bonapartista, algo que le confiere un valor de carta otorgada, pese a que en su configuración intervino una asamblea de notables españoles reunidos en Bayona con esa finalidad, aunque principalmente fueron convocados para legitimar el cambio dinástico.


    En aquellos años, la situación de la Hacienda española era extrema, ya que los ingresos representaban la mitad de los gastos y la deuda pública era el equivalente a los ingresos de diez años; además, la situación socioeconómica era mala, dado que las arcas del Estado se encontraban vacías tras las guerras sostenidas, la deficiente financiación pública, las epidemias sufridas16, la crisis agraria y los problemas internacionales.


    España está aún iniciando su entrada en la Edad Contemporánea y deja atrás el Antiguo Régimen, a costa de grandes conflictos que se dan en una sociedad esencialmente agrícola, todavía muy estructurada por estamentos: nobleza, clero —como grandes poseedores de la tierra—, y pueblo llano; una sociedad donde había demasiados privilegios de unos pocos y donde aún subsistían instituciones del medievo, tales como la Mesta, la Inquisición, los señoríos o los mayorazgos.


    Culturalmente, y según señala Ferrer Benimeli, el retroceso cultural que provocaron las medidas del primer ministro Floridablanca, el cordón sanitario, para detener la llegada del pensamiento revolucionario francés nacido en 1789 pasaron por la desaparición de muchos periódicos, la presencia de una fuerte censura y el nacimiento de nuevas publicaciones como las de Fray Diego de Cádiz, Hervás y Panduro, el Padre Tragia, etc, que constituyen lo que algunos historiadores consideran el origen del pensamiento reaccionario español. Floridablanca quiere aislar al país de las ideas revolucionarias. Para ello, cierra fronteras, controla a los extranjeros que vienen a nuestro país, registra los barcos que llegan a nuestros puertos y establece una censura férrea y confisca los libros o cualquier otra forma de difusión escrita que puedan traer las ideas burguesas de los vencedores de la revolución de nuestro país vecino. Además, se persigue a los simpatizantes de la Revolución y, en esa misión, se utiliza a la Inquisición, tan acostumbrada a la persecución ideológica-religiosa, de forma que, en esta labor represiva, se convierte en la mejor aliada auxiliar de la policía17.


    El Estatuto de Bayona llegará en un momento delicado para la Corona española. Manuel Godoy, el valido, acumulaba excesivo poder y era impopular ante el pueblo, que no perdonaba que fuera amante de la reina María Luisa y que su política nos llevara a alianzas con Francia y, con ello, a continuas derrotas militares.


    A través del Tratado de San Ildefonso (19 agosto 1796), España renovaba los antiguos pactos de familia y se obligaba a luchar con los franceses frente a Inglaterra, lo que costó la derrota de nuestra Armada en el Cabo de San Vicente y la pérdida de la Isla de Trinidad, además de fuertes gastos a nuestra Hacienda. La situación llegó a ser tan ruinosa que, en septiembre de 1798, se tuvieron que vender los bienes raíces pertenecientes a hospitales, obras pías y patronatos legos. Estos importes fueron destinados a la Real Caja de Amortización. Más adelante, por el Tratado de Fontainebleau (27 octubre de 1807) España se une a Francia para atacar a Portugal. Con ese pretexto, cinco cuerpos del ejército francés penetran por los Pirineos y ocupan España, que queda bajo el control de Napoleón. Días después, Carlos IV hace público un manifiesto por el que denuncia que su hijo encabeza un complot para destronarle. El enfrentamiento derivaría, meses después, en el Motín de Aranjuez —entre el 17 y el 18 de marzo de 1808—. El futuro Fernando VII se subleva contra Godoy y contra el monarca, Carlos IV, se ve obligado a abdicar a favor de su hijo, mientras que se detiene al valido, donde Carlos IV abdica en su hijo. Dos días después, revoca el Decreto de abdicación y busca los apoyos del Napoleón, de quien busca su protección y ayuda marchando a Francia. El 24 de marzo, Fernando, ya convertido en rey, hace su entra triunfal en Madrid y acepta la invitación del emperador francés de acudir a Bayona. Allí, a instancias de Napoleón, Fernando devuelve la Corona a su padre y renuncia a sus derechos como príncipe de Asturias. Carlos IV, por su parte, renuncia a la Corona a favor de emperador de Francia quien, a su vez, designa como rey de España a su hermano José Bonaparte. Son hechos vergonzosos que en España se desconocen.


    La intención de Napoleón, según el historiador Julio Aróstegui era “instaurar una monarquía moderadamente representativa y cautamente reformista mediante el instrumento de una constitución”18. Todo ello acontece en marzo. En mayo se inicia el levantamiento español contra el invasor francés y, con él, la Guerra de la Independencia.


    En Bayona, según vemos y a comienzos del verano de 1808, se producen los primeros intentos de dotar a España de un régimen normativo e institucional nuevo. Napoleón, tras la ocupación militar, pone en marcha su proyecto de dotar a España de un sistema jurídico que, junto a poner fin al Antiguo Régimen, imitara en lo fundamental al modelo francés; por ello había desarrollado un proyecto de Estatuto o ley fundamental que se inspiraba claramente en el Derecho constitucional del Imperio (Constitución francesa del año VIII —1799—, Senatus-consultus de 1802 y 1804, y, en parte, la Constitución de 1791).


    El Antiguo Régimen estuvo caracterizado en España por ser estamental (Iglesia, nobles, militares, órdenes monásticas, gremios), oligárquico, con claras reminiscencias feudales y en el que abundan los privilegios, dentro de un poder que está fragmentado por la nobleza, con muchas jurisdicciones. Para conseguir una mínima cohesión nacional, el rey se apoyó fundamentalmente en la Iglesia y en el Ejército. A éste último, además, el rey lo aprovechó para restar el poder del señorío. En este contexto, el Estado absolutista sería un proyecto de Estado que poseía una cabeza potente en Madrid y unas anémicas extremidades que eran incapaces de vertebrar el territorio; territorio que, dicho sea de paso, estaba dividido en realengos, jurisdicción real, territorios de señorío, de la Iglesia y seculares.


    No obstante, temeroso de la visceralidad del pueblo español, el emperador francés consideró importante someter el texto final a la consideración e informe de determinados personajes españoles (ministros del régimen anterior, miembros del Consejo de Castilla, afrancesados, etc), con cuyas observaciones, una vez incluidas, podría hacer más fácil la asimilación del Estatuto por parte de la nación española.


    Pese a su naturaleza, el Estatuto influiría en las conciencias liberales e ilustradas y su huella, aunque no confesada, no es tan escasa en el constitucionalismo español. Cuando menos, provocó la necesidad de la elaboración de la Constitución de 1812 como texto fundamental alternativo.


    A la Junta de Bayona, que inició sus sesiones el 15 de junio de 1808, fueron convocados unos ciento cincuenta diputados, asistiendo alrededor de un centenar. Estuvo presidida por Miguel José de Azanza. En la sesión inaugural se dio lectura al Decreto del día 6, por el que Napoleón cedía la Corona española a su hermano José, y se entregó a los diputados el proyecto; texto sobre el que podrían formular sus observaciones. La Junta decidió por pluralidad de votos qué enmiendas se tomaban en consideración y se enviaban al emperador —un hecho que muestra que la Junta carecía de facultad decisoria, auténticamente legislativa y constituyente—, para que éste tomara una decisión final19.


    Napoleón —para evitar el posible rechazo de los tradicionalistas españoles— siguió el parecer de la mayoría. Su deseo era no quebrar con sus innovaciones las costumbres del país y, con ello, evitar los posibles primeros tropiezos en la implantación del nuevo régimen. Así, recogidas la mayoría de las sugerencias, el texto, que comprendía 146 artículos, fue aprobado el 7 de julio de 1808 y jurado por José Bonaparte.


    El Estatuto, establecía un Senado, una Asamblea legislativa y un Consejo de Estado, como cuerpos colegiados supremos; eso sí, controlados por el monarca, que acumulaba una gran cantidad de poderes. El Senado estaría compuesto por los infantes de España mayores de 18 años y por 24 miembros designados por el rey; su misión sería proteger las libertades personales y de imprenta y la facultad de suspender la Constitución a petición del rey. La Asamblea o “Cortes”, que se reuniría cada tres años, tendría un carácter estamental (alto clero, nobleza y pueblo llano) y estaría compuesta por 172 representantes. De ellos, los diputados de las provincias serían elegidos por los decanos de los regidores y de los curas de los pueblos principales del partido; los nobles y eclesiásticos, serían elegidos por cédula del Estado. Dado que las Cortes carecerían de una iniciativa legal, el proceso legislativo debería iniciarse en el gabinete real.


    Asimismo, antes de que los proyectos de ley fueran sometidos a aprobación de la Asamblea, deberían pasar por el Consejo de Estado, cuyos componentes serían, en su mayoría, nombrados por el rey y cuyas misiones pasaban por examinar proyectos de leyes civiles y los reglamentos.


    El sistema orgánico previsto, pese a estar inspirado en el modelo constitucional francés, seguía manteniendo un régimen autoritario; además, aunque enunciaba el principio de división de poderes, este principio también se articulaba autoritariamente ya que el rey mantenía su libertad de decisión y no quedaba sometido, en la práctica, a las limitaciones de su tradicional poder que el citado principio de división de poderes decía reducir. En régimen interno, se estableció el principio de unidad de fueros, que aún tardaría medio siglo en llevarse a efecto.


    La Justicia adoptaba el carácter de poder independiente, aunque el rey se reservaba el nombramiento y cese de los jueces. Se enuncia el proyecto de elaborar un solo Código de leyes civiles y criminales y otro de comercio, para unificar las muchas normativas que coexistían. Además, se establecen las líneas de lo que será la organización judicial del régimen. Estaba constituido en forma de pirámide, con los jueces conciliadores en la base y, en los niveles superiores, los juzgados de primera instancia, las cancillerías, que eran tribunales de apelación, un Tribunal de Reposición para todo el Reino y una alta Corte Real, equivalente al Tribunal Supremo de nuestros días, constituida para conocer de los recursos de nulidad que se interpusieran contra sentencias dictadas en última instancia, además de entender de temas de competencias y conflictos entre jurisdicciones.


    Pese a todo ello, en todas las provincias menos en Madrid, la justicia era realmente aplicada por los regidores. En Madrid se impartía a través de la Sala de los Alcaldes de Casa y Corte. La ciudad estaba dividida en cuarteles, dirigidos por un alcalde que hacía las veces de juez. A sus órdenes tenía un número de alguaciles que llevaban a cabo funciones de policía administrativa y de seguridad. Estos alcaldes eran responsables de la seguridad de las personas de su cuartel y de la buena convivencia de los vecinos, cometido que les permitía adoptar medidas de vigilancia y control, imponer multas y otras medidas necesarias para su función.


    En cuanto a medios, los presupuestos para la Justicia eran muy escasos; comparados con el Ejército, irrisorios. En los primeros años del liberalismo se utilizarían inmuebles desamortizados, en especial conventos, para instalar en ellos las dependencias judiciales.


    Pese a todo lo expuesto, el Estatuto aportaba un programa liberal hasta entonces desconocido en España puesto que llevaba consigo una declaración de derechos y un plan de reformas que, de haberse llevado a efecto, hubieran supuesto una nítida transformación de la sociedad.


    El Estatuto de Bayona no fue redactado por españoles ni tuvo vigencia en todo el territorio nacional. Quiso representar un intento de equilibrio, dentro de la idea de progreso sin ruptura. Buscaba atraerse a los enemigos del Antiguo Régimen sin provocar a los destacados conservadores: no convenció ni a unos ni a otros. Todos ellos consideraron que se trataba de una imposición extranjera; para unos, porque conducía al liberalismo; para otros, porque el texto seguía siendo la fórmula de legitimación y perpetuación del régimen absolutista.


    En cuanto a libertad religiosa, en su artículo primero establecía que “La religión Católica Apostólica y Romana, en España y en todas las posesiones españolas, será la religión del Rey y de la Nación y no se permitirá otra”.


    Entre otras aportaciones legislativas, reconocía el principio de igualdad jurídica y la supresión de privilegios, la libertad personal, el derecho de todos a acceder a los cargos, la inviolabilidad de domicilio, la libertad de movimientos, los derechos de los detenidos, la abolición de la tortura, una reducción de los mayorazgos, la unidad de códigos, el compromiso de la libertad de imprenta, la supresión de las aduanas interiores y la revisión de los fueros vascos.


    Sobre la tortura, el vigésimo Acuerdo, de fecha 12 de enero de 1810, suscrito por Lardizábal, José Pablo Valiente, Antonio Ranz de Romanillos, Alejandro Dolarea y Agustín Argüelles señala que “Antes de proceder la Junta a la organización del Poder Judicial ha creído necesario comenzar el arreglo de esta grande obra en que estriba la libertad civil del ciudadano desterrando para siempre de la legislación Española la pena del tormento. Y aunque en rigor esta disposición debía ser más bien el objeto de una ley particular cuando se tratase de la reforma del Código criminal, que del acto de Constitución, a fin de desagraviar en parte a la humanidad y redimirla de la horrible vejación que ha sufrido por espacio de tantos siglos en la aplicación de esta pena, ha resulto quede abolida por Ley fundamental y constitutiva del Reino, como igualmente todas las leyes que sobre esta obra de prueba tan bárbara y cruel como incierta y diametralmente opuesta al objeto de la Justicia disponen arrancar del reo la confesión de su delitos”.

    


    
      
        16 A finales del reinado de Carlos III surgió una epidemia de terciarias, más adelante, en 1800, la fiebre amarilla, y en 1804, el cólera.

      


      
        17 Ferrer Benimeli, José Antonio: El fin del Reformismo. Crisis del Antiguo Régimen. De Carlos IV a Isabel II. Historia 16. Extra XXI, abril 1982, págs. 9-24.

      


      
        18 Aróstegui Sánchez, Julio: Un nuevo sistema político. Crisis del Antiguo Régimen. de Carlos IV a Isabel II. Historia 16. Extra XXI, abril 1982, págs. 5 y ss.

      


      
        19 Vid. Gacto Fernández, Enrique; Alejandre García, Juan Antonio; García Marín, José María: El derecho histórico de los pueblos de España, Gráficas Iberoamericanas AGISA, Séptima Edición, Madrid, 1992, págs. 549 y ss.

      

    

  


  
    I.3. El orden público y el Estatuto de Bayona


    En cuanto al orden público, a la promulgación del Estatuto de Bayona la normativa en cuanto a seguridad era el correspondiente al Antiguo Régimen; es decir, la de un Estado absolutista, más preocupado de defender a quienes estaban en el poder y sus privilegios, que a los ciudadanos, quienes aún no estaban muy lejanos al concepto que sobre ellos se tenía de súbditos. Bajo esa concepción, el orden público era más bien una imposición del Estado a los ciudadanos a través de la cual se les proporcionaba cierta seguridad a cambio de que éstos respetaran y se atuvieran a las normas establecidas.


    Hay que recordar que, en el Antiguo Régimen, todavía no existía la división de poderes y que el Estado ejercía ese poder sobre las personas sin que éstas tuvieran ninguna posibilidad de modificar o influir en la forma en la que debían ser gobernados. Las penas, que tienen un carácter expiatorio, constituyen un castigo para el individuo. Es más, para su detención sirve cualquier medio, incluyendo la tortura o las encarcelaciones, en las que no se solía comunicar la situación a sus familiares20.


    El Antiguo Régimen, sin embargo, no tiene un riguroso control sobre policías, justicia, prisión o autoridades. La prohibición es, en principio, la regla; la libertad, la excepción. Ésta última no está reconocida como un valor, sino que se reduce a mínimos en beneficio del orden público, concepto bajo el cual se incluye todo aquello que pueda debilitar al poder y a quienes lo ostentan. Genéricamente, el orden público se concibe como el instrumento utilizado por las clases dominantes para obligar a las personas a aceptar el sistema impuesto.


    Si lo analizamos en este momento de la historia, el sistema de seguridad español está sustentado en la autoridad del Rey, que tiene a sus órdenes directas al Ejército, al que aplica para luchar contra cualquier problema de carácter subversivo que pudiera tener en su territorio; apartado donde, también, incluye combatir al bandolerismo, bandas armadas o malhechores. Además, utiliza a la Inquisición que, apoyada en confidentes y colaboradores, investiga los delitos. La Inquisición había intervenido activamente en la lucha contra la propagación y contagio de las ideas de la Revolución Francesa de 1789 en España. A partir de 1808, los liberales llevan al debate político la abolición de la Inquisición, enfrentándose por ello a la Iglesia, defensora acérrima del Antiguo Régimen, que la presentó siempre como un baluarte del control ideológico.


    Hay, además, una serie de cuerpos de policía local, comarcal o regional, escasamente profesionales, que buscan sembrar de paz sus respectivos lugares y que, en última instancia, dependen de las capitanías generales.


    Una vez que estalla la Guerra de la Independencia, la situación bélica obliga a poner en marcha un nuevo sistema de organización política y nacen Juntas Provinciales y, poco después, nace la Junta Central Suprema Gubernativa del Reino, el 25 de septiembre, que se instala en Aranjuez. El objetivo de la Juntas Provinciales era restaurar la monarquía borbónica aunque, pronto, se pudo comprobar que la acción de las Juntas era eficaz para enfrentarse a las tropas napoleónicas, pero no tenían capacidad para administrar adecuadamente la sociedad española.


    Todas ellas se vuelcan en el conflicto bélico y se deja en un segundo plano el tema de la seguridad. Eso sí, se creó la Junta de Tranquilidad Pública, dedicada a perseguir a los afrancesados y colaboradores de franceses y del gobierno impuesto por Napoleón. La Junta de Tranquilidad Pública fue creada el 13 de agosto de 1808. En octubre de ese año fue sustituida por el Tribunal Extraordinario y Temporal de Vigilancia. Ambos persiguieron a los afrancesados escondidos entre la población y a los traidores.


    El Estatuto de Bayona suaviza la situación y para ello, entre otras medidas, suprime la Inquisición y el tormento, a la vez que reconoce derechos que, consignados en el Estatuto, el propio Rey también debe respetar.


    José Bonaparte pretende establecer en España un sistema y un modelo de seguridad parecidos a los de su país. Además, intenta poner en marcha una serie de ministerios y, también, adaptar las estructuras del Antiguo Régimen a lo consignado en el Estatuto; asimismo, busca reformar la organización territorial de España en departamentos, tal como estaba la francesa, procurando que coincidieran con las antiguas regiones o reinos, con las audiencias, con las diócesis eclesiásticas o los distritos universitarios; un proyecto que no llegaría a ponerse en marcha.


    Dentro de su política de reformas, creó el Ministerio del Interior y el Ministerio de la Guerra21; mantuvo los alcaldes de Casa y Corte solamente en Madrid y creó las Juntas Contenciosas, con el fin de desatascar todos los asuntos que tenía acumulados el Consejo de Castilla.


    Como hemos señalado, la función policial durante los siglos XVII, XVIII y XIX la estaba llevando a efecto, en sus cometidos más reseñables, el Ejército; asimismo, hemos consignado que la profesión de policía no estaba bien definida y que existían gran cantidad de cuerpos provinciales que actuaban a nivel provincial, comarcal o local y algunos en el ámbito regional. Sin conexión entre ellos, tenían escasa profesionalidad (muchas veces lo compatibilizaban con su otro oficio), pocos recursos y efectivos.


    Por todo ello estaban muy limitados para enfrentarse a los problemas de inseguridad que se producían cotidianamente en los pueblos y caminos de España. Dependían generalmente de los capitanes generales o de las Audiencias o, incluso, aún estaban al mando de algún señor. Ésta es, además, la etapa dorada del bandolerismo y salteadores de caminos que, favorecidos por la inestabilidad que vive el país por la invasión extranjera, el malestar y la crisis social, no tienen ningún freno a todas sus tropelías; máxime, cuando falta una institución policial de envergadura, nacional y profesional, que pueda frenar tal lacra.


    Es necesario recordar que a comienzos del siglo XVIII las penas de reclusión se cumplían en presidios militares, castillos, fortalezas en la península, en presidios navales o en el norte de África. En 1802 se crea la Real Asociación del Buen Pastor, que en 1805 presenta un plan para construir en Madrid una casa de corrección inspirada en el sistema de Filadelfia. La guerra evitaría su construcción. Pese a ello, en 1802 se había construido un penal más humanizado en Madrid, y otro en Barcelona. Los presidios estaban bajo jurisdicción militar de la región. Los internos realizaban trabajos de obras públicas, construcción o reparaciones de zonas militares, o bien eran empleados en la reparación o construcción de carreteras y caminos.


    Existían cuerpos policiales locales o regionales, entre los que podemos citar a los Miñones de Vizcaya y Álava, Guardia del Reino de Aragón, Compañía de Ballesteros del Centenar de Valencia, Guardias de la Costa de Granada, Milicias Locales de Andalucía, Las Escuadras de Cataluña (Mossos d’Esquadra), Escopeteros de Centenar de Tarifa, Caudillatos de Galicia, Rondas Volantes de Cataluña, Somatenes o las Fuerzas Auxiliares de Madrid. Todas ellas, en su momento, se incorporaron en la lucha contra el invasor francés.


    Carlos III, ante el crecimiento territorial y poblacional de grandes capitales como Madrid y velando por el orden y la eficacia en el campo de la seguridad, había creado la Superintendencia General de Policía de Madrid22, jurisdiccionalmente autónoma, con el fin de que velara por el cumplimiento de las leyes, reprimiendo a los infractores. La Real Cédula del Consejo de 13 de junio de 1792 fija que “será cada Alcalde de Casa y Corte el Intendente particular de Policía en su distrito y su juez, ordinario de él para las ocurrencias y comodidad de los vecinos (�) teniendo siempre presente el no confundir ni comprometer ésta [la policía] con lo que mereciese rigurosa administración de justicia por su entidad, consecuencia y vindicta pública”.


    Por su parte Carlos IV, en 1805, había sancionado el Libro XII de la Novísima Recopilación, donde se parte del principio de que para asegurar la felicidad pública debe mantenerse en todo momento la autoridad y el cumplimiento de las leyes “encaminadas a contener los espíritus inquietos, enemigos del sosiego público”23.


    José Bonaparte, siguiendo el modelo francés, crea en 1808 la Superintendencia de Policía General; en 1809, la Intendencia General de Policía, un Batallón de Policía y la Guardia Cívica.


    El proyecto de implantar un modelo policial semejante al francés está dentro de las normas que desarrolla el Estatuto de Bayona y la centralización y la militarización son sus características más comunes. Además, da el mando de la nueva Policía a un comisario en cada provincia. La pérdida de la guerra y la salida de España del intruso monarca, deja sin efecto todos estos planes.


    Asimismo, recordemos que el Estatuto de Bayona, en su Artículo 27, creaba el Ministerio de Policía General del Reino, cuyo cometido era la seguridad del Estado y sus competencias; es decir, proveer medidas para la seguridad del Estado, la custodia de las prisiones y la censura de los periódicos.


    Con fecha 6 de febrero de 1809 se crea en Madrid el Batallón de Policía, dotado de uniforme y con disciplina militar, encargado de aplicar las órdenes gubernativas de policía.


    Meses después, se forman las Milicias Urbanas en Castilla la Nueva, que desarrollan una labor más militar que civil, puesto que son utilizadas para luchar contra las tropas francesas; la Guardia Cívica nace en Andalucía, y también en Madrid, donde cuidan de la seguridad interior en los pueblos y, por su cometido, se busca que el modelo se pueda extender por toda España. Ninguna de estas instituciones sobrevivió a la Constitución de 1812, que apostaría por la Milicia Nacional.


    Hay que recordar que el régimen afrancesado tuvo apoyos importantes en el país, tales como los políticos Miguel J. de Azanza, Gonzalo O´Farrill, Cabarrús, Mariano José de Urquijo, José de Mazarredo o Santiago Piñuela, personajes que formaron parte de su primer gobierno; o escritores, como Meléndez Valdés; Moratín, Llorente, Martínez Marina, Lista o Minaño. Todos vieron en José Bonaparte la posibilidad de encabezar una gran reforma en España, pero la crisis que se desencadenó a partir de 1808 hizo imposible cualquier acción de gobierno. A partir del 22 de mayo se sucedieron las sublevaciones en diversas ciudades españolas, extendiéndose por todo el territorio peninsular hasta 1813. El 25 de mayo de 1808 se empiezan a formar las Juntas provinciales, que desautorizan a José Bonaparte y asumen la soberanía y legitiman su autoridad en nombre del pueblo español y de Fernando VII.

    


    
      
        20 Sobre los fines de la pena y sus diferentes teorías, Vid. García-Pablos de Molina, Antonio, Introducción al Derecho Penal, Servicio de Publicaciones de la Facultad de Derecho, ICM, Madrid, 2000, págs. 118 y ss.

      


      
        21 Vid. Real Decreto de 16 de febrero de 1809. Interior asumía las responsabilidades políticas y administrativas del desaparecido Consejo de Castilla, entre otras la de policía de los pueblos. La competencia del Ministerio de la Guerra pasaba por “la formación, organización, administración, disciplina y movimientos de los ejércitos de tierra, a más de las milicias provinciales, las urbanas y toda clase de gente armada que tenga por objeto la defensa de las costas o la tranquilidad del país” (Espadas Burgos, Manuel, La soledad de un buen rey. La España de José Bonaparte. Revista Cuadernos de Historia 16, Año XIII, nº 147, julio de 1988, págs. 38-48).

      


      
        22 Vid. Real Decreto de 17 de marzo de 1782. Desapareció el 13 de junio de 1792.

      


      
        23 Vid. Real Decreto de 17 de febrero de 1791, renovado en 1804, si bien en lo que respecta a la Novísima Recopilación, ésta se debe a Juan de la Reguera Valdelomar.

      

    

  


  
    I.4. La Constitución Española de 1812 y la destrucción del viejo orden político y social


    Los acontecimientos que se viven en la España de 1808 van a imponer un cambio radical sobre las instituciones y normas hasta entonces existentes. El modelo revolucionario francés y las crecientes ideas racionalistas hacen que el proyecto moderadamente reformista que auspiciaban los sectores más avanzados del país se queden cortos. En esa situación, la ausencia de los reyes, la quiebra, sumisión e ineficacia de los supremos órganos políticos de la nación y la situación de guerra que se produce en todos los confines de la península, hacen que se produzca y se sienta la oportunidad para sentar las bases de un nuevo régimen y, consiguientemente, buscar un cambio radical en la sociedad.


    Evidentemente, el punto de referencia obligado de este fenómeno de evolución social del pueblo español está en la unión de energías convergentes que se produce a raíz de la guerra de la Independencia: ocupación francesa, levantamiento popular y guerra destruyen el viejo orden político y social del país, el Antiguo Régimen y, con él, el régimen colonial (1810-25).


    Este conflicto, que se inicia de forma diseminada por todo el país por medio de las diferentes Juntas, provoca una afirmación de las señas de identidad del pueblo español; luego, se crea la Junta Central Suprema y la regencia, en la reunión de Cortes de Cádiz del 24 de septiembre de 1810. Aquí, los 300 diputados —60 de ellos en representación de los territorios americanos— por iniciativa de la minoría liberal (Muñoz Torrero, Agustín Arguelles, Pérez de Castro, Juan Nicasio Gallego, el conde de Toreno, Alcalá Galiano y otros) se autoestructuraron en asamblea constituyente y —ante el vacío de poder y en su primera decisión— declaran solemnemente asumir la soberanía nacional.


    Precisamente la convocatoria de Cortes, prevista por la Junta Central y llevada a efecto por el Consejo de Regencia, buscaba dotar al país de una constitución que garantizara al pueblo español “una barrera eterna entre la mortífera arbitrariedad y sus imprescindibles derechos”.


    En este contexto, la Declaración de los Derechos del Hombre (1789), la Constitución francesa de 1791 y sólo en cuanto a cuestiones muy precisas el Estatuto de Bayona, se ofrecían como posibles modelos a imitar por los movimientos constitucionalistas europeos. En estos textos se ha querido encontrar las raíces de la obra gaditana, entre otros por el P. Rafael Vélez, pese a que el entronque con la Constitución francesa ha sido siempre puesto en duda; es más, siempre se ha afirmado (entre otros, el propio Agustín Argüelles, en el Discurso preliminar) que las más importantes disposiciones que promulgaron y entre ellas la Constitución, arrancan de la tradición española, en el Fuero Juzgo, en concreto, “idea simplemente inadmisible, aunque su formulación fue interesada y acaso oportuna”24.


    También Sánchez Agesta y Artola compaginan cierto sentido tradicional español de la Constitución sin negar la influencia de Montesquieu y Rousseau. Diego Sevilla dirá que la diferencia entre la Constitución española y la francesa es que la primera, un texto híbrido de influencias inglesa y francesa, crea una fórmula de compromiso, especialmente en lo que concierne a las atribuciones del monarca, y es una obra de transición entre un pasado cuya ideología, en cierto modo, sigue aflorando en el texto, sobre todo en el matiz religioso que la Constitución conserva y se hace patente en la declaración de confesionalidad del Estado y un presente que muestra un aire revolucionario innegable, que brota desde el fondo del texto25.


    En ella se inicia el constitucionalismo español; asimismo, es un instrumento que favorece el dominio de la burguesía como precio de su nacimiento, circunstancia que se compensa con su deseo de racionalizar y limitar el poder, añadido a la reorganización social que consigue. Todo ello la convierte en el símbolo liberal y revolucionario por excelencia que la eleva hasta tener un sentido mítico, lo que la lleva a ser considerada “la obra más grande de la historia de España, capaz de garantizar milenios de felicidad”26.


    Las Cortes de Cádiz estuvieron irregularmente constituidas, debido a los acontecimientos que vivía el país. Cádiz estaba protegido por la escuadra inglesa, en un ambiente liberal y burgués y en unas circunstancias que favorecieron que, en las Cortes, prevalecieran los diputados procedentes del Estado llano. En este entorno nació la primera Constitución, propiamente dicha, de España. Estuvo redactada por una comisión de diputados y fue discutida a lo largo de seis meses —del 25 de agosto de 1811, al 28 de febrero de 1812— y aprobada el 19 de marzo de 1812.


    Las Cortes de Cádiz, de representatividad y elección discutibles y sin mandato previo constituyente, recogen la representación nacional e inician una labor legislativa que pasa por fundamentales reformas políticas, sociales y económicas, y que alcanza su punto más alto con la Constitución del 19 de marzo de 1812, la primera constitución en la historia de España.


    Las Cortes de Cádiz aprueban la igualdad de derechos políticos de americanos y peninsulares, la abolición de la Inquisición, la extinción de los señoríos y la liberalización de la agricultura, de la ganadería, de la industria y del comercio.


    La Constitución transformó el imperio colonial en provincias españolas y eliminó el absolutismo para los españoles de ultramar al considerar también a los indígenas ciudadanos españoles, Los representantes americanos, sin embargo, no consiguieron su propósito de que el Estado español se organizara a través de alguna fórmula lo más parecido al federalismo: “la nación española es la reunión de los españoles de ambos hemisferios”, dice el Artículo primero.


    La Constitución de 1812, diez títulos, 384 artículos, definía a España como una monarquía liberal y parlamentaria, proclamaba la soberanía nacional, declaraba a España como una monarquía moderada hereditaria, establecía la separación de poderes, auspiciaba la creación de un tribunal supremo de justicia, hacía residir el poder legislativo en las Cortes con el Rey, instituía unas cortes unicamerales elegidas por elección indirecta, incluía el principio de responsabilidad ministerial, dividía a España en provincias y ayuntamientos y garantizaba los derechos individuales y las libertades políticas básicas.


    Es una Constitución de origen popular, ya que las Cortes generales y extraordinarias, representantes de la nación, se dotaron a sí mismas de este texto sin el concurso del Rey ni de otros poderes ya que era difícil de reformar por la tramitación que esto acarreaba, circunstancia que la hacía estable y, también, rígida. Además, es la primera vez en la que se produce la identificación entre el concepto de nación y pueblo español, que no volverá a darse hasta la Constitución de 1869, volverá en la de 1931 y en la de 1978. “Las soberanía reside esencialmente en la nación, u por lo mismo pertenece a ésta exclusivamente el derecho de establecer sus leyes fundamentales”, dice el Artículo 13 de la Constitución de 1812.


    Son ideas nuevas y deseadas, tales como la libertad e independencia de la nación española, derecho de propiedad, sufragio individual indirecto y masculino, monarquía constitucional, reparto de tierras, libertad de industria.El principio más importante que introduce es el de Soberanía nacional, afirmado por la Revolución Francesa y elevado a la categoría de dogma político. Los liberales Argüelles, Muñoz Torrero o Toreno defendieron la soberanía nacional como base fundamental del Estado liberal, con la oposición de Dou o del obispo de Calahorra, que apoyaban la soberanía absoluta del rey; Borrull o Iguanzo asumieron la visión intermedia de Jovellanos, quien propugnó una soberanía compartida por el Rey y las Cortes.


    El principio de separación de poderes, ya formulado por Locke y Montesquieu, acababa con la concentración de poderes en manos del rey al atribuir para cada una de las funciones legislativa, ejecutiva y judicial a órganos diferentes, que se controlarían mutuamente; y el de representatividad política, que deja atrás los estamentos y se extiende a la totalidad de la nación.


    La Constitución de 1812 suprime la representación por estamentos y establece que haya un diputado por cada 60.000 habitantes, elegidos por método indirecto. Podían ser diputados todos los españoles hombres, mayores de 25 años y poseedores de una determinada renta.


    La Constitución reconoce los principios de la unidad de códigos y de jurisdicción, así como los derechos individuales de libertad personal, de inviolabilidad de domicilio, de prohibición de tormento y de libertad de expresión sin censura previa. Asimismo, consolida el derecho de propiedad y la igualdad ante la ley.


    En cuanto a su parte orgánica, se regulan los órganos del Estado. Así, las Cortes son una asamblea nacional de representación cuantitativa y proporcional en una única cámara, con una labor fundamentalmente legislativa a quien, además, corresponde el control del ejecutivo y la aprobación de los impuestos, entre otras cuestiones. Quedó, además, establecida la independencia de las Cortes con respecto al rey y demás órganos superiores del Estado.


    El Consejo de Estado constituye el principal órgano consultivo del rey; se propugna una monarquía legítima, constitucional y moderada, dentro de la cual al rey le corresponde la sanción y promulgación de las leyes y, además, un derecho restringido de veto suspensivo de las leyes que pudieran haber aprobado las Cortes; además, al monarca le corresponde la jefatura de los ejércitos, la jefatura del poder ejecutivo y la facultad de deponer a los secretarios de Estado o ministros que refrendan las disposiciones de la Corona, para hacer así no responsable al Rey.


    La Constitución de 1812 sanciona que la persona del Rey es sagrada e inviolable, y no está sujeta a responsabilidad. Además, el Artículo 170 determina que “La potestad de hacer ejecutar las leyes reside exclusivamente en el Rey, y su autoridad se extiende a todo cuanto conduce a la conservación del orden público en lo interior, y a la seguridad del Estado en lo exterior, conforme a la Constitución y a las leyes”


    A los tribunales les corresponde la potestad de aplicar las leyes en causas civiles y criminales y sus miembros, inamovibles, sólo podrán ser suspendidos en sus funciones por una acusación probada.


    En sí, es un texto moral y políticamente admirable, que fija y crea las ideas, el lenguaje y los principios políticos del liberalismo español27. Aún con sus defectos técnicos —el texto constitucional conducía a una especie de monarquía republicana y asamblearia, de difícil articulación— y a no saber resolver las aspiraciones y planteamientos autonomistas de los territorios americanos, la Constitución de 1812 pasaría a ser el símbolo y marco de las libertades españolas.


    Frases de su texto como: “La Nación española es libre e independiente, y no puede ser patrimonio de ninguna familia o persona”; “la soberanía reside esencialmente en la Nación”; “El objeto del Gobierno es la felicidad de la Nación, puesto que el fin de toda sociedad política no es otro que el bienestar de los individuos que la componen”, constituyen una buena muestra de su valor moral28.


    La Constitución de 1812 fue derogada en 1814, tras regresar Fernando VII del exilio, después de ser tachada de contraria al Derecho tradicional y lesiva contra la dignidad y poder del monarca29.

    


    
      
        24 Vid. Gacto Fernández, Enrique; VVAA, El derecho histórico de los pueblos de España, Gráficas Iberoamericanas AGISA, Séptima Edición, Madrid, 1992, pág. 553.

      


      
        25 Sánchez Agesta, Luis, Teoría de la política y del Estado. Teoría de la Constitución, dentro de Lecciones de Derecho Político, Imprenta Hijo de Paulino Ventura, Granada, 1943, págs. 26 y ss.

      


      
        26 Vid. Gacto Fernández, E, Alejandre García, J. A. VVAA: El derecho histórico de los pueblos de España, ob. cit., pág. 554.

      


      
        27 Vid. Fusi, Juan Pablo, Historia mínima de España, Turner Publicaciones, Madrid, 2012.

      


      
        28 Constitución Española de 1812, Título I: De la nación española y de los españoles, Capítulo I, De la Nación, Arts. 2,3 y 4.

      


      
        29 Años después, fue impuesta en 1820, tras el pronunciamiento del general Riego en Cabezas de San Juan; de nuevo derogada en 1823, por las fuerzas absolutistas, apoyadas por los llamados “Cien mil hijos de San Luis”; restaurada aún por breve espacio de tiempo en 1836, tras el Motín de La Granja y, finalmente, sustituida por la Constitución de 1837.

      

    

  


  
    I.5. La organización jurídica y judicial del nuevo régimen


    El movimiento innovador que constituyeron las Cortes de Cádiz ya vio la conveniencia de codificar el Derecho civil español. De hecho, el diputado Espiga y Gadea hizo una propuesta al respecto y, esta recomendación, estaba en el primer lugar de la enumeración del artículo 258 de la Constitución de 1812.


    Esta codificación era difícil, dado el carácter de Derecho sustantivo y general que tiene, ya que en él se encuentran incluidos los principios jurídicos informadores de todo el ordenamiento; por ello, el propósito de redactar un Código que albergara la materia civil ha sido el más difícil, laborioso y complicado de todo el proceso codificador del Derecho español.


    En este siglo XIX, el ordenamiento jurídico se movía en el ámbito de la esfera privada, pluriforme, ya que en ella se había hecho fuerte la tradición jurídica de los territorios afectados por los Decretos de Nueva Planta, una herencia histórica que se iba a convertir el gran obstáculo para poder llegar a la unidad jurídica, a un Código general.


    Los Decretos de Nueva Planta fueron implantados por Felipe V, quien buscó solucionar los problemas de España mediante la unificación jurídica y según las fórmulas características del Estado de Luis XVI. Su modelo de Estado estaba caracterizado por un fuerte absolutismo, tanto teórico —ya que el Rey estaba por encima de las leyes—, como práctico —el Rey es el centro de toda decisión—. Y por un fuerte centralismo.


    Esta política centralista de Felipe V pasó por la supresión de la autonomía política (leyes propias) de las regiones españolas mediante los Decretos de Nueva Planta. El pretexto para la medida fue el apoyo de estas regiones al Archiduque de Austria durante la guerra de Sucesión.


    Fue una supresión de la que estuvieron excluidos el País Vasco y Navarra, que apoyaron a la causa borbónica. Con esta medida, el territorio nacional quedaba unificado política y administrativamente. En cuanto a la reforma administrativa, se creó un modelo único de administración territorial para todos los territorios del reino (excepto País Vasco y Navarra), basado en la división de España en provincias. La máxima autoridad en cada provincia era el Capitán General que tenía atribuciones militares, gubernativas y judiciales (en su origen era el jefe del ejército, que había incorporado otras funciones políticas y administrativas, de forma que toda la administración dependía de él).


    Junto al Capitán General actuaba la Audiencia, que ejercía como tribunal de justicia y, a la vez, como órgano consultivo del Capitán General.


    Surge también un nuevo cargo en la administración provincial: el Intendente, con funciones de tipo económico. Los intendentes realizaban una doble actuación: buscaban información sobre aspectos económicos y estimulaban el desarrollo de las actividades productivas.


    La nueva organización situaba el centro de decisión política en Madrid, y quienes tenían alguna autoridad en las provincias la ostentaban como delegados del rey.


    Además, se reorganiza el poder central. Así, los Consejos —tradicionalmente monopolizados por la Alta Nobleza a la que se pretendió separar de los puestos importantes del Estado— se van sustituyendo por Secretarios de Despacho, los futuros ministros.


    El poder reside en el rey, que elige libremente a sus colaboradores, los ministros, qué sólo tienen autoridad mientras tienen la confianza del monarca. Cada ministro se ocupa un área especializada del Gobierno, sobre todo en las tradicionales de Hacienda, Guerra, Marina, Justicia, Indias y Estado.


    El único Consejo que mantuvo su importancia fue el de Castilla, convertido en un cuerpo consultivo que redactaba informes y proyectos de Ley referentes a todo tipo de cuestiones de gobierno interior, ya fuera economía, educación o policía, entre otros.


    Como estamos viendo, la unidad jurídica es un proceso que se inicia en 1812, alcanza una precaria unidad en 1888, aunque la dilatación de su problemática llega hasta nuestros días30.


    El primer proyecto de Código Civil español (1821) nace en el Trienio Constitucional y es obra de una Comisión redactora creada en 1820 y compuesta por siete diputados, entre ellos Nicolás María Garelly, su principal valedor. Es una obra ambiciosa, que buscaba recoger todo el Derecho español cuando menos, en los aspectos que no tuvieran autonomía codificadora dentro de la Constitución de 181231.


    La obra es heredera de la legislación anterior, aun cuando las diferencias cualitativas entre Recopilación y Código no tienen un perfil definido dentro de la doctrina española. Es, pese a ello, un texto atractivo, con unos sectores adyacentes —Derecho administrativo, laboral mercantil, procesal, etc.— que habían encontrado reflejo en las Recopilaciones clásicas —Partidas, Nueva y Novísima Recopilación— y que los redactores quisieron incorporar al proyecto que iba a dejar sin efecto leyes anteriores que las recogían. Todo ello influyó en las grandes proporciones de la obra, que dificultaron su finalización. En 1821 fue publicado parcialmente la primera parte y el regreso al absolutismo truncó la reanudación de los trabajos.


    Bajo el punto de vista judicial, el siglo XIX alarga la vida de multitud de jurisdicciones; precisamente ésta había sido una de las características del Antiguo Régimen, dentro del cual la justicia se había fundamentado en criterios personales (fuero eclesiástico, militar, nobiliario) o por criterios objetivos marcados, caso de los Consulados de Comercio, el Consejo de Hacienda o la Inquisición.


    Esta complejidad jurisdiccional suscitaba frecuentes conflictos de competencias en los momentos preliminares a la administración de justicia, lo que retrasaba y encarecía la tramitación de los pleitos. Incluso, la propia jurisdicción ordinaria estaba organizada en un entramado orgánico complejo que dificultaba la necesaria rapidez y armonía de los procesos judiciales.


    En líneas generales, el organigrama de la administración de justicia estaba formado por Alcaldes ordinarios, Corregidores, Alcaldes de Corte, Audiencias y Chancillerías. En el vértice, estaba el Consejo de Castilla, que asumía todas las facultades normativas y de administración, que eran las atribuciones judiciales que correspondían al más alto tribunal de justicia.


    La Constitución de 1812, supuso también la ruptura del viejo sistema judicial y, con ello, se concretaron las directrices de la organización judicial del nuevo régimen. La justicia, ya independiente frente a los órganos de gobierno —aunque era más bien una rama de la Administración, más que un poder judicial—, se desplegaba por todo el territorio, con la finalidad de acercar la Justicia a los ciudadanos32.


    Así nacía una red de jueces alcaldes en todos los pueblos con el propósito de dirimir diferencias en los actos de conciliación, jueces de partido judicial, Audiencias a las que poder recurrir en segunda o tercera instancia, y el Tribunal Supremo.


    El Título V de la Constitución de 1812 establecía la separación de poderes y, en concreto, al judicial le dotaba de independencia frente a los órganos de gobierno. Así, proclamaba la responsabilidad de los jueces, como muestra de su autonomía.


    Este Título V determina que ni las Cortes ni el Rey pueden ejercer las funciones judiciales, abrir causas pendientes, ni mandar abrir los juicios fenecidos; que las leyes son las encargadas de señalar el orden y las formalidades de los procesos; que serán uniformes en todos los Tribunales, y ni las Cortes ni el Rey podrán dispensarlas; que los tribunales no podrán ejercer otras funciones que las de juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado.


    Asimismo, tampoco podrán hacer suspender la ejecución de las leyes, ni hacer reglamento alguno para la administración de justicia. De igual manera, ningún español podrá ser juzgado en causas civiles, ni criminales, por ninguna comisión, sino por el Tribunal competente, determinado con anterioridad por la Ley. Con respecto a los negocios comunes, civiles y criminales, no habrá más que un sólo fuero para toda clase de personas.


    Además, y basado en criterios racionalistas, sancionaba el principio de unidad de fueros; un principio que, sin embargo, tardó más de cincuenta años en ejecutarse. La Constitución de 1812, asimismo, contempla los fueros especiales. Los eclesiásticos van a continuar gozando del fuero de su estado, en los términos que prescriben las leyes; los militares, gozarán también de su fuero particular, tal como prescriban las leyes y la ordenanza. En cuanto a los partidos judiciales, éstos deberían ser proporcionalmente iguales y, en cada cabeza de partido, debía haber un juez de letras, con su juzgado correspondiente.


    La Constitución de Cádiz trazó las líneas maestras de lo que debía ser la organización judicial del nuevo régimen, una escala jerarquizada de jueces distribuidos por el territorio nacional, con el claro propósito de acercar la administración de justicia al ciudadano, con menores costes al conseguir, entre otros logros, que los pleitos se pudieran resolver dentro de la misma provincia donde se produjeran.


    La organización judicial estaba constituida por:


    • Alcaldes en todos los pueblos, que pudieran resolver las diferencias que se dieran, en acto de conciliación previo a la posible interposición de la demanda correspondiente que iniciara el juicio.


    • Jueces de Partido, cuyas competencias determinaría la ley.


    • Audiencias que, con distintos magistrados en cada una de ellas, permitirían conocer en segunda y tercera instancia sobre las sentencias de los juzgados inferiores, de los conflictos de competencia entre estos y de los recursos de fuerza surgidos en su distrito.


    • Tribunal Supremo creado para conocer de los recursos de nulidad interpuestos contra las sentencias dadas por las audiencias, de los conflictos jurisdiccionales y de los delitos cometidos por altos cargos políticos, administrativos y judiciales.


    Es interesante reseñar que para terminar con los abusos a los que daba lugar el proceso inquisitivo del Antiguo Régimen hasta entonces en uso, la Constitución de 1812, en cuanto a la administración de justicia, también se ocupó en lo criminal. Para ello se sancionaron una serie de principios básicos. Entre estos principios estaba el que nadie podía ser detenido sin previa información del hecho delictivo y mandamiento escrito del juez; o el de prohibir que al arrestado se le tomara declaración sobre el hecho propio y bajo juramento; se suprimieron los apremios del tormento y de los calabozos subterráneos y malsanos; o el principio de publicidad del proceso a partir de la confesión. Es cierto que algunos de esos principios se encontraban en el Reglamento de las Audiencias y Juzgados de 1812, así como en un Proyecto de Procedimiento Criminal elaborado en 1821, que debían tener utilidad y aplicación junto al Código Penal de ese año, pero ambos no llegaron a aprobarse ante el cerrojazo absolutista de 1824.


    Como ya hemos constatado, en cada pueblo se establecía un alcalde, cuyas facultades debían estar determinadas por la ley, tanto en lo contencioso como en lo económico.


    En cuanto a los jueces, debían reunir unos requisitos mínimos, se garantiza su inmovilidad, sus retribuciones y se exige que los magistrados y jueces, cuando tomen posesión de sus plazas, juren guardar la Constitución, sean fieles al rey, observen las leyes, y administren con imparcialidad la justicia.


    Todas las causas civiles y criminales se deberían diligenciar dentro del territorio de cada Audiencia y competirá a las Audiencias conocer de todas las causas civiles y criminales de los Juzgados inferiores de su demarcación en segunda y tercera instancia.


    Dentro del ámbito del Derecho procedimental, las disposiciones que promulgaron las Cortes de Cádiz también significarían un punto de ruptura con la situación anterior, racionalizando el ordenamiento jurídico. De hecho, el referido Título V se ocupa “De los Tribunales de la Administración de Justicia en lo civil y criminal”, donde aboga por la uniformidad procesal para todo el Reino y el carácter voluntario del procedimiento ordinario —dado que se reconocía el derecho de los españoles a resolver sus diferencias al margen de los Tribunales de Justicia, mediante el arbitraje—, el acto de conciliación previo al juicio y el establecimiento de tres instancias en todo pleito civil con independencia de la cuantía.


    La justicia se va a impartir en nombre del Rey y las ejecutorias y provisiones de los Tribunales Superiores se abrirán siempre con su nombre.


    Las competencias que establece para el Tribunal Supremo, entre otras, son:


    a) Dirimir todas las competencias de las Audiencias entre sí en todo el territorio español y de las Audiencias con los Tribunales especiales que existan en la Península e islas adyacentes. b) Juzgar a los secretarios de Estado y del Derecho cuando las Cortes decretaran que haya lugar a causas. c) Conocer de todas las causas de separación y suspensión de los consejeros de Estado y de los magistrados de las Audiencias. d) Conocer de las causas criminales de los secretarios de Estado y del Despacho, de los consejeros de Estado y de los Magistrados de las Audiencias, perteneciendo al jefe político más autorizado la instrucción de proceso para remitirlo a este Tribunal Supremo.


    Pese a que sendos Decretos desarrollarían la nueva planta de las Audiencias y Juzgados (de fecha 9 de octubre de 1812) y el Reglamento del Supremo Tribunal de Justicia (de fecha 13 de marzo de 1814), la tarea innovadora de las Cortes de 1812 iba a quedar sin efecto, al anularse sus actuaciones y restablecerse el régimen absolutista en abril de 1814.


    Por el Decreto de 9 de octubre de 1812, se promulga el Reglamento de las Audiencias y Juzgados de Primera Instancia, donde se distinguen tres tipos de procesos: el verbal, sin apelación, referido a demandas civiles de poca consideración y a las injurias o faltas livianas; el civil ordinario, lento y formalista que está basado en los principios tradicionales que ya recogía la Novísima Recopilación; y, como novedad, en medio de los dos en cuanto al tiempo de duración de los litigios, un civil intermedio, escrito, del que conocían los Jueces de Partido, sin apelación, aunque con recurso de nulidad ante la Audiencia por quebrantamiento de forma. A través de éste último debían tramitarse las demandas de menos de 50 pesos en la Península y de 200 en Ultramar.


    En el terreno legislativo, muchas iniciativas se van a producir en el campo del orden público. Una de las primeras medidas va a ser la constitución de las Comisiones Militares en todas las capitales de provincia. Estas Comisiones, por ley de 17 de abril de 1821, se creaban de forma excepcional y siguiendo unas pautas que aún eran del estilo del Antiguo Régimen, ya que se regula el orden en el sentido amplio, en el marco de las leyes fundamentales, aplicándose un tono menor al sentir de los ciudadanos.


    Es interesante reseñar en 1821 y dentro de un apéndice del Código de procedimiento criminal —que nunca se aprobó—, ya iba un Proyecto de división judicial de España, que establecía 14 provincias judiciales y, en cada una de ellas, que hubiera una Audiencia con tres magistrados.

    


    
      
        30 Tras el intento de 1821, al que nos referimos a continuación, habrían de pasar muchos años hasta la creación de una obra que aspirase a recoger en un sólo código y con garantías todas las leyes civiles en España. En 1846, una vez reorganizada la Comisión General de Codificación, los componentes de su sección civil redactaron un proyecto íntegro de Código, realizado principalmente por Florencio García Goyena, que remitieron al Gobierno en 1851.

      


      
        31 De Castro y Bravo, F. lo llegará a calificar como el intento legislativo más curioso y original de nuestros tiempos modernos. Mariano Peset destaca la importante influencia que tuvieron sobre el proyecto los modelos castellanos tradicionales. Vid. Alejandre García, J. A., Gacto Fernández, El Derecho del Constitucionalismo y de la Codificación, Vol. II, Universidad de Sevilla, Sevilla, 1981, pág. 172.

      


      
        32 Agustín Argüelles, el 11 de agosto de 1811, había dicho: “la experiencia ha demostrado hasta la evidencia que no puede haber libertad ni seguridad, y por lo mismo, justicia ni prosperidad en un Estado donde el ejercicio de toda autoridad está reunido en una sola mano. Su separación es indispensable”.

      

    

  


  
    I.6. La Constitución de 1812 y el orden público


    En la Constitución de 1812, se hace referencia por dos veces al poder y potestad que al rey se le otorga para garantizar la libertad y seguridad de los ciudadanos. El Artículo 170 dice que “la autoridad del rey se extiende a todo lo que conduce a la conservación del orden público en lo interior y la seguridad del Estado en lo exterior”.


    La autoridad que debe proteger el orden público es la del Rey y el instrumento para hacerlo es el Ejército, la “columna vertebral de la Patria”, algo que va a provocar que los militares entren y se ingieran en la vida civil.


    Para proteger a las personas, y luchar contra la delincuencia, se redacta el Artículo 356, que trata de la Milicia Nacional: “Habrá una fuerza militar permanente de tierra y de mar, para la defensa exterior del Estado y la conservación del orden interior”. Además, se establecen Escuelas militares para la enseñanza e instrucción de “todas las diferentes armas del Ejército y la Armada” (Art. 360), y la obligatoriedad del Servicio Militar: “Ningún español podrá excusarse del servicio militar cuando y en forma fuere llamado por la Ley (Art. 361).


    Tras la Guerra de la Independencia nos encontramos con un medio rural español que asiste a una situación de desconcierto social notable. Dentro de esta situación, existen abundantes partidas de antiguos soldados que proceden de los combatientes ejércitos español y francés, o bien de desertores, que ahora se constituyen en partidas de malhechores o bandoleros que, además, van a valerse de su experiencia en armas y tácticas militares para sacarles un valioso provecho en el mundo delictivo; otras partidas, proceden de presos que fueron liberados para luchar contra el enemigo francés y que ahora, acabada la guerra, vuelven por sus fueros delictivos.


    Se llega a un extremo que presupone que algunas partidas se sienten facultadas y se dedican a explotar un camino, como si tuvieran una concesión estatal, de forma que las diligencias y transportes se ven obligados a pagar una cantidad a los bandoleros para no ser molestados cuando pasaran por sus caminos, cantidad que subía según la calidad del carruaje y del billete que pagaran los viajeros. Es más, los caminos se heredaban o traspasaban a otros, como propietarios de la explotación tácita de la zona33.


    Por Orden de 7 de octubre de 1812 se conmina a los Ayuntamientos a colaborar contra esa lacra, desconociendo que muchas partidas de bandoleros estaban vinculadas o habían sido vecinos de algunos pueblos donde, además se encontraban protegidos y seguros; a eso hay que añadir que, en la mayoría de los casos, los ayuntamientos carecían de recursos y preparación para ese menester. Ante esa situación, sólo cabía recurrir al Ejército que, además, conseguía pocos éxitos.


    El sistema de seguridad que diseña la Constitución sitúa al Rey en la cúspide sobre la que descansa, a la vez, la jefatura del poder ejecutivo y las atribuciones sobre orden público. Bajo su mando directo está el Ejército, que es el instrumento dispuesto para mantener y conservar el orden público, cometido en el que también están el Ministerio del Interior, la red de cargos políticos locales, que tienen atribuciones de orden público.


    El concepto liberal de seguridad que ahora arranca apoya a un Estado constitucional que se mueve entre impulsos centralizadores y descentralizadores. Su espíritu progresista le hace potenciar el poder local, por lo que instituye la elección popular del alcalde para desplazar a las oligarquías locales y suprime la figura del Corregidor, un personaje absolutista. Es más, pone bajo la autoridad del alcalde a la Milicia Nacional, piedra fundamental del Estado liberal.


    Añade, además, la figura del Jefe Político en cada Ayuntamiento y en cada provincia, dependientes del Ministerio del Interior, con competencias similares a las del gobernador civil; figura que nacerá más tarde.


    En materia de orden público se fija que el gobierno de cada pueblo estará a cargo de su alcalde, bajo la dependencia del Jefe Político. Éste último, deberá llevar a efecto las medidas que considere necesarias para conservar la tranquilidad y el orden público, y para asegurar la propiedad y las personas de los vecinos; obliga a los alcaldes, por sí o a través de sus ayudantes, a rondar para evitar excesos y desórdenes pudiendo solicitar la colaboración de los vecinos para la conservación del orden público y protección de las personas. Les faculta, además, para disponer de la Milicia Nacional cuando fuera necesario para hacer cumplir sus atribuciones, que puede valer para reconocer los caminos, perseguir y aprehender malhechores, vagos, mal entretenidos y para las demás medidas de buen orden.


    También les faculta para poder pedir el auxilio de la tropa que se encuentre en su distrito; asimismo, cuando tenga conocimiento de que hay malhechores o ladrones en su pueblo deberán avisar a los pueblos colindantes, dando cuenta de todo al Jefe Político de ellos.


    Por otra parte, se atribuye a los alcaldes el cometido de llevar a cabo las primeras diligencias que deban ser remitidas al juez competente sobre robos, homicidios y otros delitos, función en la que no dependen del Jefe Político; también, el edil será el juez de paz en sus municipios, corregirá los actos contrarios a la moralidad e impedirá cualquier reunión que se oponga a ella o pueda perturbar el orden; ejecutarán, asimismo, las penas prescritas en vía gubernativa por la infracción de policía y bandos de buen gobierno, y cumplirán las órdenes que prescriban los Jefes Políticos.


    Con todo ello, el liberalismo persigue dos objetivos: controlar el poder local y, también, hacer extensivo el principio básico del liberalismo: la igualdad entre todos los ciudadanos. Para este último propósito debe divulgar las nuevas leyes y que todos los ciudadanos sean y se vean iguales ante ellas.


    El Artículo 309 de la Constitución establece que en el gobierno interno de los pueblos debe haber ayuntamientos compuestos por alcalde o alcaldes, regidores y procurador síndico, presididos por el jefe síndico donde corresponda y, en su defecto, por el alcalde, o el primero de estos alcaldes, si hubiera dos.


    Los Ayuntamientos tienen competencias en cuanto a la Administración civil de su jurisdicción, que incluyen la protección de las personas y el orden público y, además, la recaudación fiscal por delegación directa del Estado y, sobre todo, tienen la autoridad y mando sobre la Milicia Nacional.


    Eso, pese a que el Jefe Político central o Jefe Superior Político tuvieran competencias para pedir a las fuerzas militares su concurso para establecer el orden público, como agentes del poder central y soportes fundamentales del sistema de seguridad que eran34.


    La Instrucción para el gobierno económico-político de las provincias de 1813, en su Artículo 135, otorga al Jefe Superior Político una serie de atribuciones en materia de seguridad y orden público, ya que sobre su figura recae la autoridad superior para cuidar de la tranquilidad pública, del buen orden, de la seguridad de las personas y bienes de sus habitantes, la ejecución de las leyes, decretos, órdenes y en general todo aquello que pudiera corresponder al orden público para la mayor prosperidad de la provincia, cometidos para lo que podría necesitar el concurso de la tropa35.


    Para ser jefe superior, entre otras condiciones, se le exige tener aptitud y adhesión a la libertad política y a la independencia de la Nación36 y, al ser los primeros agentes del poder ejecutivo, se les otorgan las atribuciones que el párrafo 11 del Art. 172 de la Constitución concede al Rey, es decir el poder de detener a personas.


    Además, por orden gubernativa o por amenaza exterior, el mando político y el militar podrían unirse.

    


    
      
        33 Vid. Iglesias Machado, Salvador y Delgado Aguado, Julián (Coordinadores): La noción del orden público en el constitucionalismo español, Dykinson, S.L. Madrid, 2011, págs. 92 y ss.

      


      
        34 El Artículo 324 de la Constitución precisa que el gobierno político de las provincias reside en el jefe superior, nombrado por el Rey en cada una de ellas. Asimismo, el Artículo 325 señala que, en cada una de ellas, habría una diputación llamada provincial, para promover su prosperidad, y que estaría presidida por el jefe superior. El Artículo 326 habla de los órganos de gobierno de la Diputación: un presidente, un intendente y siete personas elegidas.

      


      
        35 El Artículo 356 de esta Instrucción precisa que, incluso, haya una fuerza militar nacional permanente, de tierra y mar, para la defensa exterior del Estado y para la conservación del orden interior.

      


      
        36 Artículo 137 de la Instrucción citada.

      

    

  


  
    I.7. Nacimiento del Código Penal de 1822


    La invasión francesa de 1808 supuso el mayor fracaso que una diplomacia, en este caso la española, puede llegar a tener. Por ello y durante seis años, ingleses y franceses se disputaron en nuestro suelo la hegemonía de Europa, combatieron por y para sus intereses sin sufrir más desgaste que el meramente militar.


    En nuestro país, se produjeron bombardeos y saqueos de forma continuada por parte de las tropas francesas, así como ataques de los ingleses a las incipientes industrias textiles españolas (las fábricas de Segovia y Ávila fueron completamente destruidas) con la clara intención de eliminar a un peligroso competidor. A ello hay que sumar las epidemias y el hambre que trae consigo la guerra.


    Todo esto acabó con la recuperación económica y demográfica que se estaban produciendo a finales del siglo XVIII37. Incluso, la destrucción de la flota en Trafalgar había roto cualquier posibilidad de mantener las provincias americanas que quedaron al alcance de los ingleses y de las ideas independentistas; además, debido a la continuada situación bélica, el comercio español con las provincias de ultramar sufrió un durísimo parón.


    Así comenzó España en siglo XIX, con debilidad económica, fracaso colonial, campos y ciudades arrasadas por el fuego de la guerra y el hambre y, además, con duros enfrentamiento tras las Cortes de Cádiz, entre liberales y absolutistas, que iban a marcar el siglo.


    Europa, sin embargo, vive los años de la “doble revolución”, la liberal-nacionalista y, por otro lado, la segunda revolución industrial. La revolución liberal-nacionalista, que reproduce hasta la mitad del siglo, pretende modificar el mapa político y el sistema de poder surgidos del Congreso de Viena en 1815; la segunda revolución industrial, como motor de crecimiento, pasa de las industrias de bienes de consumo —base de la primera revolución— a las de equipamientos.


    En cuanto a la evolución que experimenta el sistema penitenciario español desde el Antiguo Régimen, el régimen liberal que surge de las Cortes de 1812 heredó el sistema penitenciario que los Borbones tenían en el siglo XVIII donde, tristemente, son la pauta la indeterminación de las penas, la aplicación de tormentos para obtener confesiones o como castigo, la corrupción en las cárceles o los trabajos forzosos para los reos más peligrosos. Son los tiempos de castigos corporales, de azotes y grilletes.


    Carlos IV aprobó la Real Ordenanza para el Gobierno de los Presidios de los Arsenales de Marina, en la que se inician los sistemas progresivos y de clasificación para los presos, que queda establecido en tres clases38. En todo caso, las innovaciones se van a dar, en la práctica, por medio de la iniciativa de algunos comandantes de los centros penitenciarios que, posteriormente, van a ser recogidas por algunas legislaciones. Así, se aprueba el Reglamento para los presidios de tierra —casos del presidio de Cádiz, semejante al de la Armada—, y se utilizan presos para obras públicas, carreteras y canales39.


    En la Constitución de 1812 se protegen los derechos fundamentales de los reclusos, tantos en su vertiente sustantiva como procesal. Se teoriza y se da un nuevo enfoque más humano sobre las condiciones de vida del penado en los presidios, aunque estas intenciones se llevarán poco a la práctica por la difícil situación social de aquellos años40. En 1813 se produjo el duro debate en las Cortes que aprobó la abolición de la Inquisición41, a la que se atribuye todos los males históricos cometidos por el Santo Oficio.


    El final de la guerra en 1814 deja a nuestro país inmerso en el conflicto entre liberales y absolutistas y, además, con toda la sociedad angustiada ante la tarea ingente de conseguir la reconstrucción económica de España.


    En 1819, Fernando VII había manifestado su propósito de redactar un Código criminal más de acuerdo con las corrientes europeas ya que en España aún seguían en vigor la Novísima Recopilación, los Fueros y Las Partidas, aunque en la práctica los Tribunales eran bastante arbitrarios, saliendo en sus consideraciones de los textos jurídicos a los que debían atenerse al respecto. Este intento de reforma quedó frustrado al restaurarse el régimen constitucional en enero de 182042. La Constitución de 1812 fue restablecida de forma inmediata y, consiguientemente, se inician los trámites para promulgar lo que debería ser el primer Código penal español.


    Así, en agosto de 1820, las Cortes designan a los diputados que van a formar la comisión redactora; entre ellos estaban el historiador del Derecho Francisco Martínez Marina y el político y jurista José María Calatrava43.


    El proyecto del primer Código penal español concluyó en abril de 1821; una vez impreso, se leyó en las Cortes y fue remitido a las universidades, tribunales de justicia, colegios de abogados y otras corporaciones con el fin de conseguir su aprobación y recoger sus sugerencias44.


    Una vez recogidas éstas últimas por la comisión, sopesadas y retocado, se pasó al trámite de su discusión en las Cortes artículo por artículo, tras lo cual fue aprobado y sancionado por el rey, para entrar en vigor con fecha 1 de enero de 1823.


    En cuanto a la estructura, el texto consta de 816 artículos. Un título preliminar (“De los delitos y de las penas” Arts. 1-187); una primera parte (“Delitos contra la sociedad” Arts. 188-604) y una segunda parte (“Delitos contra los particulares”. Arts. 605-816).


    Es un código influido por el francés (del que Calatrava confesó ante las Cortes haber tomado bastantes preceptos) y, en cuanto a su doctrina, su orientación pasa por la filosofía utilitarista de Jeremías Bentham que, en el plano jurídico, busca una visión ejemplarizante de la pena que, en el nuevo Código, quiere expresamente llevarse a la práctica.


    Así ocurre, por ejemplo, en la regulación de la pena de argolla, o en la negra representación dramática con la que se regula la ejecución de la pena de muerte. La pena de argolla, para el DRAE en su tercera acepción dice que es una “pena que consistía en exponer al reo a la vergüenza pública, sujeto por el cuello con una argolla a un poste” y acompañaba al condenado hasta el Rollo para presenciar en primera línea la muerte del reo a efectos de prevención especial. Hay contenidos netamente liberales y personalistas que contrastan con una España fuertemente centrada en un catolicismo contrarreformista, más rural que urbana, casi agrícola, escasamente industrial, sin experiencia como Estado liberal en su forma de monarquía constitucional y parlamentaria45.


    En cuanto al juicio crítico, la doctrina destaca aspectos de modernidad en los que este código supera a los posteriores, tales como la amplitud con la que recoge la eximente de los estados de inconsciencia, el agravante de mayor instrucción o la dignidad del delincuente; las circunstancias atenuantes de falta de talento o instrucción, de indigencia, así como el hecho de delinquir por vez primera, el haber desarrollado una buena conducta anterior o haber prestado buenos servicios al Estado o el inmediato arrepentimiento tras haber cometido el delito, la presentación ante la autoridad o la confesión espontánea, antes de haber sido convencido por otras pruebas o sistemas.


    Hay otros aspectos interesantes de este Código que, sin embargo, no respetaron códigos posteriores, tales como la indemnización que debían recibir los procesados criminalmente, caso de probada inocencia en juicio, o la reducción de penas sobre los condenados que mostraran una conducta posterior de arrepentimiento y enmienda.


    Pese a todo lo comentado, la visión tradicional de la intimidación que debe conllevar la pena sigue vigente, así como la concepción de que el Derecho penal debe atender, asimismo, a la prevención y defensa de la sociedad. En este sentido de defensa ejemplarizante de la sociedad, el Código considera como agravante de “mayor necesidad que tenga la sociedad de escarmiento, por la mayor frecuencia de los delitos”; o la institucionalización del sorteo de la pena capital entre los codelincuentes condenados por un mismo delito.


    Legalmente en vigor desde el 1 de enero de 1823, la puesta en práctica jurídica de este Código resultó efímera ya que en abril de 1823 se produjo la entrada en España del Duque de Angulema, con los “Cien mil hijos de San Luis”, que pone fin al Trienio Liberal. Pese a lo expuesto, para poder llevar a la práctica con garantías todas las normas del Código Penal de 1822, como los propios redactores hicieron constar en las Cortes, hubiera sido necesario elaborar el Código de Procedimiento Criminal y el Reglamento General de Policía, ambos como paso previo a la reforma y reorganización de los establecimientos de castigo y corrección.


    Fernando VII, en virtud de los acuerdos de la Santa Alianza, solicitó la ayuda de Francia que, el 7 de abril de 1823, intervino en España en su apoyo y contra los liberales, para volver a implantar el absolutismo. El ejército francés, los “Cien Mil Hijos de San Luis” que mandaba el Duque de Angulema, penetró en nuestro país con una fuerza compuesta por unos 130.000 militares. El ejército español leal, al mando de Espoz y Mina, se enfrentó a los franceses en Cataluña y fue vencido. Los franceses ocuparon Madrid y, sin resistencia, prosiguieron hasta Andalucía; allí, los liberales se habían hecho fuertes en Cádiz, tomando a Fernando VII como rehén. Sitiada Cádiz por los franceses, los españoles —bombardeados y desesperados— pactaron con los franceses la rendición de la plaza a cambio de la liberación de Fernando VII, que prometería defender las libertades alcanzadas por los españoles con la Constitución de 1812. Sellado el acuerdo, el “rey felón” se unió de inmediato a los franceses y el mismo 1 de octubre decretó la abolición de toda la normativa jurídica que se había desarrollado y aprobado durante los tres años del Trienio Liberal. Es cierto que en los últimos años de Fernando VII se contempló alguna reforma penal, pero ambigua y lejos de lo que el propio monarca había esbozado en 1819. Pese a todo ello, la situación no va a variar ni siquiera en 1836 cuando, tras el Motín de La Granja, se implantará la Constitución de Cádiz; el Código Penal de 1822 no fue restablecido, pese a los principios de respeto a la dignidad humana y a la libertad de la persona que lo habían inspirado.


    El fin del Trienio Liberal supone la vuelta a la legislación anterior a 1812, con la normativa tradicional, que estaba parcialmente recogida en Partidas y Novísima Recopilación; toda ella desfasada y anacrónica, pese a la contundencia con la que el rey conformó todas las disposiciones46.


    En cuanto al orden público, la Constitución de 1812 no hace mención ni al orden público ni al sistema penal, y la noción de orden público queda concentrada en el monarca47; pese a esto, desde 1814 se producen iniciativas legislativas relacionadas con la policía, entre otras, la creación de un fugaz Ministerio de Seguridad Pública en 1815, que duró poco más de seis meses, cuya misión era velar por el cumplimiento y ejecución de las leyes asignadas al Ministerio; eso sí, respetando las competencias de los alcaldes de Corte, corregidores y otras autoridades que desempeñaban esas funciones. Era un ministerio militar al que fue adscrita una compañía de celadores.


    Durante el Trienio Liberal, el Ministerio de Gobernación de la Península e islas adyacentes no prestaría demasiada atención al orden público, más preocupado por el control del sistema, que basaba en la acción de los jefes políticos de las ciudades y pueblos. Es más, por Ley de 23 de febrero de 1823 se recortaron las funciones relacionadas con el orden público y las políticas, que quedaron reservadas para los jefes políticos y alcaldes; y las funciones administrativas, para las Diputaciones y los Ayuntamientos. Además, los alcaldes seguían bajo la dirección del Jefe Superior Político de la provincia y éste, del ministro de Gobernación. Esta ley atribuye a los alcaldes competencias de orden público y les utiliza para movilizar al Ejército y a la Milicia Nacional para poder llevar adelante esas acciones.


    El 1 de mayo de 1824 y por Real Decreto se promulga la Ley de Amnistía, que no satisface a nadie. El Preámbulo de esta Ley de Amnistía decía: “Restaurado con el auxilio de la Divina Providencia y de cada uno de mis fieles aliados, es menester distinguir entre aquellos que se dejaron llevar por otros y los cabecillas que se pusieron al frente de la rebelión para trastocar el Gobierno y las leyes fundamentales del reino”. Los realistas consideraron que tendría unos efectos perniciosos; los liberales, que era insuficiente y que excluía a los revolucionarios.


    En 1825 se pronuncia el general ultrarrealista Jorge Bessières48. Tras este intento involutivo, se publica un Decreto que ordena que sean pasados por las armas los rebeldes que no se entreguen a la primera intimidación49.


    Es más, posteriormente se considerará traidor y se condena a muerte a todo aquel que coopere de cualquier forma con los rebeldes; esta medida llevará a suprimir las Comisiones Militares, bajo el razonamiento de que, debido a la eficacia de la norma, los delitos de rebelión habían disminuido, a la vez de que ya se contaba con una fuerza militar suficiente para frenar cualquier intento revolucionario.

    


    
      
        37 España había pasado de los 10,5 millones de habitantes en 1700, a los 12 millones en 1808.

      


      
        38 Vid. RO de 20 de marzo de 1804.

      


      
        39 Se aprueba con fecha de 19 de septiembre de 1807, e incluye medidas del Reglamento General de Presidios Peninsulares de 1807.

      


      
        40 Vid. Tomás y Valiente, Francisco: Las cárceles y el sistema penitenciario bajo los Borbones, Revista Historia 16, Extra VII, octubre 1978, págs. 69-88.

      


      
        41 Por 90 votos contra 60. Sus defensores apoyaban su supervivencia argumentando que al haber emanado de la voluntad del Papa y no del Rey, debería ser el Sumo Pontífice el que debiera decidir sobre la continuidad o desaparición del Tribunal.

      


      
        42 Vid. Gaceta de Madrid nº 154, jueves, 16 de diciembre de 1819, volumen 2, pág. 1285. España, Ministerio de Gobernación, 1819.

      


      
        43 El emeritense José María Calatrava, a quien la Guerra de la Independencia sorprendió en Sevilla estudiando leyes, había sido miembro de la Junta Suprema de Extremadura en el conflicto con los franceses, doceañista, represaliado y condenado a reclusión en Melilla por Fernando VII a su vuelta, diputado en 1820 (Trienio liberal), ministro de Gracia y Justicia y jefe de Gobierno; refugiado político en Portugal, Inglaterra y Francia durante la Década Ominosa, presidente del Gobierno tras el Motín de La Granja, presidente de las Cortes y del Tribunal Supremo.

      


      
        44 Vid., Lasso Gaite, Juan Francisco, Crónica de la Codificación española (Dos tomos), Madrid, Mº Justicia, 1970, parte penal, págs. 929 a 1147.

      


      
        45 Vid. López Barja de Quiroga, Jacobo; Rodríguez Ramos, Luis y Ruiz de Gordejuela López, Lourdes, Códigos Penales Españoles, Recopilación y concordancias, Editorial Akal, Madrid, 1988, págs. 11 y ss. El Código de 1822 establece el principio de legalidad de los delitos y las penas que, en bastantes puntos, ha seguido vigente en los códigos posteriores; entre otros la definición legal del delito, los catálogos de atenuantes y agravantes, o la responsabilidad civil. Hay que tener en cuenta que en el castigo de las “culpas o delitos culposos” se atenía al principio de excepcionalidad o concreción, caso por caso, que es un criterio abandonado posteriormente hasta el Código de 1995.

      


      
        46 La vigencia del Código Penal de 1822 fue muy breve: 1 año y 3 meses, aunque algunos autores mantienen que no estuvo nunca en vigor. Vd. Alonso y Alonso, J. M. “De la vigencia y aplicación del Código Penal de 1822”, Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, Madrid, febrero 1946, págs. 2 y ss.; también, Santa Cecilia García, Fernando. Delito de Daños. Evolución y dogmática (Art. 263 Código Penal), capítulo I. Librería Dykinson, Madrid, 2003; Quintero Olivares, G, Carbonell Mateu, J. C., Morales Prats, F., García Rivas, N., F. J. Álvarez García, A. Manjón-Cabeza Olmeda, A. Ventura Püschel et al. Esquemas de teoría jurídica del delito y de la pena. Tirant lo Blanch. Valencia. 2010.

      


      
        47 La Constitución de 1834, endurece más esa línea al fortalecer las facultades del monarca y no reconoce los derechos individuales y colectivos de los ciudadanos; una noción que persistirá a través de las siguientes constituciones de la monarquía moderada.

      


      
        48 Había servido a los ejércitos de Napoleón en España y se pasó a las tropas españolas. Tras su intento de golpe de Estado, fue fusilado por el Conde de España, el 25 de agosto de 1825, en Molina de Aragón.

      


      
        49 Vid. Real Decreto de fecha 17 de agosto de 1825.

      

    

  


  
    I.8. El nuevo Orden Social (1812-1840)


    Hemos visto como el origen del conflicto entre liberales y absolutistas debemos buscarlo en la entrada en España de las ideas ilustradas, que defienden la necesidad de controlar el poder del monarca como premisa política básica; una labor que lleva adelante una minoría liberal ilustrada.


    El enfrentamiento entre los liberales constitucionalistas y los absolutistas es el siguiente eslabón. La Constitución como texto político es el elemento clave en la teoría liberal puesto que en la Carta Magna quedan escritos, fijos e inalterables, los derechos de los ciudadanos y las limitaciones de la Monarquía. Frente a esto, los absolutistas defienden las tradiciones, la ley no escrita, las costumbres, según las cuales las leyes regias no podrían quedar limitadas por unas medidas públicas superiores, sino que debían respetarse siempre unas normas que venían de un pasado, difuso y manipulable.


    Tras la larga y cruenta expulsión del invasor francés, la posterior pérdida de las colonias americanas, conjuntamente a la guerra sufrida en el suelo patrio, se produce un sentimiento de tragedia, de dolor, de recogimiento, de asumir la esencia de España, en sus valores, con el orgullo de la nación que ha desarrollado una labor universal en Europa y América, y la humildad que intenta asumirse y que queda refrendada en la precaria situación económica que aflora en estos años de estudio.


    Ahora, tras la invasión napoleónica, se hace latente la necesidad urgente de adoptar una política que manifestase un sentido nacional del que se había carecido hasta entonces y que, dada la situación histórica, debía fructificar en la formación política de un Estado. La guerra contra el invasor francés y la nueva situación que había traído consigo había provocado una mayor comunicación geográfica y económica entre los diversos territorios peninsulares y había empujado al desarrollo de las estructuras políticas que exigía un ámbito estatal.


    El 11 de diciembre de 1813, en su cautiverio francés, Fernando VII firma el Tratado de Valençay por el que Napoleón aceptaba el final de la guerra y el retorno de Fernando VII al trono de España, de acuerdo con la situación anterior a la invasión. En marzo de 1814, Fernando VII regresa a España y, temeroso de otra revolución, restablece el sistema absolutista, ya fuera de su tiempo y abocado al fracaso. Así, por Decreto firmado en Valencia, anula la Constitución de 1812 y las leyes que la desarrollan. El Decreto del 4 de mayo de 1814, un verdadero golpe de Estado absolutista, declaraba “nulos y de ningún valor ni efecto, ahora ni en tiempo alguno, como si no hubiesen pasado jamás tales actos, y se quitasen de en medio del tiempo”.


    Vemos como Fernando VII, a su regreso de Francia, no toma en cuenta ese latente entre conflicto liberales constitucionalistas y absolutistas y gobierna de una manera absolutista intentando volver a la situación previa a 1808.


    Comenzaba así una represión sistemática. Los liberales tuvieron que exiliarse o esconderse ante la crueldad de la contrarrevolución que buscaba salvar unos privilegios que la doctrina liberal les había arrebatado. El 9 de mayo se da la orden de detener a regentes, ministros, diputados liberales y simpatizantes y, pocas fechas después, se emite un decreto que proscribe de forma perpetua a los afrancesados. Todo volverá a la situación de 1808, ya que se recuperan los señoríos, se eliminan las Diputaciones, los Ayuntamientos constitucionales y los jefes políticos; también, se restablece la Inquisición.


    En la revolución de 1820, España responde a las corrientes europeas. Entre 1817 y 1825 se producen una serie de sublevaciones que intentan acabar con lo establecido en el Congreso de Viena (1815) y, curiosamente, estos países sublevados se dotan de unas Constituciones similares a la española de 1812. Son revoluciones que, excepto en el caso de Inglaterra, vienen promovidas por grupos de élite, liberales y nacionalistas, que se reúnen, incluso, en sociedades secretas y que intentan sembrar y arrastrar al pueblo con sus ideas. Tras las sublevaciones militares previas que protagonizan, entre otros, Espoz y Mina, Díaz Porlier o Lacy, el 1 de enero de 1920 los generales Riego, López Baños y Arco Agüero se sublevan en Cádiz, apoyados por insignes liberales, como Argüelles, Mendizábal o Alcalá Galiano. Un mes después, se les unen las plazas de Barcelona y Zaragoza y se imponen en toda España a finales de marzo. Tras jurar la Constitución, Fernando VII diría: “Marchamos francamente, y yo el primero, por la senda constitucional”.


    En cuanto a la situación económica del país. El censo de 1799 indicaba que el 50% de España se dedicaba a la agricultura y menos del 20 por ciento trabajaba en actividades terciarias. No hay un desarrollo industrial, como se produce en el resto de Europa en estos años, debido a la guerra que, en los años posteriores, asola a nuestro país y destruye nuestra incipiente industria. A ello hay que añadir la nefasta y vacilante política financiera, la ya inexistente llegada de metales de América —que había reflotado nuestra economía durante tres siglos— y, por ende, la depresión que sacude a Europa en la primera mitad del siglo XIX, que nos va a afectar incluso en mayor medida, por la falta de infraestructuras.


    En estos años, en España, la desacertada política de Fernando VII y la actividad del liberalismo español van a marcar el declive revolucionario, acentuado por la debilidad de la burguesía española, un hecho que hace recaer el peso de la revolución política en las élites ilustradas y cultas, así como en pequeños comerciantes e industriales50.


    De ahí, de la conciencia de esa fragilidad en cuanto a grupo de poder, que en Europa se recurra a la formación de sociedades secretas; en el caso español, la originalidad de la escasa burguesía consiste en recurrir a los militares de graduación media o alta para conseguir imponer por la fuerza de las armas la revolución política, a través de pronunciamientos o golpes de Estado. En España, las sociedades secretas están muy vinculadas a los oficiales liberales, que protagonizarán esos pronunciamientos: el general Porlier, en La Coruña (1815); Richard, en Madrid (1816); el general Lacy, en Barcelona (1817); Vidal, en Valencia (1818). Al final van a concluir en esta fase con Rafael de Riego, que se subleva en Cabezas de San Juan (Sevilla), el 1 de enero de 1820.


    La debilidad económica del país y el escaso número que integra la burguesía subrayan la inestabilidad política, a la que hay que añadir la actitud hostil del monarca y la intervención de las potencias extranjeras. Hay que recordar que los estadistas extranjeros, conscientes del peligro que representaban las aspiraciones liberales, decidieron en Viena (1815) unirse para evitar ese peligro. El Congreso de Verona (1822) acordó enviar a España a los Cien Mil Hijos de San Luis, para que reprimieran la sublevación española (1823) y devolver a Fernando VII todo su poder absoluto, aboliendo la Constitución de 1812, que los liberales le habían obligado a acatar en 1820.


    El Trienio Liberal (1820-23) había sido recibido por los españoles con esperanzas, pronto diluidas por los enfrentamientos de los políticos en las Cortes, mientras que los liberales moderados tropezaban, una y otra vez, con la resistencia de la Iglesia, los nobles, la Corona y una buena parte del campesinado y de las clases bajas urbanas, segmentos donde posteriormente surgiría el carlismo. Era un malestar que iban aprovechando los absolutistas para sus conspiraciones y alzamientos.


    El 7 de julio de 1820 se sublevó en Madrid la Guardia Real; en septiembre y noviembre se producen disturbios sangrientos entre absolutistas y liberales, también en la capital del reino. En Álava se subleva el comandante Juan Bautista Guergué y el cura de Foronda.


    En enero de 1821, se subleva en La Mancha el teniente coronel Manuel Hernández, a quien hay que añadir la frustrada conspiración realista del cura de Tamajón, Matías Vinuesa, capellán de honor del rey. En abril de 1822 se sublevan las guerrilla del cura Merino, en Castilla la Vieja, en una insurrección que se va extendiendo por toda España: Aizquibel, se levanta en Álava; Morales, en Ávila; Jaime el Barbudo, en Murcia; Manuel Adame, Locho, en La Mancha; Pedro Zaldívar, en Andalucía.


    En el verano de 1822 ya se dieron sublevaciones, protagonizadas por la Guardia Real y grupos realistas armados; estas actuaciones, hacen que los liberales se radicalicen y se enfrenten duramente a las partidas realistas. Los sublevados vuelven a utilizar la táctica de guerrillas, de tan gran efectividad en la pasada contienda contra los franceses.


    En Cataluña, el 21 de junio de 1822, Antonio Marañón el Trapense, asalta la Seo de Urgell e instala la Regencia, que presidirá Bernardo Mozo de Rosales, Marqués de Mataflorida. Simultáneamente, Joaquín Ibáñez Cuevas, Barón de Eroles, que es nombrado generalísimo de los ejércitos realistas, conquista las ciudades de Balaguer, Puigcerdá, Castellfullit de la Roca y Mequinenza. Reacciona el Gobierno liberal y envía a Espoz y Mina, general de los ejércitos constitucionalistas, quien recupera la Seo de Urgell, el 3 de febrero de 1823.


    En Navarra, ya en diciembre de 1821, se había sublevado el mariscal de campo Vicente Genaro de Quesada, nombrado comandante en jefe de la División Real de Navarra por la Junta de Navarra. Tras ser derrotados por los constitucionalistas, huyen a Francia y, desde allí regresan en junio de 1822 e invaden Navarra, donde son derrotados en Nazar, el 27 de octubre de 1822, por el general Torrijos, que se hace fuerte en Pamplona, ciudad que no será tomada por los realistas hasta octubre de 1823. Tras las derrotas en Cataluña y Navarra de 1822, los realistas responden con el avance del general Jorge Bessiéres sobre Madrid, a quien van a apoyar los realistas aragoneses que, tras fracasar en su intento de recuperar Zaragoza y Calatayud, van a derrotar a los constitucionalistas de Demetrio O´Daly y Juan Martín, El Empecinado, en Brihuega (24 de enero de 1823) y Guadalajara.


    El 7 de abril de 1823 los Cien Mil hijos de San Luis atraviesan los Pirineos. Toda la zona, en poder de los realistas, los recibe con entusiasmo. Es más, se les unen las tres divisiones realistas más notables: la Navarra, capitaneada por el Conde de España; la vasca, que encabeza Quesada, y la catalana, que manda el Barón de Eroles. La guerra finalizará con la ya referida liberación de Fernando VII, retenido por los constitucionalistas en Cádiz.


    Como vemos, la transición del Antiguo Régimen al régimen liberal está envuelta en sucesivas crisis políticas, administrativos e institucionales, con una fuerte división nacional sobre la naturaleza misma del tipo de organización política y social que se querría para España.


    Así, la alternativa liberal española va a ser poco convincente en cuanto a su viabilidad y ambigua en cuanto a premisas, hasta el extremo de que una gran parte del campesinado, entre ellos los pequeños propietarios, optará por un movimiento tan ultraconservador como el carlismo.


    El campesinado, sobre todo en el País Vasco, Cataluña y Valencia, va a encontrar en el carlismo una solución más convincente que la que oferta un liberalismo que dificultaba su acceso a la propiedad, que realizaba unas desamortizaciones empobrecedoras sobre tierras que estaban siendo cultivadas por pequeños agricultores y que esquilmaba, también, los bienes que eran propiedad de la comunidad municipal. Los ultras carlistas alimentarán sus bases sociales, precisamente, gracias a esta proletarización del campesino, que se ve expulsado y desalojado de las tierras que ha cultivado como arrendatario y de las que se ha alimentado51.


    Estas premisas hacen que se imponga una vía reformista gradual y controlada —el régimen moderado, como fórmula de sociedad y Estado— que, en nada, va a producir daños irreversibles al esquema sociológico que había en el mundo preliberal52. Pese a todo ello, la burguesía moderada no podrá imponer el modelo de manera integradora, como hicieran los británicos, sobre todo por su ineludible compromiso histórico con el Antiguo Régimen y, también, por saberse marcados por la larga permanencia de la nobleza en la cumbre social y política: el estrato superior, como lo ha definido José María Jover, que aplica la formulación del progreso teórico de Ralf Dahrendorf53.


    Por estos motivos, la burguesía española careció del suficiente consenso social y, también, por estas circunstancias, las soluciones vendrían posteriormente por la vía dura y coactiva, manu militari, algo que llevaría a la constante presencia del Ejército dentro de la política española como fórmula para imponer una visión política o, incluso, tener preparada la “intervención salvadora” de sus generales, caso de separarse demasiado de sus postulados. También, en el orden internacional y tal como refleja José María Jover, va a emerger un nuevo marco político, recogido posteriormente en el Tratado de la Cuádruple Alianza, de fecha 22 de abril de 183454.


    Para López Garrido, el fenómeno fundamental que se produce dentro del orden político en el ochocientos español no es tanto pasar de un orden absolutista a otro liberal, sino el fenómeno que tiene lugar “al pasar de unos poderes más o menos públicos, con mandos débiles o frágiles, discontinuos o irregulares, a un sistema unificado, organizado, con presencia en todo el país, con competencias sustantivas. Es decir, a un Estado”55.


    De forma casi simultánea, se va configurando la nueva sociedad, de la mano de la recomposición del sistema de fuerzas sociales, políticas y económicas.


    Son consecuencia de la descomposición del Antiguo Régimen y de la consolidación del Estado liberal, que surge de una afloración de alianzas, nacidas al calor y apoyo de la burguesía y de las capas medias.


    Se establecen dos hipótesis de alianzas: la clase media (burguesía industrial y comercial, para Vicens Vives), pequeños propietarios y grupos de asalariados urbanos, junto a la masa campesina interesada en la caída definitiva del régimen señorial —que sería una coalición que habría aislado a la oligarquía proveniente del absolutismo—; o bien, la alianza que se produjo entre la alta burguesía unida a la nobleza y el apoyo coyuntural de concretos sectores de las capas medias; asociación, esta última, que acabaría imponiéndose56.


    Estos bloques, progresistas y conservadores, se lanzan a conseguir una fórmula nueva de Estado, como alternativa al caduco Antiguo Régimen, a través de unas aportaciones sociales que serán distintas en cada caso. Destaca Fusi que muchos observadores y protagonistas de los hechos que se producen en estos años —como el poeta Quintana, uno de los primeros líderes del liberalismo radical español, o el economista Flórez Estrada, o Blanco White; o el historiador liberal Toreno—, ven en todo ello, por analogía con lo sucedido en Francia de 1789, la materialización de la revolución española. Sin embargo y tal como sucediera en Francia, la victoria definitiva del liberalismo no se produjo hasta bien avanzado el siglo XIX, y no comenzó a consolidarse hasta 1840, tras la victoria de las tropas liberales sobre el carlismo en la guerra civil que estalló en 1833, de forma que sería el Ejército, y no la propia sociedad o sus élites políticas o sociales, el instrumento que llevaría a cabo la revolución liberal, algo que condicionaría el curso histórico y el significado político de la propia revolución57.


    La transición al liberalismo se realiza sobre modelos constitucionales enfrentados, sobre los sistemas de régimen local, sobre la organización de la Administración central y sobre las fórmulas que deben desarrollarse en cuanto a conseguir la seguridad interior.


    Es el modelo de Estado lo que se está dilucidando, dentro del siglo XIX español, inmersos en la lucha que mantienen los proyectos políticos progresista y conservador. Sobre ellos dos, sobre su incapacidad para entenderse, va a estar siempre sobrevolando la sombra militar de un Ejército que se siente legitimado para gobernar o para controlar en su labor a los gobernantes. Se construyen así las vanguardias de poder en nuestro país en este siglo XIX: progresistas, liberales y generales.

    


    
      
        50 Para Madariaga, todos los conflictos del XIX español tienen sus raíces en el reinado de Carlos III; con él “la dinastía adopta el tono de poder personal, y el hombre-rey se afirma en lugar del monarca símbolo. Carlos III podía permitirse ese lujo. Carlos IV por su imbecilidad y Fernando VII por su crueldad y bajeza, deshonraron la corona al identificarla con sus indignas cabezas”. Madariaga, Salvador de, España: Ensayo de Historia Contemporánea, 14ª Edición, Ed. Espasa Calpe, Madrid 1979, pág. 63.

      


      
        51 Esto, como reconocería el propio Carlos Marx, llenaría al carlismo del contradictorio y paradójico carácter popular que ha tenido en España donde el liberalismo progresista se alejaba así de un importante aliado objetivo —cosa que no ocurrió, por ejemplo, en Francia— y, con ello, reducía la posible contundencia rupturista a la hora de poder imponer su orientación ideológica en el paso al nuevo régimen.

      


      
        52 De hecho, el régimen moderado será el modelo español de liberalismo hasta 1931, con la excepción del periodo entre 1868-1874.

      


      
        53 Para Dahrendorf, el conflicto es un hecho social universal y necesario que se resuelve con el cambio social. Para esta resolución, tanto el consenso como la coacción juegan un papel vital en la sociedad, bien sea en general, o bien en el desarrollo y resolución de los conflictos.

      


      
        54 Vid. Jover, José María, Caracteres de la política exterior de España en el siglo XIX, y España en la transición del siglo XVIII al XIX, ambos artículos recogidos en Política, diplomacia y humanismo popular: estudios sobre la vida española en el siglo XIX, Turner, D. L. Madrid, 1976, págs. 99-101 y 224-226.

      


      
        55 Vid. López Garrido, Diego, La Guardia Civil y los orígenes del Estado centralista, Crítica, Barcelona, 1982, pág. 24.

      


      
        56 Vid. Vicens Vives, Jaime, Historia de España y América, Ed. Vicens Vives, Barcelona, 1971, págs. 160 y ss.

      


      
        57 Vid. Fusi, Juan Pablo y Palafox, Jordi, España: 1808-1996. El desafío de la modernidad, ob. cit., págs. 16 y ss.

      

    

  


  
    I.9. La Revolución Liberal Española y el Poder Municipal


    España sufre una larga y acentuada crisis entre 1808 y 1840 que va a alterar profundamente su realidad como nación.


    Crisis producida por los duros acontecimientos que vive: ocupación francesa y Guerra de la Independencia; revolución gaditana (1810-12); reacción fernandina (1814-1820); trienio constitucional (1820-23); década absolutista (1823-33); regencia de María Cristina y guerra carlista (1833-39). En estos años se produce la pérdida completa del poderío naval (Trafalgar, 1805); una guerra durísima (1808-1813); la pérdida del imperio americano (1810-1825); el nefasto reinado de Fernando VII, que constituyen veinte años perdidos (1814-1833); la guerra civil de siete años (1833-1840, con unos 150.000 muertos, en un país de trece millones de habitantes). Estamos dentro de una realidad que lleva al país a casi quedarse sin Estado.


    El siglo XIX español, por tanto, busca hacer frente a tres grandes problemas: la reconstrucción del Estado, la estabilización de la política y la revolución liberal. El Ejército va a emerger, según iremos viendo, como el elemento básico del cambio político hacia del nuevo Estado español, ya nacional y que va a dejar atrás las calificaciones de “pequeño, débil e ineficiente”, calificativos que no deben asemejarse, de ninguna forma, a “sin leyes, carente del principio de autoridad o que careciera de instrumentos de coacción” que hicieran cumplir las leyes58.


    España se mueve entre el liberalismo y la reacción, como señalaría Raymon Carr; para este autor, es un país de aristocracia débil, de generales políticos, especuladores, periodistas destacados y abogados; un país rural, con un setenta por ciento de analfabetismo, un poder civil frágil, y capital y tecnología pobres. En 1812, había una minoría liberal que había aprobado una constitución democrática, aplicable en los territorios no ocupados por Francia y, por otra parte, la mayoría inmensa del país, que había luchado en la guerra bajo el liderazgo espiritual del clero, en nombre de Fernando VII —prisionero de Napoleón— y en nombre de la religión católica59.


    En los periodos más avanzados de esta revolución liberal española: 1820-1823, 1836-37, 1840-1843, se produce un proyecto de Estado que hay que imputar a la orientación no oligárquica de este liberalismo. En estas fases tiene lugar una obra jurídico-constitucional que en muchas oportunidades no prevalece, aunque si hubo instituciones poderosas que, además, gozaron de una gran identificación popular. La más importante, sin duda, fue la Milicia Nacional ya que la concepción liberal progresista de Estado se asentaba sobre dos pilares: en la constitución de libertades —centradas en los textos de 1812 y 1837— y en el poder popular, con expresión clara en la elección de alcaldes y ayuntamientos y, sobre todo, en la Milicia Nacional.


    Ya, desde la Constitución de 1812, surge entre los progresistas la idea de un Estado que no estuviera demasiado separado del cuerpo social, aunque mostrara claros rasgos centralistas. A diferencia del Antiguo Régimen, el liberalismo que surge de 1812 hace extensivas las instituciones políticas de origen electivo en todo el territorio nacional y nos referimos a las Diputaciones y los Ayuntamientos. Recordemos que para A. González-Posada “los legisladores de 1812 planearon el edificio jurídico-administrativo de la España del siglo XIX”60.


    Así, la Constitución de 1812 suprimía la figura de los corregidores y alcaldes mayores, tachados de tener claras connotaciones de comisarios absolutistas, y pasaba a nombrar en su lugar al jefe político o gobernador provincial, cuya labor consistía en representar al Gobierno con exclusividad en un territorio que tenía una delimitación concreta. Pese a crearse la Diputación, que era ya un organismo electivo, el predominio del gobernador constituye la muestra palpable del sentido claro de la labor centralizadora que prevalece en la mente del legislador. Éste último, es un extremo que podemos apreciar en la gran obra jurídica que constituye la instrucción de fecha 23 de junio de 1813 sobre el gobierno económico-político de las provincias.


    Con respecto a los ayuntamientos, los progresistas implantan su existencia en todos los núcleos de población, tanto como medio para lograr la participación política popular como para expulsar del poder local a la rancia nobleza. De ahí su insistencia machacona sobre este punto en 1812 (artículo 310 de la Constitución) y en 1820.


    En ambos casos, está en clara sintonía con el ordenamiento jurídico revolucionario francés, recogido en su decreto de 22 de diciembre de 1789: “il y aura una municipalité en chaque ville, bourg, paroisse ou communauté de campagne”.


    En el caso de España, además, los progresistas —en consonancia con el espíritu de 1812— querían conseguir la centralización con la finalidad de acabar con las oligarquías locales; simultáneamente, buscaban con esta medida la descentralización, con el fin de conseguir la participación política popular y, de la mano de ésta última, alcanzar una situación de poder en los ayuntamientos electivos, cosa que lograrían, sobre todo, en el Trienio Liberal61.


    El liberalismo, en sus primeros estadios, recibe una idea primaria de un poder municipal que, en sus inicios, se va a apoyar en la tradición del Antiguo Régimen puesto que, en éste último, los municipios se habían rodeado de poderes importantes, una situación que había estado propiciada por la débil irradiación del poder central y, también, como consecuencia de la incomunicación que entre los territorios y poblaciones se había producido.


    Así, el ayuntamiento liberal obtiene a través de la Constitución de 1812 importantes competencias: la administración civil del territorio en cuestión —sanidad, orden público, seguridad de personas y bienes, beneficencia, enseñanza, obras públicas, montes, etc.— y la recaudación fiscal por cuenta del Estado, lo que nos da cuenta de la casi inexistencia, hasta entonces, de la Administración central (Artículo 321 de la Constitución). Pese a todo ello, la preocupación centralizadora está muy presente en el espíritu del legislador. Así, el jefe político, encargado de asegurar la unidad de acción del Ejecutivo, ejerce una labor de tutela sobre el ayuntamiento y sobre la diputación, que además preside (artículos 324 y ss. de la Constitución de 1812). El municipio, siguiendo el espíritu de 1812, se manifiesta así como el eje capital de la estructura del Estado. El poder local se va a ver políticamente vigorizado, ya que a sus amplias competencias administrativas se va a añadir el apoyo armado que va a suponer el tener a sus órdenes a la Milicia Nacional.


    Además, este control de las Milicias Nacionales por parte de los ayuntamientos va coadyuvar un equilibrio en la distribución del poder con respecto a la dimensión centralizadora que tiene el jefe político.

    


    
      
        58 Vid. Fusi Aizpurúa, Juan Pablo, Historia mínima de España, ob. cit., pág. 187.

      


      
        59 Vid. Carr, Raymond: España (1808-1939), 2ª Edic., Ariel, Barcelona, 1970, págs. 123 y ss.

      


      
        60 Posada, Adolfo, Evolución legislativa del régimen local en España 1812-1909, Biblioteca de Derecho y Ciencias Sociales, Librería General de Victoriano Suárez, Madrid, 1910, págs. 6-67.

      


      
        61 Éste es el caso de la instrucción para el gobierno económico-político de las provincias (Decreto XLV, de 3 de febrero de 1823).

      

    

  


  
    I.10. La patria en armas y la creación de la milicia nacional


    En un país en guerra, el problema de la policía ocuparía un lugar muy pequeño ya que se parte del convencimiento de que el orden público y la tranquilidad iban a ser poco alteradas. La verdadera innovación la constituye la creación de la Milicia Nacional.


    Si hemos de situar en su origen a la Milicia Nacional, este punto de irrupción o partida debemos situarlo en la guerra de la Independencia, ya que en esta contienda contra el invasor se produce un nuevo concepto revolucionario que se incorpora a la ya larga historia de España: el pueblo en armas. Ésta debe ser la base de las Milicias Nacionales al ser fuerzas ciudadanas, y no de vasallos ni señores. Así, el artículo 42 del Reglamento de la Milicia de 1820, mantenido hasta 1835, señala que “los jefes de Milicia, cualquiera que fuese su grado, se conducirán como ciudadanos que mandan a ciudadanos”.


    Todo ello hace que los componentes de la Milicia Nacional, hija de la eclosión liberal, tengan un marcado arraigo popular ya que sus miembros son ciudadanos de cada localidad que compatibilizan su trabajo habitual con el de miliciano, visión del nuevo cuerpo que nada tiene que ver con la seguridad del absolutismo, basado en el Ejército y en cuerpos de seguridad dependientes del poder central.


    La Milicia Nacional nace a raíz de estar propuesta en el Título VII, Artículo 356 de la Constitución. Ahí se regula su creación a través de una ordenanza particular y, también, el modo de su formación, su número y constitución. En el Art. 357 se precisa que su servicio no sería continuo y que sólo sería convocado cuando las circunstancias lo precisen. La Milicia Nacional brota junto a los sueños liberales, con la revolución y el espíritu liberal. Va a constituir el soporte básico y el factor de mayor empuje ideado y utilizado para romper con el Antiguo Régimen dentro del proceso que abarca desde 1810 a 1843.


    Vemos, además, como la Milicia Nacional es postergada en las fases en las que se impone la reacción absolutista; postergación que va a ser más notoria a partir de 1843, año en el que resulta derrotado el proyecto político progresista. Sobre esta base hay que entender el profundo arraigo que tenía la Milicia Nacional entre la población; arraigo cuyas raíces ideológicas serían asimilables a las recogidas por la legislación francesa de la etapa revolucionaria. El decreto de 6-12 de diciembre de 1790 dice que “la fuerza pública, considerada de una manera general, es la unión de las fuerzas de todos los ciudadanos”; el artículo 107 de la Constitución gala, de 24 de junio de 1793, señala que “la fuerza general de la República está integrada por el conjunto de todo el pueblo”.


    Dentro de un Estado que intenta rehacerse en libertad: el papel de la policía, su necesidad, funcionamiento y funciones, control para evitar los posibles abusos de poder, la separación de las funciones policiales de las judiciales y de otras funciones administrativas, están en el centro de los debates.


    Las Milicias, dado su carácter nacional y como fuerza nacional que eran, se extienden por todo el país y ejercitan un servicio típicamente público. Además, constituyen una fuerza no separada de la población. Íntimamente relacionado con su naturaleza civil, está la organización, dependencia y dirección municipal que son, a la vez, nacionales y locales.


    Desde un plano general e incluso internacional, la Milicia Nacional era una organización de ciudadanos armados, distinta del Ejército o los cuerpos de policía, parecida a las que con los nombres de guardia nacional, milicia urbana o guardia cívica surgieron y protagonizaron notables hechos en las grandes revoluciones liberales europeas y americanas. Para el proyecto político liberal, las milicias constituían la base organizativa de un Estado participativo de ciudadanos armados, con capacidad para fiscalizar a las autoridades y resistirse a sus mandatos si los consideraban inadecuados, dentro de un proyecto que contemplaba el carácter electivo de todos los cargos públicos, la descentralización territorial y los juicios con jurado popular.


    Nacidas en el seno de una nación en armas, las milicias representaban la virtud cívica, característica que les suponían incorruptibles e invencibles. Según Thomas Jefferson, un ejército profesional que estuviera en manos del gobierno era un instrumento seguro de tiranía; por el contrario, si los ciudadanos estaban armados y podían protagonizar rebeliones, los gobernantes serían más participativos y tendrían más en cuenta la voluntad popular62.


    Este tipo de milicias nacieron en muchos países tras las revoluciones liberales; en general, se organizaban en unidades de barrio o población, y estaban engrosadas por los ciudadanos con plenos derechos, obligados a militar dentro de ellas, siempre que tuvieran la condición física necesaria para hacerlo. Mujeres, niños y hombres sin derechos políticos, quedaban excluidos.


    Así, se armaba a la parte de la población que pagaba suficientes impuestos como para ser considerada ciudadana y, por otro lado, se excluía a gran parte de la población rural, que en casi todos los países constituían la mayoría y, también, a los asalariados urbanos; de ahí que en muchas ocasiones también se las ha llamado milicias burguesas. El servicio armado de estas milicias solía ser local. Habitualmente se utilizaba el domingo por la mañana como día de instrucción y se asignaba a cada ciudadano un servicio de dos o tres veces por mes, fundamentalmente rondas de policía o custodia de edificios públicos. En caso de que produjeran motines populares, o se declarase el estado de guerra, la movilización se mantenía y la milicia quedaba subordinada a las autoridades militares.


    Sin embargo, mientras que a las tropas del ejército y de la policía se les presupone la obediencia ciega a los mandos, en las milicias cívicas los participantes se consideraban ciudadanos-soldados. Por ello, votaban para elegir a sus oficiales; asimismo, los barracones solían convertirse en lugares de debate y discusión política. De hecho, en bastantes episodios revolucionarios, motines u otras protestas populares, algunas unidades de las milicias tomaban partido contra las autoridades. Ese tipo de atípicas situaciones llevó a que los gobiernos desconfiasen de la milicia y buscaran su disolución.


    En España, por ejemplo, la milicia estuvo en vigor mientras gobernaban los progresistas; los moderados, como veremos, la disolverían al preferir depositar su confianza en el Ejército y en la que sería la Guardia Civil. En Portugal, la Milicia Nacional fue desarmada en 1838; en Francia, fue restablecida tras la revolución de 1830 y tuvo un protagonismo especial en la revolución de 1848, para después entrar en un periodo de escasa actividad durante la Comuna de París de 1871, fase tras la cual fue suprimida. En otros países las milicias supervivieron en el siglo XX, tras evolucionar de distintas maneras. En algunas oportunidades, se convirtieron en una especie de segunda línea, subordinada al ejército.


    Asimismo, la tradición de las milicias nacionales ha sobrevivido, y se ha adaptado a las circunstancias del momento histórico a través de multitud de formaciones armadas. Dentro de esta tradición y usos, se puede incluir el simple derecho a llevar armas, protegido constitucionalmente en Estados Unidos; o las milicias obreras de la revoluciones socialistas; o las milicias de partido o sindicato, tan típicas de la Europa de la década de 1930; o algunos grupos paramilitares de Hispanoamérica; o los Comités de Defensa de la Revolución cubana; o las patrullas vecinales contra la delincuencia que durante las décadas de 1980 y 2000 se organizaron de forma intermitente en barrios de europeos y americanos. En Estados Unidos las milicias del siglo XIX evolucionaron hacia la actual Guardia Nacional; en Brasil, por el contrario, el escalafón de oficial de las milicias —una vez que perdieron su carácter democrático interno— se convirtió en una casta codiciada por los caciques locales, que les permitía afianzar su poder en la zona; En Suiza, es el propio ejército quien se organiza, basado en el modelo miliciano, sin oficiales profesionales63.


    En nuestro país, la Milicia Nacional tiene su origen en las defensas cívico-militares que se constituyeron durante del siglo XVIII, durante la Guerra de Sucesión española. El ejército oficial queda destruido por la invasión napoleónica y, ante la ausencia de poder oficial, se crean las Juntas de Defensa Locales y Provinciales. Éstas últimas arman a los ciudadanos en contra del invasor francés y, a su vez, combaten los últimos resquicios del régimen casi feudal que aún se mantenía en algunos pueblos.


    La primera regulación legal es bastante rápida ya que en la Constitución de 1812 los legisladores las reconocieron como fuerzas combatientes e integrantes del ejército. Ya entonces las denominaron “milicias nacionales”, que operativamente se unían a las tropas regulares. Este reconocimiento legal trajo consigo la desaparición, al menos formal, de las organizaciones de voluntarios armados que habían reclutado las diferentes Juntas, de forma que todas ellas quedaron integradas en las “milicias nacionales”. En 1814 se legisló un Reglamento que regulaba oficialmente las prestaciones obligatorias a las que estaba obligado todo ciudadano, así como la propia organización de la Milicia.


    Como hemos referido, la Milicia Nacional construye su modelo policial desde la base, los ayuntamientos, aún estando dirigidos por el Jefe Político dependiente del poder central. Ahí volvemos a una de las contradicciones del espíritu de la Constitución de 1812: intenta dejar atrás las instituciones del Antiguo Régimen pero, conocedores de la realidad social del país, no quiere abandonarlas totalmente. Además, la Milicia Nacional, verdadera fuerza de choque del liberalismo, posee un carácter nacional y se extiende por todo el país; tiene un marcado carácter político y, su fundamento, es la defensa de la Constitución liberal de 1812 y luchar contra los enemigos políticos que ésta pueda tener o le puedan surgir.


    Siempre se la ha presentado como un instrumento paramilitar, un contrapeso del Ejército permanente, al depender de las autoridades civiles; pero sus funciones se establecen junto a las del Ejército. Asimismo, su organización estaba militarizada y sus componentes tenían la condición de militares siempre que vistieran de uniforme y estuvieran de servicio. Sobre sus cometidos, eran utilizados tanto para preservar el orden y la tranquilidad en ciudades y pueblos como para combatir a las partidas enemigas realistas.


    Así, la Milicia Nacional quedaba separada del Ejército regular y se componía de dos armas: Infantería y Caballería. Sus oficiales eran elegidos por la propia tropa y el número de ciudadanos que debían estar en la Milicia se fijó en 30 por cada 1.300 habitantes.


    El Reglamento de Milicia Nacional determinaba que estuviera integrada por pelotones, compañías, batallones y regimientos de infantería y caballería. Sus componentes debían tener una edad comprendida entre los 30 y 50 años y trabajaban a tiempo parcial. Su cometido era claro: debían desarrollar tareas de seguridad, orden y paz en el interior del país y sus funciones eran: guardar edificios públicos, patrullar para garantizar la seguridad pública, perseguir y aprehender a los malhechores y desertores en el pueblo y término jurisdiccional, escoltar la conducción de presos y caudales públicos, así como defender los caminos de sus pueblos de los enemigos interiores y exteriores, velando por su seguridad y tranquilidad.


    La Milicia estaba al servicio del movimiento patriótico, pero también liberal, que había desatado la guerra. Esta fue la razón política por la que, tras la restauración absolutista de Fernando VII en 1814 —que trajo consigo la derogación de la Constitución de 1812— se disolvió la Milicia; del mismo modo y muy a pesar del rey, durante el Trienio Liberal (1820-23) se restituyó la Milicia Nacional. Es más, durante este periodo, desarrolló un cometido importante al actuar contra todos los movimientos de sublevación de signo absolutista que se produjeron dentro de España. El final del Trienio Liberal supuso, de nuevo, el fin de la Milicia, que fue sustituida por un símil —eso sí, de corte absolutista—, que se llamaron Voluntarios Realistas.


    En cuanto a cifras de efectivos, se estima que en el año 1834 había 233.547 milicianos; por esa misma fecha, el ejército regular contaba con 120.000 hombres. Son cifras que da Moscoso de Altamira, ministro del Interior, en su exposición a las Cortes sobre el Estatuto Real, en la sesión de 12 de agosto. A finales 1836, un comunicado del Gobierno a las Cortes da las cifras de 481.133 efectivos; de ellos, 166.384 milicianos armados y 314.749 desarmados64.


    Dado este alto número de integrantes, resulta cuando menos llamativa la derrota política de las tesis progresistas, sólo explicable por la supremacía de los mandos militares que, sobre todo tras la muerte de Fernando VII, controlarían mucho mejor a la Milicia Nacional de lo que pudieran hacerlo durante el Trienio Liberal; principalmente, a raíz de las guerras carlistas, un periodo en el que las Milicias Nacionales adoptarían una organización más militarista, dadas las necesidades que imponía la guerra contra los partidarios de Carlos María Isidro.


    Sobre estos planteamientos, las Milicias se constituyen en las fuerzas de choque del liberalismo, dentro de una apuesta que lleva a éstas a una identificación ideológica creciente con el progresismo.


    Las Milicias componen un apoyo directo y claro en la defensa del cambio político y de los valores que éste consagraba: la libertad individual, la libertad de imprenta, la seguridad personal, la inviolabilidad de la propiedad o de la responsabilidad ministerial; un cambio político que hasta entonces se había producido por el mecanismo clásico español del pronunciamiento militar, tomado como resorte inicial de permuta que, además y para que triunfe, debe estar respaldado por el apoyo local en todo el país, sustento del que es parte fundamental la Milicia Nacional, tomada ésta como dinamizadora esencial o piedra angular. Esta situación queda probaba de forma manifiesta en los pronunciamientos de los años 1820,1822, 1835 o 1836.


    Otro aspecto importante del papel de la Milicia Nacional se encuentra en la función político-constitucional que juega dentro del sistema, ya que ayuda a consolidar y garantizar las transformaciones socioeconómicas que el liberalismo, en sus bases, exige: desamortización, desvinculación o protección de la propiedad desamortizada. Todo ello exige unas aptitudes en los componentes de la Milicia, sobre todo en cuanto a la posible actitud de sus integrantes.


    A este hecho no es ajena la burguesía enriquecida que, en un principio, consigue controlarla; sin embargo, posteriormente, la Milicia va a evolucionar en una vertiente más popular, hasta el extremo de suscitar temor en las clases propietarias. Las clases propietarias, una vez conseguida la derrota del absolutismo con el indudable respaldo de las Milicias, van a sentir a éstas como un colectivo cada vez más peligroso para sus intereses. Son ya unas Milicias desaburguesadas e integradas en sus bases por los hijos de las clases populares. Es más, dentro de esta dinámica y con el paso de los años, las clases medias populares —menestralía, artesanos profetizados— llegarán a tener dentro de la Milicia a unos aliados naturales importantes a la hora de ejercer una presión social, en favor de sus intereses.


    Otro punto fundamental en cuanto a la labor de las Milicias viene dado por su salvaguarda del orden público, así fuera ante las partidas absolutistas (tanto los voluntarios realistas o fernandinos, como los carlistas) o frente a los bandoleros. En el fondo, el enemigo del régimen liberal sigue siendo político. De hecho, el clero absolutista intoxicaba ideológicamente al campesinado que se había visto abocado a la pobreza tanto a consecuencia de las desamortizaciones como por la precipitada y eufórica enajenación de los bienes propios y baldíos. Precisamente son estos campesinos, en muchos casos, los integrantes de las principales partidas de maleantes o bandidos que, junto con las guerras carlistas, asolan al país. De alguna manera, es la protesta o reacción del mundo del campo contra la prepotencia de la ciudad.


    La lucha contra el bandidaje es una lucha social y, también, una lucha política ya que, sin duda, el bandido es un producto del cambio de régimen económico y político. Por todo ello, la lucha contra el bandidaje o la protección del orden público liberal, se va a convertir en una forma de consolidación de la transformación económica, así como del nuevo sistema político.


    Pérez Garzón redunda en esas ideas y argumenta que los alcaldes populares elegidos democráticamente, y la Milicia a sus órdenes, toman postura contra el modo de ejecutar las amortizaciones y la disolución del régimen señorial, considerada violenta y usurpatoria por buena parte de los pequeños campesinos65.


    Asimismo, la Milicia Nacional se constituye en un factor que potencia —aunque sin éxito— la formación de un Estado descentralizado, que estaría construido sobre el poder municipal, una idea muy querida por el ala izquierda del progresismo, los llamados exaltados; también es una de las ideas más contestadas por el liberalismo moderado, claramente centralizador.


    Para la Milicia, la trascendencia de mantener una dependencia directa del poder municipal, separándose lo más posible del poder político, se constituye en una de las máximas a desarrollar en los periodos más críticos de esta fase histórica. En principio, se reclutaron sus efectivos dentro de las clases propietarias, aunque muy pronto y debido a las necesidades de nuevos efectivos ante la guerra contra los carlistas, hubo que ampliar la base de reclutamiento, dando entrada a las clases medias y bajas. Asimismo, tras el Motín de la Granja de San Ildefonso de 1836, la Regente fue obligada a restablecer la Constitución de 1812, una medida que trajo consigo la reorganización de la Milicia Nacional sobre unas bases organizativas y jurídicas similares a las que había tenido durante el Trienio Liberal (1820-23).


    Con los años, la Milicia Nacional evolucionaría a Milicia Nacional Voluntaria, que eran unidades armadas que obraban como fuerzas auxiliares del Ejército, y a Milicia Nacional propiamente dicha, que cuidaban de la seguridad en sus respectivas jurisdicciones, a las que se debían. Sin embargo, mantenían su sentido popular y democrático al seguir eligiendo a sus oficiales y cobijar en sus dependencias señalados debates políticos66.


    La Milicia Nacional tomó como baluarte la defensa armada del cambio político, ayudando a la transformación socioeconómica que se produce desde el Antiguo Régimen. Está en la desamortización de bienes, en la salvaguarda del orden público liberal, en la lucha contra las partidas realistas y, sobre todo, se constituye en el factor fundamental en la formación de un Estado descentralizado, que tiene su piedra angular en el poder municipal.


    Habría sido una institución muy útil si solamente su hubiera compuesto de propietarios, padres de familia y gente con interés por mantener el orden, como fue en su inicio. Romero Alpuente, uno de los dirigentes de la Milicia Nacional, la definiría como “La Patria armada” y lo cierto es que siempre estuvo dominada por los elementos más exaltados y radicales del liberalismo, con clara aversión al Ejército ordinario; de hecho, sus mandos nunca pudieron sacarse de oficiales de éste en activo, y hubo que recurrir a jubilados. Las ideas de libertad e igualdad, abrieron las puertas a gentes que buscaban medrar incluso en el desorden. También, dado su carácter electivo y asambleario, eran corrientes los actos de indisciplina e insubordinación.


    Los nuevos oficiales del Ejército cristino, sobre todo Baldomero Espartero y Leopoldo O`Donnell —que habían sido los más firmes baluartes de la causa de la reina Isabel II ante las pretensiones de su tío Carlos María Isidro— tenían un gran prestigio y ascendiente sobre la Milicia Nacional; de hecho, la Milicia combatió de forma decisiva en la Primera Guerra Carlista, dentro del bando de Isabel II.


    Sin embargo, el reinado de Isabel II estaría lleno de enfrentamientos entre el Partido Moderado y la propia Corona, por una parte, y la Milicia Nacional, con fuerte arraigo en el liberalismo y al Partido Progresista, por otra. Asimismo, la Milicia Nacional siempre actuó en la defensa de sus líderes más destacados. Así ocurrió en el caso de los sucesos de La Granja de 1836; en la caída de la Regente María Cristina en beneficio de Espartero; en contra de las sublevaciones que protagonizaron los moderados —en especial contra la revuelta de 1841— o contra el restablecimiento del moderantismo de 1843. El general Narváez, el principal líder del moderantismo, la disolvió, asignando sus tareas a la recién creada Guardia Civil (1844).


    Esto nos ofrece una medida de la naturaleza política, de poder, que se estableció en España en cuanto al control de la Milicia Nacional. En esa línea, hay que considerar que el desarme de la Milicia Nacional después del golpe de Estado moderado de 1843 fue, con toda probabilidad, el hecho político más trascendente en cuanto a la ruptura clara del modelo de Estado que la Milicia Nacional encarnaba y del que se sentía garante67.

    


    
      
        62 Thomas Jefferson fue el tercer presidente de los Estados Unidos (1801-1809), y está considerado como uno de los padres de la nación norteamericana. Esta cita está recogida de una carta escrita a William S. Smith. Vid. Melton, The Quotable Founding Fathers, 277. Letter to William Smith (http://

        www.loc.gov/exhibits/jefferson/jefffed.html. En países como Francia, ya existían unas milicias burguesas, surgidas bajo el Antiguo Régimen, que estaban encargadas de mantener el orden, de garantizar la propiedad y de reprimir pequeñas revueltas populares. Estas milicias tenían una estructura menos popular que la Guardia Nacional —ésta, creada a comienzos de la Revolución Francesa— y nunca tuvieron el papel liberal que caracterizó a la Guardia Nacional francesa, tanto en los episodios revolucionarios del siglo XIX como en los periodos de calma política.

      


      
        63 Vid. Pérez Garzón, Juan Sisínio: Milicia Nacional y revolución burguesa, Consejo Superior de Investigaciones Científicas, Madrid, 1978, págs. 205, 244 y ss., 324-333.

      


      
        64 Vid. Archivo del Congreso de los Diputados (ACD), legajo.5, número 122.

      


      
        65 Vid. Pérez Garzón, Juan Sisínio: Milicia Nacional y revolución burguesa, ob. cit., págs. 205, 244 y ss., 324-333.

      


      
        66 La Milicia Nacional aparecería y desaparecería en este siglo XIX, según la tendencia del gobierno: Narváez la disolvió en 1843, O´Donnell la volvería a disolver en 1856, y Cánovas en 1874.

      


      
        67 Vid. Pérez Garzón, Juan Sisínio: Milicia Nacional y revolución burguesa, ob. cit., págs. 205, 244 y ss., 324-333. Durante el Bienio Progresista fue brevemente restablecida al amparo de Espartero. Sin embargo, cuando O´Donnell cerró el proyecto de Unión Liberal y se deshizo de Espartero, disolvió de nuevo la Milicia, el 15 de agosto de 1856. Hay que recordar que la Milicia Nacional., como tal, fue restablecida formalmente por Emilio Castelar, por Decreto de la Presidencia de la Primera República. Jurídicamente sería disuelta de forma definitiva por el gobierno de Cánovas del Castillo, en 1876, aunque algunos comités de voluntarios, durante el Sexenio Democrático, se atribuyeran ser herederos de las Milicias Nacionales; también, esta herencia moral se la trataron de adjudicar algunas organizaciones que apoyaron la restauración borbónica de Alfonso XII. La experiencia del gobierno progresista va a ser corta y llena de agitación en esta primera parte del siglo XIX, hasta el punto de que no se consiguen las condiciones que permitan avanzar en cuanto al desarrollo y consolidación del sistema político que exigían las bases del liberalismo, aún con serias contradicciones en su seno. Igualmente, se ha infravalorado la fuerza latente que, todavía pese a estar en una fase de agonía, mantienen las viejas estructuras. El Antiguo Régimen, en esa línea., había podido conservar en España sus raíces feudales “hasta el último día”. Vid. Anderson, Perry: El Estado absolutista, Siglo XXI Editores, Madrid, 1979, pág. 80.

      

    

  


  
    I.11. El deterioro del Orden Público, el modelo de seguridad, dentro del proyecto liberal


    El referido carácter contradictorio del liberalismo español deja también su huella al examinar la crisis que sacude al Antiguo Régimen, aún visto desde una posición conservadora, desde la alianza entre la alta burguesía y la nobleza que va a obtener su triunfo en 1843. El moderantismo español, tras un primer tercio de siglo ausente, irrumpe con la muerte de Fernando VII.


    El pueblo lo acogió casi como a un salvador y le apodó “El Deseado”. Sin embargo, al finalizar su reinado casi 20 años después, su figura había quedado desprestigiada, y ha pasado a la Historia como uno de los peores reyes de España. Nobleza y alta burguesía habían comprendido que la desaparición de “El Deseado” llevaba consigo también la muerte de un régimen político caduco, débil e incapaz de dar respuesta a los nuevos tiempos, de una nueva sociedad que irrumpía tras superar la Guerra de la Independencia, la Constitución de Cádiz y del Trienio Liberal. Fernando VII regresó a España al finalizar la Guerra de Independencia, en 1814.


    Así, las clases dirigentes van a permitir una transición controlada que, a su vez, no excluirá a los absolutistas en el nuevo Estado liberal.


    En 1814, el incipiente moderantismo se había dejado ver en el llamado “Manifiesto de los Persas”, que analiza el profesor Murillo Ferrol68.


    Los “Persas” denostan el radicalizado doceañismo, sin querer volver de forma alguna al absolutismo puro. De ahí parte la orientación política que recoge el liberalismo moderado que preside los años 1820-23, que frena la dinámica revolucionaria y que, incluso, acepta como mal menor “ante el anarquismo” la invasión de los Cien Mil Hijos de San Luis. Eso sí, desde París y a partir de 1824, ya comprende lo peligroso que puede ser un régimen absolutista cerrado y, por ello, conspira proponiendo un aggiornamento, basado en la ilustración política69.


    Los grupos sociales dirigentes se van a dividir entre los que quieren seguir con la alianza del Trono y del Altar como medio más seguro para impedir la llegada e inundación por la marea revolucionaria (el sector ultra del moderantismo, que cristalizará en el carlismo).


    Este sector sería definido por Javier de Burgos, ministro de Fomento en 1833, como aquellos “enemigos del régimen representativo que no se contentaban con las seguridades de un absolutismo como quiera, ni menos con un absolutismo progresivo, sino que necesitaban o exigían uno estacionario, y aún, si era posible, retrógrado, para cuyo entronizamiento contaban con la cooperación más o menos eficaz de las masas ignorantes y con la inercia de las clases ilustradas”70.


    Por otra parte, se encontraban los partidarios de introducir de forma gradual un liberalismo conservador y más prudente, que se abriera a los sectores no revolucionarios como medio ideal para apaciguar el temido ascenso de las clases no privilegiadas, del sufragio popular y de las libertades públicas, situación que Martínez de la Rosa resumiría en “hay que arrancar hasta la última raíz de feudalismo, sin dañar nada el tronco de la propiedad”. Es un fiel reflejo del doctrinarismo francés que preside la ideología de la nueva etapa política que desarrolla la España de la Restauración y que potencian los ministros de Isabel II, los hombres del Estatuto Real, los Cea Bermúdez, Martínez de la Rosa, Javier de Burgos o pensadores como Balmes, Donoso Cortés o Alcalá Galiano, dentro de una tradición que desembocará en Cánovas del Castillo71.


    Todos ellos teorizan sobre la soberanía de la razón y de la inteligencia; sobre la legitimidad dominadora de las clases propietarias; sobre la libertad prudente y la defensa legítima de la revolución de los propios revolucionarios. Javier de Burgos resume la situación política creada en una intervención suya de esos días:


    “Creía entonces, como creo ahora que los pueblos que, después de siglos, han vivido en las fangosas regiones del despotismo no pueden sin riesgo respirar de repente el aura pura de la libertad... Así, aunque no creyendo que debiera sostenerse mucho tiempo en un sistema político proclamado por el manifiesto del 4 (4 de octubre de 1833, reinado de Isabel II), pensé que sólo bajo la influencia de un régimen absoluto, ilustrado y paternal, podrían por entonces desarrollarse los elementos para mejorarlo y cambiarlo progresivamente, sin convulsiones ni trastornos”72.


    Esta ideología hará de base cultural de la sociedad liberal que surge de la desamortización, así como de base política de la nueva estructura estatal para hacer encajar en ella a los grupos dirigentes.


    Del destartalado Estado absoluto se pasaba a un estado jerarquizado. Es un Estado centralista; así, el Estado de los moderados va a constituirse en el soporte fundamental de dominación social de la era contemporánea española. Su gran teórico sería Javier de Burgos y, junto a él, los intelectuales orgánicos del moderantismo que van a fraguar la teoría de la administración centralista: Alejandro Oliván, Ortiz de Zúñiga, Gómez de la Serna, Posada-Herrera, Colmeiro. Están, todos ellos, enamorados de la idea de la monarquía moderada o constitucional que, como señala Oliván “procura evitar los inconvenientes de los Gobiernos absolutos y de los democráticos”73.


    Javier de Burgos, descendiente y admirador de la generación ilustrada de los Jovellanos, Campomanes, Cabarrús o Aranda, es consciente de una necesidad de un Estado coordinador y promotor de la riqueza y de la prosperidad, aspectos tan comprometidos con la emancipación de las colonias americanas que, sólo “a través de medidas sabias de parte del gobierno y esfuerzos patrióticos de parte de los capitalistas” puedan salvar la difícil situación que se vive y que es producto de un retraso estructural de España, debido a las deficiencias del propio Estado, como aparato asimilador y conductor de las transformaciones políticas74.


    En esa línea, el autor señala que la enfermedad del Antiguo Régimen arranca de una ausencia de poder en los órganos centrales del Estado, incapaces de hacerse escuchar y, aún menos, obedecer desde los cuatro puntos cardinales del país. El que fuera ministro de Fomento en 1833 y que estableciera la división de España en las 49 provincias —que se han conservado hasta la actualidad— concebía la acción política como una labor planificadora y uniformizadora que se pudiera dirigir desde un despacho central; labor que sería ejecutada, obedientemente, por los diferentes agentes del Estado distribuidos de forma adecuada a lo largo y ancho del territorio.


    Para el político granadino —un tecnócrata que intenta llevar a cabo la fallida política ilustrada en la España de Fernando VII, a través de las fórmulas de gobierno que él ha visto y admirado de Francia— el Estado liberal era, ante todo, centralización; era la acción protectora del gobierno o la omnipresencia de la administración, de forma que “se remuevan a un tiempo millares de obstáculos y se promueva con un sólo impulso, uniforme e ilustrado, una masa inmensa de prosperidad (...). Los encargados de este servicio deben formar entre sí una cadena que, acabando en el último agente de policía municipal, empiece en el jefe de la Administración”75.


    En esa misma línea, Luis López Ballesteros, ministro de Hacienda con Fernando VII, dirige al rey una “exposición” en la que insiste en la necesidad de crear un ministerio que reuniese a toda la administración civil, como sustituto del ya estéril Consejo de Castilla. Estamos en octubre de 1830. Hay que fijar competencias, simplificar trámites. Un alcalde no puede recibir órdenes de capitanes generales, de Salas del Crimen, de regentes, intendentes y subdelegados de policía, de corregidores y un sinfín de autoridades que se superponen y entrecruzan. Ahí busca la solución en la máxima salida expuesta por Javier de Burgos: la centralización. Y no sólo de la periferia con respecto al centro geográfico, sino de las propias instituciones centrales. Así, de entrada, se empezaría a sacar a España de la crisis76.


    Esta idea de centralización va a tener su refrendo en uno de los más importantes documentos del moderantismo, el Manifiesto que la Reina Gobernadora va a dirigir al país el 4 de octubre de 1833, tras la muerte de Fernando VII. En él, María Cristina ya habla de “las reformas administrativas, únicas que producen inmediatamente la prosperidad y la dicha, que son el solo bien de un valor positivo para el pueblo, serán la materia permanente de mis desvelos”77.


    Javier de Burgos, al frente del Ministerio de Fomento desde el 21 de octubre de 1833 a 17 de abril de 1834, pondría en práctica el papel de un superministerio, un ministerio unificador de toda la administración78. En una segunda fase, tan del gusto de los moderados, el poder se desarrolla de arriba-abajo, haciendo llegar las órdenes del Ministerio al siguiente eslabón territorial, que en Francia era el Departamento y en España sería la Provincia.


    Así, el Real Decreto de 30 de noviembre de 1833 organizaba España en 49 provincias; se decidía, a través de esta medida tomada en un despacho sobre el mapa de España, la desaparición formal de las comunidades territoriales naturales, de los reinos históricos. La medida administrativa se completaba con el nombramiento inmediato de los agentes unipersonales del Estado, jerarquizados y con dependencia directa del ministro de Fomento, ejecutores de las órdenes de éste último. Eran los subdelegados de Fomento, el antecedente histórico de los gobernadores civiles.


    Como último organismo dentro de la organización del Estado está la Administración local, lugar donde deberán llegar finalmente las órdenes que partan del ya único centro de mando/emisor, es decir el Ministerio de Fomento. Dado que éste último no puede trasladar la figura del gobernador a cada centro de población, lo que sí hace es controlar el gobierno local potenciando la figura del alcalde sobre la corporación municipal. De hecho, el alcalde es nombrado por la Corona.


    Sin embargo, con un gobierno de alternancia de partidos en el poder, hay que hacer una matización al respecto: para los progresistas, el alcalde era, sobre todo, un representante popular; para los moderados, fundamentalmente es el delegado local del Gobierno.


    La organización del nivel local se hace difícil a los moderados quienes, no obstante, tienen mayor supremacía a nivel central y provincial. Los progresistas, que están en contadas fases en el poder, tienen muy claro que su baza política está en los ayuntamientos y en el grado de autonomía que éstos tengan. Pese a ello, los moderados van a imponer su modelo con la ley de 1840 (presidencia de Evaristo Pérez de Castro, Ley de Ayuntamientos de 184079), y definitivamente en 1845.


    La Ley de Ayuntamientos de 1840 sigue un modelo municipal centralista, de corte francés, donde la designación de los alcaldes parte del gobierno. La aprobación de esta ley dividió a la sociedad política de la época y terminaría con la renuncia de la regente María Cristina, por no avenirse ésta a negar la sanción a esta ley.


    Aún con cierta inseguridad, se está buscando un modelo de seguridad interior. López Garrido fija en tres las fases. En la primera de ellas, las clases dominantes del periodo absolutista se aferran a fórmulas de seguridad ya caducas, plenamente superadas por las Milicias Nacionales; en la segunda fase, los moderados intentan reconducir las Milicias hacia postulados conservadores: no tendrán éxito en este cometido, lo que significará la posterior desaparición de estas milicias populares. En la tercera fase, los moderados, que triunfan en 1844, van a crear el nuevo modelo de cuerpo de seguridad que sustentará al estado centralista: la Guardia Civil80.


    En la primera fase, no hay reformas importantes en seguridad. Los cuerpos regionales son poco numerosos y están muy diseminados en el territorio; la eficacia, por tanto, es escasa con la posible excepción de los Mossos d´Esquadra, dentro de una política de orden público en la que el Ejército sigue en la primera línea. Estamos, además, en un marco político dentro del cual la vuelta al poder de los absolutistas lleva consigo la supresión del Ministerio de Gobernación, la destitución de los jefes políticos, el retorno de las competencias de seguridad y orden público a los comandantes y capitanes generales, con órganos de policía autárquicos y con capacidad legal para juzgar: son los casos del Ministerio de Policía y Seguridad Pública (año 1815), o la bien dotada Superintendencia General de Policía (año 1823).


    Estos organigramas se completarían con la creación del cuerpo de Voluntarios Realistas, fuerza que actuaría al servicio del absolutismo, como las Milicias lo harían a favor del liberalismo, de hecho, surgen contra las milicias81. Así, Voluntarios Realistas, Policía General del Reino y Comisiones Militares van a constituir la base sobre la que se apoya la represión absolutista hasta que la Corona, precisamente, se hace eco de la demanda de una política liberal moderada, que surge en la calle.


    En el año 1829 (Vid. RD de 9 de marzo) se crea el Cuerpo de Carabineros de Costas y Fronteras. Organizado militarmente, nace con una misión de resguardo fiscal; para hacer la guerra al contrabando; para prevenir y atacarlo en sus lugares de nacimiento y perseguirlo en todas direcciones hasta acabar con él. Hacienda comienza a tomar conciencia de su cometido y busca apoyos y medios para la que ya se presume una larga labor a desarrollar dentro de un Antiguo Régimen que está en dura crisis82.


    La muerte de Fernando VII (29 septiembre de 1833) marca el inicio de la segunda fase en España para la búsqueda del canon moderado de seguridad. En principio, se pretende llevar y reconvertir a las Milicias hacia posiciones moderadas mediante medidas, como impedir el acceso de las clases no propietarias a las Milicias, así como acabar con la elección de los mandos mediante el acuerdo de la propia milicia.


    Así, el Reglamento de 1835 define a la Milicia urbana como una “institución civil dependiente del Ministerio del Interior en lo general de la nación, del gobernador civil en cada provincia y de la respectiva autoridad civil y gubernativa en cada pueblo”.


    El 11 de diciembre se presenta a las Cortes un proyecto de Ley adicional, más centralizador que reglamenta el nombramiento de los oficiales de la Guardia Nacional (nombre que toman las Milicias a partir del 22 de septiembre de 1835) a través del gobernador civil, dejando atrás el sistema electivo anterior. Es más, para tal paso se creó una comisión especial que presentó su Dictamen al Estamento de Procuradores, dejando claro que la Guardia Nacional quedaba ligada al Gobierno, sin que pudiera emanciparse a su autoridad.


    A través de estas medidas, los moderados en este periodo (1833-1843), inmersos en una situación bélica, toleraban y controlaban interesadamente a la Milicia; sin embargo, las Milicias, cada vez se sentían más el brazo armado del liberalismo progresista. El choque no tardaría en producirse, precisamente al originarse el golpe de Estado de 1843 que llevaría al poder a los generales moderados.


    En el verano de 1843, un pronunciamiento militar encabezado por los generales Serrano, Narváez y Prim derribó al regente, el general Espartero, y puso fin al trienio progresista iniciado en 1840. Isabel II, a sus trece años, fue declarada mayor de edad.


    El Ejército se va a ir constituyendo como una fuerza orgánica que va a unirse a la alianza nobiliario-burguesa, ya existente, en la búsqueda de un modelo de seguridad propio del moderantismo, modelo que desembocará en la creación y luego militarización de la Guardia Civil83.
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    I.12. El papel del ejército, dentro del cambio político en España (1812-1843)


    En esta fase, el Ejército —y dentro de él, la cúpula del Estado Mayor General— consigue una autonomía notable y cotas de poder importantes dentro de la estructura de la transición; todo ello, pese a las críticas de algunos militares, como Álvaro Flórez Estrada (1765-1853), intendente del Ejército y liberal. En su obra sobre la “Constitución militar” se opone a la concepción militarista que separaba al Ejército del pueblo84. Flórez entendía que esta separación sólo ha servido para la opresión interna de los ciudadanos, y no para la defensa exterior de la patria:


    “La historia nos hace ver que jamás un Ejército permanente sirvió para defender la independencia política de su Nación, al mismo tiempo que tampoco nos ofrece el ejemplo de una sola que a la corta o a la larga no hubiese sido victima del sistema destructor de fijar en una clase aislada la fuerza pública... la Constitución militar debe establecer por base que el Soldado primero es hombre que Militar; primero Ciudadano que Soldado; que las Leyes militares son inferiores a las naturales, y a las civiles; que la Institución militar no debe tener otro objeto que defender la libertad exterior de los asociados; que si alguna vez, contra lo que dicta la razón, la ley concede aplicarla a conservar y restablecer la tranquilidad interior, debe ser con la mayor precaución, señalando los casos y poniendo límites muy estrechos cuando se haya de hacer uso de ella”85.


    Flórez Estrada considera que la fuerza pública es la llave maestra de todas las partes del edificio político de una sociedad, en clara sintonía con el artículo 12 de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de la Revolución francesa: “La garantía de los derechos del hombre y del ciudadano requiere una fuerza pública con su carácter prescriptivo, imperativo y coercitivo; esta fuerza, pues, es constituida para beneficio de todos y no para el provecho particular de aquellos a quienes es confiada”86.


    El Ejército, sin embargo, pasaría a ser un estamento bastante cerrado sobre sí mismo y su cúpula sería utilizada por los dirigentes de la vieja sociedad para dirigir adecuadamente a sus intereses el devenir político y el camino a seguir en la construcción del Estado. Como observa Olózaga en su célebre sesión parlamentaria de 12 de diciembre de 1843 “[En España] ha habido una fábrica de decretos, y no eran los Ministerios”87.


    El poder civil se sentía marcado por la cúpula del Ejército, algo que incluso acentuaba aún más las tensiones en el seno de la sociedad española que redundaban en una mayor dureza para la salida de la crisis del Antiguo Régimen y, asimismo, apaciguaba la fuerza revolucionaria inicial. A este respecto Manuel Tuñón de Lara no habla de militarismo del siglo XIX español en el sentido estricto, sino que considera que los militares no actuaban para dar el poder al Ejército sino a título individual o, como mucho, como integrantes de determinados grupos políticos que se sirven del poder de hecho y del prestigio que daría el Ejército. En su opinión, los militares no forman un cuerpo autárquico que se sirve a sí mismo. Actúan finalmente —consciente o inconscientemente— al servicio de intereses y proyectos socioeconómicos y, además, son conscientes de que, dentro del organigrama social, ocupan un lugar dentro del cual tienen una cierta autonomía y fuerza —que conocen— y que les lleva, en algunos casos, a protagonizar luchas por el poder con fuerzas políticas con las que, incluso ideológicamente y en el planteamiento social, coinciden básicamente88.


    Dado que la composición interna del Ejército no es homogénea, la toma de posición conjunta de los mandos militares, la ideología política del aparato castrense, suele ser difícil de determinar; algo que se intenta paliar con el progresivo ennoblecimiento de la casta militar, fundamentalmente de los generales, que el proyecto conservador va a potenciar, aun cuando el Estado no está aún suficientemente institucionalizado, sobre todo en los decenios del siglo XIX.


    Es una fase en la que tantos moderados como progresistas acuden al Ejército para conquistar el poder, una actitud que será el gran pecado castrense que todavía prevalece en el subconsciente del pueblo español y del que, desgraciadamente, aún tardará tiempo en dirimirse.


    Muchos autores han estudiado las causas del militarismo o problema militar en España. Entre otros, el filósofo y revolucionario Federico Engels (1820-1895), tan sensibilizado con el obrerismo español y más concretamente con el catalán, hablaba del problema crónico militar en la sociedad española a través del artículo “El Ejército español”, publicado en el Putnam´s Magazine, en diciembre de 1855, dentro de un estudio titulado “Los ejércitos de Europa”. En él precisa:


    “Las causas reales de esa situación [en España] son más profundas. La larga guerra contra Napoleón, en la que los diversos ejércitos y sus generales consiguieron efectiva influencia política, fue lo primero que les dio un rango pretoriano. Varios hombres muy activos del periodo revolucionario se quedaron en el Ejército; la incorporación de las guerrillas al Ejército regular reforzó incluso ese elemento. Y así, mientras los jefes conservaban sus pretensiones pretorianas, los soldados y subalternos seguían inspirados por las tradiciones revolucionarias. Así pudo prepararse normalmente la insurrección de 1819-1823 y más tarde, en 1833-1843, la guerra civil volvió a colocar en primer término al Ejército y sus jefes”.


    Engels, continua diciendo en el citado artículo: “Utilizado como instrumento por todos los partidos, no tiene nada de raro que el Ejército español tomara por algún tiempo el poder en sus propias manos (...) “Los españoles son un pueblo de guerreros, no de soldados, dijo Abbé de Pradt. Y, sin duda, son los españoles los que de todas las naciones europeas más antipatía sienten por la disciplina militar. [pese a] Ello no obstante, sería posible que la nación, que fue celebrada durante más de un siglo por su infantería, volviera a tener un Ejército del que poder estar orgullosa. Pero para conseguirlo sería necesario no solamente reformar el sistema militar, sino en mayor medida, la vida civil”89.


    Sin embargo y en clave interna, la sociedad civil española seguía teniendo al Ejército en un lugar preferente. El enemigo interior se va a fijar en el subconsciente de algunos militares como la obsesión más severa, por encima incluso de la defensa de la frontera de las posibles amenazas externas.


    Tanto la Constitución de 1812 como los gobiernos del Trienio Liberal trataron de subordinar el Ejército al poder civil e, incluso, acabar con las peculiares relaciones directas del Ejército con la Corona. Se pretendía que el Ejército fuera el instrumento de la soberanía militar, representada ésta en Las Cortes y, también, que se delimitaran claramente las funciones de las Administraciones civil y militar. Así, el jefe político era el jefe de la Administración civil, entre cuyas competencias estaba el orden público, salvo en casos calificados como por exigencias de guerra, siempre transitorios y argumentados con toda clase de razones y garantías90.


    Así, la primera doctrina militar del liberalismo vendría expuesta en los textos jurídico-constitucionales de las fases históricas no absolutistas; sobre todo en dos de ellas: la Ley Constitutiva del Ejército, de 9 de junio de 1821 y el Decreto LX de las Cortes de 27 de enero de 1822, que organiza el territorio español en distritos militares.


    La primera Ley mencionada arranca con la declaración: “La fuerza militar nacional es el conjunto de todos los españoles que arma la patria para su defensa”; asimismo, en su artículo 8, dejaba muy claro la obligación de no seguir las órdenes de los jefes militares contra el sistema parlamentario, marcando expresamente la ilegalidad de cualquier golpe de Estado. Por su parte, el Decreto de 1822 evoluciona las Capitanías Generales y las transforma en distritos, a la vez que suprime la figura de los gobernadores militares de provincias, que competían por el poder con los jefes políticos. La Historia muestra como incluso durante los periodos 1812-14 y 1820-23 el liberalismo no pudo olvidarse de la amenaza militar. El liberalismo doceañista buscaba que descendiera el poder político del Ejército que, de forma casi permanente, se palpaba en todo el Estado; de ahí, entre otras medidas, arranca y se produce la potenciación de la Milicia Nacional, aunque se siga entregando al Ejército parcelas de poder, entre otros motivos por la razón de poder seguir subsistiendo, dada la cantidad de veces en las que el poder político se siente obligado a tener que decretar/declarar la ley marcial.


    Precisamente, la idea constante de la subordinación del poder militar al poder civil —decretada por los liberales— se va a convertir en una de las razones más esgrimidas por muchos de los generales para adoptar una posición pasiva ante la vuelta al absolutismo. De hecho, Fernando VII buscó complacer a la milicia cuando, en 1814 y 1824, restauró la autoridad judicial, gubernativa y policial que habían tenido los capitanes generales, en detrimento de los jefes políticos y las diputaciones provinciales.


    Así, los capitanes generales de provincias volvieron a recuperar la presidencia de chancillerías y audiencias, así como los procedimientos judiciales de seguridad pública, que le fueron quitados de entre sus competencias al ministro de Seguridad Pública91.


    Se produce pues una identificación del Estado absolutista, que se apoya claramente en el estamento militar: los agentes del Gobierno son los capitanes generales, y la principal institución con la que el Estado se hace notar en clave interna es con el Ejército “destinada [la fuerza militar] no menos a restablecer y conservar la tranquilidad pública interior del Estado, que para defenderle contra los ataques exteriores, se distribuirá toda ella en las provincias del Reino, según la necesidad y proporción de cada una, para que se emplee en dicho servicio”92.


    La autoridad política máxima después del rey pasa a ser el capitán general, tal como señala el Real Decreto de 25 de septiembre de 1833. La vertiginosa subida y ascensión al poder de los generales planteaba problemas con respecto a la modernización y desarrollo que exigía la administración civil, cara a los nuevos tiempos.


    El RD de 25 de septiembre de 1833, en su Artículo 2, los sitúa como primeros jefes de las provincias, con un sueldo de 120.000 reales, que dobla al que percibe la autoridad civil máxima, el intendente. Asimismo, en las capitanías generales el capitán general tiene a su cargo un importante contingente de funcionarios, superior incluso a algunos Departamentos ministeriales y, cómo no, un importante contingente militar bajo su mando: fuerza de Ejército, Milicias Provinciales, Cuerpos de Seguridad y Carabineros. Era una situación que constantemente denunciaban los sectores liberales, no ya los progresistas —que lo tenían entre sus postulados— sino también los ya concienciados líderes políticos moderados que participan en el Estatuto Real. Así, tanto Cea Bermúdez, De Burgos, Martínez de la Rosa o Francisco Silvela asumen la idea de la necesaria desaparición del monopolio de los capitanes generales al frente de la Administración como punto de partida del Estado burgués, inquietud que comparte el general Antonio Remón Zarco, ministro de la Guerra hasta finales de 1834, quien ya denunció los peligros que podrían acechar al Estado con el uso ilimitado de la iniciativa política de los jefes militares.


    López Garrido hace referencia a un “pacto tácito” al que habrían llegado los generales, representados en el Consejo de Regencia por Castaños y el marqués de las Amarillas, y los delegados de los gabinetes ministeriales de Cea y De Burgos. Por este acuerdo (Real Orden de 12 de marzo de 1834, Gaceta de Madrid, 18 de marzo), los generales aceptarían un descenso en sus competencias administrativas, hasta el límite de tocar sus cometidos sobre seguridad y policía, que les llevaría hasta una dirección compartida93.


    La Real Orden reconducía la situación a un final, según el cual las Capitanías Generales debían sujetarse a la supremacía administrativa que sobre ellas y sus competencias debían tener las subdelegaciones de Fomento94; asimismo, Zarco del Valle, ministro de la Guerra, dirigió (Real Orden de 22 de marzo de 1834) a todos los capitanes generales una misiva que buscaba contrarrestar la acometida del poder público/civil ante la amenaza de la Real Orden de 12 de marzo antes comentada. La Real Orden de 22 de marzo reforzaba el poder militar, de nuevo:


    “A fin de evitar la diseminación de los cuerpos del Ejército en partidas sueltas, con perjuicio harto sabido de la disciplina y el orden de ellos, y teniendo presente al propio tiempo que en la situación actual es importantísimo que haya una fuerza activa cercana a los puntos donde puedan alzarse las facciones para la extinción en su origen, y que circulando de continuo afianza la seguridad de los campos y las propiedades, se ha dignado S. M. la Reina Gobernadora autorizar a V. E. para que en cada una de las provincias o partidos del distrito de su mando, según V. E. lo creyera conveniente, formar una o más compañías de seguridad de la fuerza proporcionada a su objeto. (...) En aquellas provincias donde hay escopeteros, miqueletes, celadores o miñones, u otra fuerza de esta clase, podrá convenir aumentarla, sobre lo cual V. E. y los demás Capitanes Generales tomarán desde luego la resolución conveniente, dando cuenta. S. M. se propone con estas medidas aumentar prontamente la fuerza armada, ocupar con ella la mayor extensión posible del país, dar a las Autoridades un apoyo inmediato y proporcionar la reconcentración de la fuerza del Ejército para las operaciones militares”95.


    En desarrollo de la Real Orden de 22 de marzo se formaron batallones en Cataluña, Navarra y Castilla la Vieja. Estos cuerpos francos cogen mucha fuerza, hasta 30.000 hombres, y un claro carácter involutivo que llevará al Ministerio de regencia esparterista de octubre de 1840 a aprobar un decreto de disolución el 8 de diciembre de ese año.


    Ya las Cortes progresistas de 1836-37 —posteriores a la insurrección de La Granja, la sargentada— se hicieron eco del poder que acumulaban los militares frente al poder civil. El diputado del Partido Progresista Aniceto de Álvaro, líder de los doceañistas y a la izquierda de los moderados mendibazalistas, denunció ante el Gobierno “las ocurrencias de los generales Narváez y Alaix”, verdaderos virreyes de los ejércitos de Andalucía y del Norte96.


    El 24 de agosto de 1837, un mes antes de las elecciones en las que vencerían los moderados, los diputados Sereix y Osca presentaron una proposición pidiendo más fuerza para los generales: “Pedimos a las Cortes se sirvan acordar el restablecimiento del decreto de las mismas de 11 de marzo de 1811, por el que se autorizó al Consejo de Regencia para que confiriese el mando de los Ejércitos, Divisiones y Regimientos a cualquier militar que reuniese los acontecimientos necesarios”97.


    Se pretendía con ello la toma de una postura política en las Cortes ante el ascenso popular de la milicia, ya que jurídicamente no parecía ser necesario. Los mencionados diputados pretendían ofuscar a los capitanes generales, la mayoría de ellos con claros orígenes absolutistas, lo que hacía temer ante su posible falta de energía para atajar las andanadas de los ultras carlistas. De hecho, el barón de Meer, aún siendo capitán general de Cataluña, subvencionó al carlismo, dato que nos permite hacernos una idea de la independencia con la que obraban los altos cargos militares con respecto al Gobierno Central.


    La proposición de Sereix y Osca fue enviada a la Comisión Conjunta de Restablecimiento de Decretos y de Guerra que, de acuerdo con la legislación militar vigente entonces y con fecha 10 de septiembre de 1837, la consideró “innecesaria”. Evitaba así pronunciarse y, con ello, poder herir la susceptibilidad del alto mando militar. El diputado García Carrasco pidió la supresión de las Capitanías Generales, dentro de una polémica que prolongó cinco meses su discusión y llevó a un dictamen que fijaba que “no puede hacerse por ahora semejante innovación por las circunstancias de la guerra civil, de que la mayor parte de las provincias son teatro”98.


    Los diputados parecían admitir la necesaria disolución de las Capitanías Generales, dado el poder político y administrativo que tenían; sin embargo, consideraban que no era el momento puesto que la situación bélica que se estaba viviendo lo desaconsejaba.


    El llamado problema o cuestión militar empieza a ser una constante en estos años, ya sea el gobierno progresista o moderado. El 24 de enero de 1838, el diputado liberal agrarista Domingo Fontán (1788-1866) presentaba una proposición al Congreso con el objeto de economizar los gastos públicos y, con esta intención, uniformar la administración militar con la civil. Así, pedía que “las llamadas Capitanías Generales de las provincias del Reino” tomaran el nombre de “Distritos militares”; que esos distritos tuvieran “un número determinado de provincias civiles”, y que los capitanes generales pasaran a denominarse en lo sucesivo “comandantes generales del distrito militar que se les señale”.


    Fontán, en la defensa de su proposición, dejaba muy clara su hostilidad a la posición de privilegio del alto mando militar: “Pasó la autoridad despótica de la Monarquía y, sin embargo, continúan los abusos en las capitanías generales, y continúan con provecho de los que las desempeñan y con perjuicio de la Nación, pues siguen cobrando un sueldo de 6.000 duros, igual al de los consejeros de la Corona”99.


    Pese al énfasis desplegado por el profesor y diputado gallego, el dictamen favorable a su proposición nunca fue incluido en el orden del día del Pleno del Congreso.


    En la misma línea y en la misma legislatura, concretamente en la sesión del 9 de marzo, el diputado del Partido Moderado Francisco Silvela presentó una proposición de ley que pretendía organizar los gobiernos políticos y fijar sus atribuciones.


    Tenía un carácter centralizador, ya que propugnaba que alcaldes y Milicias Nacionales estuvieran bajo la autoridad directa del gobernador de la provincia, pero buscaba civilizar y desmilitarizar a la Administración, máxima que era una constante de moderados y progresistas de aquellos años. En su artículo 27, volvía otra vez sobre la misma idea:


    “Suprimidas las capitanías generales para uniformar la división militar con la civil, o consideradas únicamente como distritos, comprendiendo varias comandancias generales de provincia, y organizadas éstas por una ley, de forma que los comandantes generales no tengan autoridad alguna sobre los jefes y empleados civiles, ni sobre los alcaldes y habitantes de la misma, y sí sólo sobre las tropas que en ellas se hallan de asiento o de tránsito, con la inspección o dirección de los establecimientos, oficinas o dependencias militares, el jefe político será el conducto por donde el ministro de la Guerra comunique las leyes y órdenes superiores que tengan que cumplir los pueblos, sin perjuicio de hacerlo saber para los efectos que convenga a los comandantes o capitanes generales”100.


    La proposición de Ley de Silvela no prosperó en esa legislatura; en la siguiente (1838-1839), volvió a intentarlo, concretamente con fecha 12 de noviembre, con una contundente exposición de motivos:


    “En cuanto a los comandantes generales deberían llamarse comandantes generales de las armas en tal o cual provincia. El sable no puede ser sino instrumento: el comandante general depositario de la fuerza pública, no es la autoridad pública: no debería tener mando sobre los alcaldes ni otros jefes o empleados civiles, y sí sólo sobre las tropas que en la provincia se hallasen de asiento o de tránsito”101.


    El ministro de la Gobernación era Hompanares de Cos. Silvela, había ocupado fugazmente y durante el trámite parlamentario la cartera de Gobernación, del 6 de noviembre al 1 de diciembre. Pese a todo ello, la proposición no llegaría a prosperar y fue detenida por el Gobierno y tampoco llegó a incluirse en el orden del día. En ese Gobierno y como ministro de la Guerra (1838-1839) estaba el general Alaix, que mantenía su propósito de remilitalizar la Administración a través de unir y dinamizar las relaciones entre Madrid y las capitanías generales.


    El peso del Ejército seguía siendo muy fuerte en el Estado; los capitanes generales seguían manteniendo una clara autoridad y autonomía y contaban, además, con un arma muy poderosa por medio del expediente de declaración del estado de sitio, situación que les autorizaba a neutralizar a las Milicias Nacionales.


    Así ocurrió en los casos de Clonard, Palarea y Villalobos en Andalucía, en 1837, y Narváez en 1838; o el protagonizado por el barón de Meer en Navarra y Cataluña; o Alaix, en Madrid. Christiansen recoge una conversación del general Alaix con Richard de la Saussaye a la que hace referencia Clarendon en su carta a Villiers: “Si el gobierno persiste en obstaculizar los recursos, la política y la opinión del país, el Ejército debe independizarse de él”102.


    Según Christiansen, antes de que finalizar 1839, el Gobierno estaba dominado por un grupo de políticos conservadores decididos “a rescatar al régimen parlamentario de su camisa de fuerza militar”103. Eso sí, con la ayuda de la Reina.


    Southern manifestaba entonces su crítica opinión sobre los generales: “Estos hombres, que forman la moderna nobleza de España, la mayor parte de la cual tienen su origen en la contienda americana, han sido casi invariablemente los donadores de patronazgo desde la muerte de Fernando VII y constituyen la cabeza de un partido que, aunque no hace ruido, es capaz de frustrar los proyectos de los hombres de negocios llamados a aconsejar a la Reina, a menos que pertenezcan a su propio círculo”104.


    Es un rescate que ni siquiera se llevará a efecto con el progresista Baldomero Espartero. Así se refleja en la “Exposición sobre el estado actual de las dependencias del Ministerio de la Guerra”, de fecha 31 de marzo de 1841, firmada por el ministro Chacón, que defiende la necesidad de mantener las Capitanías Generales y todo su organigrama burocrático y, también, los gobiernos militares105.


    En ese mismo sentido, el decreto de Espartero, de fecha 8 de septiembre de 1841, sobre mando y dirección de las diferentes armas e institutos del Ejército, apenas toca el poder de los capitanes generales y la estructura orgánica militar que tienen desplegada en todo el territorio nacional.


    En opinión de López Garrido, el fondo de la cuestión militar es, en última instancia, el problema histórico que España va a tener para poder formar un Estado moderno; para poder conseguir una administración civil autónoma y fuerte, en el deseo de arrancar al país, de una vez por todas, del Antiguo Régimen106.


    En la primera mitad del siglo XIX español y dentro de las dos concepciones de Estado —que encarnan progresistas y moderados— hay un poder que está llamado a vertebrar este Estado: el poder militar.


    Dentro de éste último hay dos mentalidades: aquellos que defienden que “entre el caos y el capricho de los políticos, sólo el Ejército representaba y expresaba a la Nación”, y aquellos que entienden al Ejército como una institución no autónoma, que debe obedecer al poder civil y que, también, concibe al Parlamento y a los poderes elegidos por votación popular como los legítimos representantes de la voluntad nacional107.


    Militarizar al poder o la preeminencia de la sociedad civil sobre el poder militar: es una dura dialéctica que ha prevalecido aún durante los dos últimos siglos en nuestro país y que va a marcar, como veremos, la propia naturaleza del nacimiento de la futura Guardia Civil.
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    Capítulo II

    Los liberales conservadores, en el poder


    SUMARIO: II.1. Las Guerras Carlistas (1833-39) y sus incidencia en la política nacional. Las Regencias de María Cristina (1833) y de Espartero (1840-43). II.2. El Estatuto Real: la Soberania, el Parlamento y el Rey. II.3. El Carlismo, como movimiento político y social. II.4. Mendizábal y su política rupturista. II.5. La Constitución de 1837: completa, sistemática, flexible. II.6. Fin de la Primera Guerra Carlista: Espartero Regente. II.7. Todos contra los Ayacuchos. La Era Narváez. II.8. La década Moderada. Real Orden de 1 de febrero de 1844. La caída de la Milicia Nacional y del Modelo Liberal Progresista de Seguridad Interior. II.9. La Centralización del Estado. II.10. González Bravo y Narváez. El monopolio conservador. II.11. El enfrentamiento competencial entre el Bloque Civil y el Militar dentro del Estado.


    II.1. LAS GUERRAS CARLISTAS (1833-39) Y SUS INCIDENCIA EN LA POLÍTICA NACIONAL. LAS REGENCIAS DE MARÍA CRISTINA (1833) Y DE ESPARTERO (1840-43)


    El 29 de septiembre de 1833 fallece Fernando VII; su mujer, María Cristina de Borbón Dos Sicilias (sobrina suya, con quien se había casado en cuartas nupcias el 11 de diciembre de 1829), actuará como Regente hasta la mayoría de edad de Isabel II (nacida el 10 de octubre de 1830 y que había jurado como heredera ante las Cortes el 20 de junio de 1833).


    Previamente, el 29 de marzo de 1830, Fernando VII había acordado publicar una Pragmática Sanción, la de 1789 y, con ello, anular la Ley Sálica que impedía reinar a las mujeres. Se reabría así el tema sucesorio ya que la decisión fernandina dejaba fuera de la sucesión al trono a su hermano Carlos María Isidro; por otra parte, la publicación de la Pragmática Sanción era una de las bazas hábilmente jugadas por los círculos moderados y seudoliberales del régimen que se habían formado alrededor de María Cristina de Nápoles (la Reina gobernadora) para llevar adelante una reforma política necesaria; eso sí, de forma prudente y controlada1.


    Recordemos, además, que el 18 de septiembre de 1832, los sectores más ultras del Gobierno, encabezados por Tadeo Colomarde, consiguieron que se anulara la Pragmática Sanción.


    Desde 1713 la Ley Sálica prohibía reinar a las mujeres, pero en 1789 las Cortes habían aprobado una Pragmática Sanción que anulaba dicha ley. Ahora, en 1832, los carlistas convencen a Calomarde para que haga al rey anular la Pragmática, y que la Ley Sálica, vuelva a estar vigente. Conseguido esto por parte del ministro, Doña Luisa Carlota, hermana de la reina y por tanto tía de la princesa Isabel, se acercó al ministro que tenía aquel papel recién firmado en la mano, se lo arrebató y le asestó al señor Calomarde “la más sonora bofetada que según se ha dado”, en palabras de Benito Pérez Galdós. El ministro contestó a este guantazo con la famosa frase: “Señora, manos blancas no ofenden”.


    Estos sectores, por tanto, habían aprovechado una crisis en la enfermedad del rey para conseguir la derogación de la Pragmática Sanción, medida que anuló éste al recuperarse (28 de octubre de 1832), que unió a la expulsión de los ultras del Gobierno y a la formación de un nuevo Ejecutivo presidido por Francisco Cea Bermúdez, un ilustrado conservador que encabezó una tímida reforma política. Colomarde sería desterrado el 6 de octubre de 1833.


    Cea abrió las universidades (el 7 de octubre, cerradas desde 1830); aprobó una amplía amnistía (ley de 20 octubre 1832) que permitiría el regreso de muchos exiliados y creaba el Ministerio de Fomento, a cuyo frente puso a Javier de Burgos, para encauzar las futuras reformas y medidas administrativas.


    Así, la división provincial actual de nuestro país fue trazada por Javier de Burgos en diciembre de 1833 sobre los límites de los antiguos reinos hispánicos, con criterios realistas y respetando en lo posible las demarcaciones territoriales consolidadas por la tradición de los siglos y por los intereses locales. Para ello se inspiró en ideales unitarios, conservadores y centralizadores, con cierta influencia francesa. Las provincias tendrían entonces entre 100.000 y 400.000 habitantes, con una capital céntrica en cada una de ellas desde la que pudiera visitarse cualquier población de ella en una sola jornada. La división provincial de España se estableció oficialmente mediante Real Decreto de 30 de noviembre de 1833. Básicamente, sigue vigente, con excepción de pequeños reajustes territoriales de años inmediatamente posteriores y la particularidad del decreto-ley promulgado por el Directorio de Miguel Primo de Rivera, con fecha 21 de septiembre de 1927, que dividía a las Islas Canarias en las dos provincias que se conservan actualmente.


    Además, el gobierno de Cea Bermúdez separó de la cúpula militar a significados oficiales ultrarrealistas y puso en marcha diferentes medidas destinadas a controlar a los Voluntarios Realistas y a otros cuerpos adeptos a Carlos María Isidro, que se había hecho fuerte en sus derechos al trono y se había autoexiliado en Portugal.


    Cea intentó responder a la confianza que la Corona depositaba en él y, por ello, en octubre de 1833 incluso publicó un manifiesto por el que se proclamaba defensor de la monarquía absoluta, al tiempo que ofrecía su programa de mejorar la gestión gubernamental mediante reformas administrativas que fueran ajenas a cualquier reforma política. Fue un Manifiesto que no contentó ni a liberales ni a absolutistas. Cea Bermúdez fue cesado en enero de 1834.


    En cuanto al carlismo, tal como señala Vaca de Osma, es algo más que un pleito dinástico, y su origen es complejo, tanto desde el punto social como ideológico y político2.


    El carlismo, como movimiento político va a tener su momento álgido durante el reinado de Isabel II, pero sus orígenes hay que buscarlos en el siglo XVIII y sobre todo a partir de 1820, con la Regencia de Urgel y la Revuelta de los Agraviados de 1827. Su lema Dios, Patria, Rey y Jueces, se resume en el binomio Trono y Altar y articula toda la teoría oficial política. A estos puntos doctrinales se suma la defensa del foralismo particular de cada uno de los territorios, defensa que va tomando fuerza a medida que avanza la guerra, así como la defensa de la religión.


    La actitud centralizadora del Gobierno y los ataques de los liberales al clero, sobre todo a partir de 1835 —a través de la exclaustración y de las desamortizaciones— van a encrudecer la lucha.


    Asimismo, los carlistas querían restaurar una legitimidad que defendían, ya que no reconocían el valor jurídico de la Prágmática Sanción de 1830, ajustándose a la Ley Sálica, que era tradicional en los Borbones, un hecho que hacía que Don Carlos fuera rey a la muerte de su hermano sin hijos varones. Si el matrimonio con María Josefa de Sajonia no había dado descendencia a Fernando VII, el nuevo enlace con su sobrina María Cristina de Borbón le iba a dar dos hijas, Isabel y Luisa Fernanda, lo que complicó definitivamente la situación y abocó a la guerra civil.


    En sí, el carlismo representa la primera oposición de masas a la revolución liberal y pretende perpetuar el orden estamental y la monarquía absoluta, además de caracterizarse por su inmovilismo religioso y la defensa de los fueros, hechos por los que coge tantas raíces y fuerza en el País Vasco y Navarra.


    Vaca de Osma, entiende que el carlismo encarna y defiende también una democracia constituida por pequeños propietarios rurales, así como, bajo un prisma sentimental, la añoranza de un pasado glorioso e idílico —de ahí el nombre de tradicionalistas, sinónimo de carlismo—, tomado como una reacción —de ahí, también, el descalificativo de reaccionarios—, frente a la “demagogia que nos inunda desde París, abismo de ateismo y herejía”3.


    Por su parte, John Lynch sostiene que “los rebeldes de 1833”, decididos a defender los derechos de Don Carlos y la Iglesia católica, defendían sobre todo al pretendiente como muestra de una protesta contra el cambio social y económico4.


    Para Lynch, las élites de España “tenían sobrados motivos para temer la resurrección de la reforma” liberal. Asimismo, considera que “aunque pocos obispos apoyaron la rebelión, las finanzas de la Iglesia estaban tan depauperadas que la perspectiva de una nueva desamortización tenía que resultarles muy alarmante”. Por otra parte, para muchos componentes de las clases terratenientes, nobles o no, “un viraje hacia el liberalismo era igualmente inquietante”. Es más, los “foreros” de Galicia, esencialmente arrendatarios de los grandes magnates y de las fundaciones religiosas que poseían la tierra, pagaban alquileres muy bajos y, hasta entonces, habían gozado de la seguridad del usufructo y del derecho a subarrendar las fincas a un número indefinido de arrendatarios en las condiciones que consideraran oportunas. Para todos ellos, el liberalismo era una seria amenaza, ya que no sólo les podría obligar sobre las tierras que ahora trabajaban sino que además tendrían que mejorar en productividad y condiciones para imponerse a las de otros lugares de España. Esto, según Lynch, explicaría “que Galicia se ganara la reputación de ser un campo de cultivo de la reacción a partir de la Guerra de la Independencia”.


    Por su parte, la nobleza se sentía amenazada por el peligro que podría tener la posible abolición de los señoríos que auspiciaban los liberales.


    Los señoríos constituyen una institución de origen medieval que crea el dominio pleno de una parcela de tierra por parte del rey, la nobleza o el clero, que además era hereditario. Buena parte de ellos surgen como medio de pago a los nobles en la Reconquista, aunque durante la Edad Moderna continuaron existiendo.


    Dentro de una sociedad como la española, fundamentalmente rural y con un fuerte componente de la agricultura en su riqueza, la propiedad de la tierra juega un papel clave. Los señoríos eran una importante plataforma de poder y riqueza, pues los señores tenían atribuciones judiciales, políticas y administrativas sobre sus territorios.


    Los señoríos se convirtieron en la forma más eficaz de articular un territorio en la Edad Media, aunque algunos de ellos, los que estaban en manos de los nobles más poderosos, pasaron a ser verdaderos estados, dentro del estado monárquico dirigido por el rey.


    Sin embargo, no todos los señoríos eran iguales, ni todos actuaban de igual forma. Había, a grandes rasgos, dos tipos de señorío: el territorial y el jurisdiccional.


    En el señorío territorial, el señor está vinculado a una tierra que, o bien trabaja de manera directa con sus siervos (los nobles no podían trabajar con las manos), o bien cede a campesinos a cambio del cobro de unas rentas (en especie, dinero o trabajo).


    En el caso del señorío jurisdiccional, el señor goza de una serie de prerrogativas de tipo judicial y político, que constituyen una fuente de poder (nombra a las autoridades locales, ejerce la justicia, recauda tributos), a la vez que cobra impuestos a los campesinos por el trabajo de la tierra y el uso de bienes, como puedan ser la madera del bosque o los molinos. A toda esta presión fiscal hay que añadir el diezmo que cobraba la Iglesia a todos los cristianos (una décima parte de la producción a todos los que no estaban exentos de impuestos, es decir, a la nobleza y clero); todo ello provocaba que, a pesar de trabajar de sol a sol, los campesinos no pudieran sino malvivir con lo que les quedaba después de cumplir con sus obligaciones fiscales.


    Los señoríos fueron eliminados en las Cortes de Cádiz de 1812: los Jurisdiccionales fueron suprimidos de forma total, y pasaron a depender de una recién creada Administración de Justicia —la Constitución de 1812 establece la separación de poderes—, mientras que los Territoriales van a sufrir una transformación importante, ya que esas tierras pasaron a ser propiedad privada de los señores.


    Así, aunque la Constitución de 1812 supondrá el fin del régimen señorial, para muchos campesinos la situación no cambia en exceso, ya que pasan de ser siervos a ser jornaleros sin tierra; asimismo, para la economía nacional tampoco traerá consigo un cambio drástico, ya que las tierras se quedaron en las mismas manos de antes; en bastantes casos, incluso, en régimen de manos muertas (sin trabajar), tras una medida que en nada va a incidir sobre la productividad agraria del campo en España.


    A todo ello hay que añadir que se enajenaron tierras comunales (en el proceso que luego se llamó de desamortización) que sí bien empezaron a ser propiedad de una burguesía emprendedora, aún eran claramente insuficientes.


    Hecha esta precisión, la situación ahora, a finales del reinado de Fernando VII, se hace más dura. Si la participación de la élite social y política ya era importante, no menos lo era el apoyo de la población rural, ya bastante oprimida por la dura tributación que soportaba desde finales del siglo XVIII, además de malas cosechas, desindustrialización, epidemias, levas y varias reformas agrarias arbitrariamente diseñadas.


    En otras regiones de España la crisis se acentuó por otros problemas, como sobrepoblación, deforestación o la transición a una economía de mercado. Fueron tensiones que provocaron varios estallidos de violencia, hábilmente manejados por los agitadores carlistas que conjuraban las mismas aspiraciones milenaristas que habían provocado el derrocamiento de Godoy. No era pues la romántica cruzada que evoca leyenda, sino una revuelta generalizada contra la pobreza y deterioro grave del país. Es más, muchos de los componentes de las clases bajas veían en el carlismo una senda firme hacia un futuro mejor, como un alivio a sus pesares.


    La sucesión de Fernando VII, por tanto, no era sólo un problema dinástico, puesto que antes de su muerte se había planteado ya la división ideológica dentro del sistema por el acercamiento del monarca a los planteamientos liberales a partir de 1826; evolución que fue una de las razones que provocaría, en 1827, la rebelión de carácter absolutista de los Agraviados o Malcontens.


    En Navarra y el País Vasco se jugaban los Fueros, por lo que los abundantes notables que se habían estado beneficiando de ellos en todos estos años eran ardientes carlistas. El sistema foral, apoyado incluso por los liberales de Bilbao, suponía unos gobiernos autónomos con un representante del poder real (el corregidor), unos jueces propios con recurso superior a la Real Chancillería de Valladolid, exenciones al régimen fiscal ordinario y a las quintas, así como ciertas consideraciones de carácter aduanero. Es la democracia de los “jaunak” o señores, ejercida a través de las Juntas y de la Diputación General, contando con una Milicia foral encargada tan sólo de defender su propio territorio.


    En Navarra, a través de sus Cortes, se desarrollaba un autogobierno pleno desde los tiempos de los Reyes Católicos. Así se había mantenido pese al centralismo que habían llevado adelante los Borbones, que supieron asimilar los fueros, con respeto y sin reducciones.


    En Cataluña, de forma similar aunque más reducida, funcionaba el gobierno mancomunado catalán, con el Consejo Superior Central de Cataluña, pese a lo cual la burguesía catalana, sabiéndose adaptar a los nuevos tiempos, apoyó al liberalismo moderado.


    La amenaza liberal siempre había estado latente y había sido duramente reprimida. En 1830, Fernando VII había cerrado las Universidades —que no se abrirían hasta 1833— y había fundado la Escuela de Tauromaquia. En 1831, se habían producido las ejecuciones del librero Antonio Miyar, de la granadina Mariana Pineda (26 de mayo) y del general José María Torrijos y sus 48 compañeros, el 11 de diciembre, en la playa de San Andrés, en Málaga. El periodo 1832-33 estará marcado por el estallido de una nueva guerra civil que va a derribar las fuerzas de la reacción y, con ellas, todo el Antiguo Régimen.


    El golpe de Estado de 1832 permite que en el otoño siguiente, el 29 de septiembre de 1833, cuando fallece Fernando VII, los liberales estuvieran en el poder. La regente, María Cristina, era una absolutista declarada que se aferraba a su posición de regente, pero necesitaba de esta fuerza política nueva para defender los discutidos derechos de su hija al trono; los liberales, por su parte, vieron que podrían tener un principio de legalidad y un modo de alzarse con el Gobierno del país. Ahí se produce una alianza entre estos dos elementos políticos —María Cristina con su hija Isabel II, por un lado; el partido liberal por otro— pese a que en el fondo no tenían miras comunes5. Aquella alianza no sería suficiente para frenar la guerra civil.


    Vaca de Osma parte del Manifiesto de Abrantes (1 de octubre de 1833), tomado como el inicio de la primera guerra carlista, que no era sino la abierta consagración de un estado de cosas que venía desde 1814. El bando carlista agrupa a diversos sectores: clero, órdenes regulares, campesinos, minorías del Ejército y de la Administración de categoría inferior, algunos notables y nobles de provincias. Les faltaban las ciudades y los generales. Eran una especie de “campamento en marcha, sin idea de Estado ni de la Administración; sin saber lo que tendrían que hacer en caso de una eventual victoria, y sin darse cuenta que la sociedad estaba evolucionando”6.


    Los que apoyan a Isabel II, minoritarios, eran sin embargo los más fuertes e influyentes: propietarios, alta Administración, banqueros y hombres de negocios, intelectuales, profesionales, parte del alto clero, títulos del Reino así como gran parte de la nobleza, toda vez que ésta comprendió que el régimen liberal no le sería hostil, que no cerraría su acceso a los puestos de relevancia social, administrativa y política y que no iba, tampoco, a inmiscuirse en sus propiedades. Asimismo, en el Ejército, la oficialidad se puso, casi sin excepción, a favor del nuevo régimen. Es un colectivo al que le sobraba heterogeneidad. Los políticos y los partidos eran incapaces de una acción coordinada y de situar sus ojos más allá de sus propios intereses. Tenían un noble y elevado sentido del Estado y, sin embargo, en algunos casos, dejaban entrever su falta de sinceridad en el apoyo al trono y a los sentimientos monárquicos7.


    En septiembre de 1833, Don Carlos y su familia se encontraban en Portugal. Ni el pretendiente ni sus partidarios consideraban que debían resignarse a perder la herencia histórica ni la orientación política que pocos meses antes creían asegurada. Si el manifiesto carlista se produce el 1 de octubre, ya el día 3, dos días después, surgen las primeras partidas carlistas en distintos puntos de España. Al día siguiente, la reina gobernadora contesta con otro manifiesto contemporizador, redactado por Cea Bermúdez, que trata de hacer volver a la cordura a los exaltados carlistas, que anuncia que no permitirá innovaciones peligrosas y que mantendrá la religión católica a ultranza, así como la autoridad real; mientras, María Cristina mantiene su anuncio de reformas administrativas y otras medidas para el fomento de la riqueza.


    La muerte del monarca va a ser el aldabonazo de salida para la guerra civil que no terminaría, de hecho, hasta el 6 de julio de 1840 y que causaría entre 150.000 y 200.000 muertes, en un país de 13 millones de habitantes.


    La Iglesia, por su parte, y en este caso su máxima autoridad en El Vaticano, se declaraba neutral, aunque envía como ministro plenipotenciario a la Corte de Don Carlos al obispo Abarca de León; mientras tanto, autoriza también a 13 de sus prelados en España a que acepten su nombramiento regio como senadores en 1834.


    Es una contienda larga, siete años, violenta en sus muchos encuentros y cruel por la dureza empleada y por los actos de represalia, más sanguinaria aún si se analiza el hecho de que era una guerra civil. Es, además, una guerra que no sólo divide al país en dos sectores irreconciliables, sino que también hace definirse a las potencias extranjeras. Rusia, Austria y Prusia habían creado en 1833 la Santa Alianza que, entre sus puntos básicos y tras los episodios vividos en Europa con Napoleón, propugnaba la intervención en otros países ante situaciones revolucionarias, siempre que esta ayuda la pidieran los monarcas afectados. Es una nueva Santa Alianza que no había reconocido a Isabel II como heredera del trono español y que, moralmente, apoyaba a Don Carlos.


    Los liberales van a crear también su propia internacional y así, el 22 de abril de 1834 se firma en Londres el Tratado de la Cuádruple Alianza (Portugal, Inglaterra, Francia y España), un tratado firmado para la defensa del orden constitucional en España y que no sólo ayudó diplomática y económicamente a la España liberal, sino que también supuso el envío de contingentes de hombres y de armas.


    Como señala Vaca de Osma, la Cuádruple Alianza nace el mismo año que el Estatuto Real “como consecuencia político-constitucional de la situación anómala de una reina que no es liberal, rodeada de liberales que, a su vez, adolecen de la debilidad interna al estar divididos en dos facciones en porfía excluyente, los moderados y los progresistas”8. Además, la reina gobernadora se encuentra en una situación muy delicada a consecuencia de su matrimonio secreto con Fernando Muñoz, hecho que no ayuda, sino que más bien puede comprometer. Sin embargo, el Tratado de la Cuádruple Alianza significa, también, el reconocimiento de Francia e Inglaterra de Isabel II.


    Así, los ingleses desplazaron 12.000 hombres de la Legión Inglesa a nuestro país al mando del teniente general Lacy Evans; la portuguesa, con el general barón Das Antas al frente; la francesa, con el general Degrelle.


    Es más, los ingleses también enviaron una escuadra al mando del almirante John Hay, que se situó durante toda la contienda en la zona de Guipúzcoa y Vizcaya. La ayuda inglesa al Gobierno español fue intensa, como refleja en una nota de Lord Pamerston ante la Cámara de los Comunes donde, desde diciembre de 1834 a abril de 1838, se deja constancia de la amplia dotación de material bélico con la que se dotó a la Legión Evans. Francia, sobre todo en cuanto a municiones9.


    Sin embargo, en el bando carlista las ayudas económicas y de material bélico fueron escasas. Los voluntarios, numerosos y entusiastas, solían aportar sus propias armas, vestido y calzado. Don Carlos financió varios créditos extranjeros y emitió bonos, con cuyos fondos se pudo adquirir armamento; lo demás salió de contribuciones forzosas y de lo que se arrebató al enemigo10.


    Pese a todo ello, la guerra duró siete años debido, fundamentalmente, a la eficacia de los mandos autóctonos carlistas, su conocimiento de la orografía, y por el apoyo que recibieron de la población civil y el entusiasmo desplegado por los voluntarios carlistas; todas estas circunstancias son aspectos destacados por Vicens Vives: “En cualquier país europeo de la época el alzamiento habría triunfado o habría sido derrotado en el transcurso de semanas. La larga duración de la guerra enmascaró seguramente los objetivos iniciales de la lucha, perfilando los contrastes ideológicos y dando lugar a una efectiva diferenciación de las Españas. He aquí otro tema de estudio. En cuanto a las causas de la prolongación del conflicto, éstas parecen reducirse fundamentalmente a dos, una por cada bando: la defección de la aristocracia, en preferencia meridional, que hizo causa común con los liberales, quizás atraída por las ventajas de la desamortización de los bienes eclesiásticos; y la importancia de la burguesía española para imponer radicalmente “su” orden en el campo”11.


    El estallido se produce el 3 de octubre de 1833, en Talavera de la Reina, cuando el funcionario de Correos Manuel María González lanza el primer “Viva Carlos V”. Luego, González, al frente de una partida de antiguos realistas, depone a las autoridades y proclama a Don Carlos como rey legítimo de España. Las tropas leales al Gobierno lo detienen y fusilan, así como a sus dos hijos.


    Esa es la tónica que, sin organización, armas ni planes, se da en las primeras semanas con las partidas carlistas que se van alzando con antiguos realistas al frente y sin apoyo ninguno de los cuarteles. Lo mismo sucede en el sur; pero las partidas carlistas se van moviendo y concentrando. Los alzamientos carlistas sólo lograron formar un frente coherente en la zona norte, sobre todo en Vascongadas y Navarra. Contaban con el apoyo de los grandes sectores populares, especialmente en el ámbito rural, dentro del campesinado, al hacerse eco de las viejas tradiciones.


    En general, los insurrectos eran jefes de guerrillas de la guerra de la Independencia o de los cuerpos realistas; los militares de carrera eran muy escasos, sólo el mariscal de campo Santos Ladrón (fusilado en Pamplona, tras ser derrotado por el brigadier Lorenzo) y el brigadier Merino. El coronel Tomás de Zumalacárregui (“purificado” después de los sucesos de La Granja de 1832) se les unirá después y, a la muerte de éste, se incorporarán Eguía, Maroto y González Moreno.


    El 5 de octubre, Valdespina, Zavala, La Torre, Bengoechea y Batiz proclaman rey a Don Carlos en Bilbao, capital recuperada después, ya a duras penas, por una columna al mando de Sarsfield; ese mismo día se pronuncian en Álava Verástegui, Uranga y Villarreal, a quienes se unen el día 8 en Guipúzcoa Andéchaga, Iturriaga, Eraso, Simón de Torre, Alzaá y Lardizábal. En Navarra y La Rioja se levantan Santos Ladrón, Iturralde, Eraso, Echevarría y Sarasa; Cataluña, Valencia y Aragón se unen a la insurrección que abarca el norte del país; el cura Merino y Cuevillas se incorporan a la algarada desde Burgos.


    La guerra se extiende, fundamentalmente, por las tensiones políticas que se dan dentro del Gobierno, su falta de reacción ante los hechos, y por la incompetencia inicial de los militares cristinos que hacen que la insurrección carlista —dispersa, falta de coordinación en sus inicios y sin el apoyo de una sola unidad militar— coja fuerza. A los carlistas les faltaban cabezas directoras y, el mismo Don Carlos, adolecía de torpeza e ingenuidad, rodeado de una camarilla absorbente y carente de espíritu renovador, que acabaría por hacerse impopular.


    Por su parte, la respuesta de los mandos leales a la reina María Cristina, tales como los generales Quesada y Llauder, o los aristócratas moderados, pasa por acelerar los procesos de liberalización política que se habían iniciado en 1832 y por llevar adelante una rápida acción militar para acabar con la rebelión.


    Pese a todo ello, estas dos últimas iniciativas liberales, entre la incredulidad de tener que asumir que se había iniciado una guerra civil, fracasaron.


    En Cataluña se forman las partidas de Galcerán, Tristany, Plandolit, Victoria y Hervés; en Aragón, Carnicer y Quílez; en el Maestrazgo, Ramón Cabrera. Actúan cada uno en su territorio natural, sin coordinación alguna entre ellos.


    Zumalacárregui (1788-1835), reservado, taciturno, duro, sobresale en su táctica de guerra de guerrillas —movilidad y capacidad de sorpresa— contra las tropas de la Reina y consolida la rebelión. El 7 de diciembre de 1833, las diputaciones de Vizcaya y Guipuzcoa, así como los líderes de Álava, nombran a Zumalacárregui jefe de todas sus fuerzas. Se van poniendo las piedras para construir un potente ejército que se pueda enfrentar en campo abierto “a Madrid”, a las tropas leales a la Reina.
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    II.2. EL ESTATUTO REAL: LA SOBERANíA, EL PARLAMENTO Y EL REY


    El 15 de enero de 1834, Cea Bermúdez es sustituido por el liberal-moderado Francisco Martínez de la Rosa (que fuera catedrático de filosofía moral de la Universidad de Granada) al frente del Gobierno.


    Parece haber fracasado la reforma dirigida desde arriba, de reformas benéficas administrativas, siempre condicionados por la amenaza de una revolución violenta, mentada desde bastantes sectores. Martínez de la Rosa buscaría formar un Gabinete con el objeto de elaborar un régimen constitucional aceptable para la Corona, que renunciaría a un poder absoluto a través de un Estatuto, el Estatuto Real, que la regente María Cristina concederá en 1834. Con Martínez de la Rosa en el Gobierno, se crean los partidos judiciales y, en la Administración Central, los ministerios de Fomento y Ultramar, que se añaden a los ya existentes de Estado, Justicia, Guerra, Hacienda y Marina. Asimismo, se establece el Consejo de Estado, con funciones que aún se mantienen. Todas estas reformas estaban ya más o menos definidas desde tiempos de Carlos III y, desde la obra de Javier de Burgos, están en la vida española.


    Martínez de la Rosa, más proclive a los vientos que venían de Europa y líder de los liberales moderados, crea un nuevo sistema político, normalizado por el Estatuto Real.


    El Estatuto Real, aprobado el 10 de abril de 1834, es una carta otorgada, una “constitución otorgada espontáneamente por la Corona”, tal como se presentó, aunque no tenga los requisitos de una constitución al no emanar de la nación. Quienes le otorgan una naturaleza constitucional inciden en que, a diferencia de la Constitución de 1812, ésta fue breve y flexible y, sobre todo, limitada a temas concretos, principalmente en materia de organización pública. Su clasificación jurídica se hace difícil, aunque hay quien lo ha asimilado a la Carta Otorgada francesa de 1814, en la que se inspiraría, tal como reflejan algunos elementos de su liberalismo doctrinario. No alude expresamente a la soberanía, sino que remite a una constitución histórica que otorga la soberanía al rey con las Cortes. Así, sería una convocatoria de Cortes, al estilo del Antiguo Régimen, pero con elementos modernos. Artola considera que es una vuelta al ideario de Jovellanos, de tan grato recuerdo para los viejos liberales que habían estado en el Reino Unido y habían visto funcionar al constitucionalismo inglés y que, a su vez, eran conscientes de la dificultad de aplicar la Constitución de 1812 en la sociedad española12.


    Los liberales moderados admiraban el parlamentarismo británico, en el que se inspiran. El Estatuto Real regulaba una convocatoria electoral y, con ello, la Convocatoria de Cortes, de acuerdo con las Leyes de la Partida y la Nueva Recopilación.


    Está más bien considerado como una “Carta Otorgada”, más que como una verdadera Constitución al no reconocer la soberanía popular. En ella, el monarca traspasa algunas prerrogativas que antes tenía a órganos ya existentes o creados al efecto. Su objetivo era estructurar y poner en pié las bases del funcionamiento de las Cortes, ya que había muerto el rey y era imposible mantener el régimen absolutista y seguir manteniendo al margen al Parlamento.


    Tampoco reconoce los derechos de los ciudadanos, ni define las facultades que se conferían a los distintos poderes.


    Además, reservaba al Rey la plena capacidad ejecutiva de toda la acción gubernamental, incluida la facultad de nombrar y cesar al presidente del Consejo de Ministros, creaba un sistema parlamentario bicameral, aunque restringido y limitado y al rey le correspondía convocar, suspender y disolver los Estamentos, nombrar a los miembros del de Próceres que no lo fueran por derecho propio y vetar las propuestas de las Cámaras13.


    La Cámara Alta (a la que se denominó “Cámara de los Próceres”, nombre preferido al de Senado) era una asamblea de nobles, grandes contribuyentes y altos cargos de la Iglesia y de la Administración que había nombrado directamente la Corona.


    La Cámara Baja (llamada “Cámara de los Procuradores del Reino”, en lugar de Congreso de los Diputados), se debía elegir por sufragio censitario, lo que provocó que el cuerpo electoral, en los comicios del 30 de junio de 1834, se redujera al 0,15% de la población (16.026 electores).


    El Estatuto se apartaba de la Constitución de 1812 e introducía la doctrina de la soberanía no nacional, sino compartida por dos instituciones históricas como son las Cortes y el Rey; reconocía, por tanto, el citado sistema de dualidad representativa o bicameral, a través del Estamento de Próceres y del Estamento de Procuradores, a la vez que daba una interpretación peculiar al concepto de división de poderes, con el propósito de conseguir su colaboración articulada y la interacción entre ellos14.


    Los fundamentos del Estatuto Real se han querido ver en las leyes tradicionales de la Monarquía —Partidas, Nueva Recopilación—; las fuentes se encontrarían en la carta francesa de Luis XVIII y en la doctrina inglesa que auspiciaba Jovellanos años antes.


    Se caracterizó por su moderantismo, por las limitaciones que imponía al sistema constitucional: bicameralismo de Próceres y Procuradores, intervención de la Corona en la elección de los miembros de los estamentos, limitación del cuerpo electoral adaptado a la ley vigente que permitiera la elección directa y la utilización del sistema de voto censitario junto al capacitado de los que tenían títulos profesionales y otros.


    Con todo ello, se premiaban las aspiraciones de los liberales moderados, pero no los anhelos de los “exaltados” o progresistas, siempre reivindicativos de la soberanía nacional y, con ello, de la defensa de la Constitución y del establecimiento de las garantías de los derechos individuales de la persona, por lo que siempre negaron al Estatuto alguna constitucionalidad, pidiendo de forma insistente su reforma o sustitución, con la vuelta a la Constitución de 1812.


    El sistema político del Estatuto Real llenaba las aspiraciones del sector de los liberales moderados que lo había defendido hasta imponerlo; sin embargo, para los progresistas sólo era un primer paso de un proceso, ya que estos últimos van a utilizar todos los medios posibles para abrir la política a la intervención de los ciudadanos. Las 56 peticiones formuladas por los procuradores entre julio de 1834 y mayo de 1835 —en uso del derecho de petición que el Estatuto contemplaba— son una muestra del programa de cambio en la organización social que planifican los liberales progresistas, de acuerdo con los planteamientos originales de la revolución liberal. Sin embargo, ninguna de estas propuestas, con excepción de la que llevó a la Ley Orgánica de la Guardia Nacional, llevaría a conseguir que se incoara el correspondiente proceso legislativo. Todo ello haría que las relaciones entre las Cortes y el Gobierno fueran muy tensas en este periodo.


    Pese a todo lo expuesto, el Estatuto Real —y las disposiciones que lo complementaron y desarrollaron— consiguieron perfilar el régimen parlamentario español del siglo XIX y sentaron las bases del moderno control parlamentario a través del debate público y las mociones de censura contra el Gobierno, cerrando con todo ello cualquier vestigio del antiguo régimen.


    El Estatuto Real supuso un paso importante hacia el gobierno constitucional. Para Palacio Atard, el Estatuto, con sus cincuenta artículos, era como una Ley de Bases para un reglamento de las Cortes, ni Constitución ni Carta Otorgada, “simplemente una solución ecléctica para permitir la jura de la heredera del Trono” al que le faltó brío político y creó un nulo y poco independiente estamento de próceres que conservaba, como secuela de Cádiz, las deliberaciones pública de las Cortes, que eran una invitación a la oratoria estéril y a llevar el poder legislativo a la prensa y a la calle. Por su parte, Vaca de Osma considera al Estatuto arcaizante, romántico como su inspirador y con un texto que supone una vuelta a la Ley de Partidas. Dejaba el control de las Cortes en manos de la reina, que nombraba al presidente y al vicepresidente y tenía la iniciativa legislativa. Para Juan Valera, era una “especie de Pragmática Sanción”, que para unos era demasiado y, para otros, demasiado poco15.


    Había voluntad de cambio, algo que estuvo estimulado por la actitud ágil y eficaz del Parlamento, elegido en junio de 1834, que facultó muchas libertades políticas, aunque decepcionara a quienes pensaban que, tras la muerte de Fernando VII, se volvería a instaurar la mítica Constitución de 1812.


    Esa decepción haría que algunos sectores comenzaran a radicalizar el ya de por sí delicado proceso político que presidía el débil Francisco Martínez de la Rosa. Por todo ello, las conspiraciones fueron produciéndose durante la época del Estatuto: conspiración isabelina de 1834, sublevación de Cardero en 1835, rebelión de las provincias contra el Gobierno de Toreno y levantamiento general contra el Gobierno de Istúriz. Todas ellas, tal como ha señalado Joaquín Tomás Villarroya, tienen un marcado carácter doceañista; es más, tras el Motín de la Granja (12/13 agosto de 1836), la reina gobernadora se vio forzada a restaurar la Constitución de 1812.


    El aún presidente Martínez de la Rosa esperaba la ayuda del gobierno francés para acabar con los rebeldes, tal como había hecho España con Portugal, y se mostraba incapaz de resolver situaciones tan sensibles como la crisis desatada tras la grave epidemia de cólera en julio de 1834, en la que grupos de incontrolados asaltaron varias iglesias y asesinaron a 75 religiosos en ese verano, tachados —estos últimos— de carlistas y acusados de envenenar el agua de la ciudad16.


    O censuraban su actitud de negociación con los líderes de la insurrección militar radical del 18 de enero de 1835, sublevación que había acabado con la vida del capitán general de Madrid, el general José Canterac, cuando los exaltados reclamaban mayor energía contra la Iglesia y el reclutamiento de una quinta masiva para luchar contra el carlismo.

    


    
      
        12 Rueda, Germán, La Transición Liberal (1833-1835), ArteHistoria, página de Arte y de Cultura en español de la Junta de Castilla y León. http://www.artehistoria.jcyl.es/v2/contextos/6977.htm.

      


      
        13 Fusi, Juan Pablo, y Palafox, Jordi: España: 1808-1996. El desafío de la modernidad. Espasa Forum. Madrid 1998, pág. 42.

      


      
        14 Gacto Fernández, Enrique; VVAA: El derecho histórico de los pueblos de España, ob. cit., pág. 557.

      


      
        15 Vaca de Osma, ob. cit., pág. 25.

      


      
        16 Entre otros escenarios, el 17 de julio de 1834 se produjo el asaltó el Colegio Jesuita de San Isidro, en Madrid, donde dieron muerte a quince religiosos y dejaron malheridos a otros cinco. Los restantes, unos sesenta, fueron perdonados, ya que entre ellos se hallaba el padre Muñoz, hermano de don Fernando Muñoz, esposo clandestino de María Cristina. A las 5 de esa misma tarde, fueron degollados los dominicos de Santo Tomás, y siguió la matanza de la Merced y, ya al anochecer, se produjo el asesinato de cincuenta franciscanos, en San Francisco el Grande.

      

    

  


  
    II.3. EL CARLISMO, COMO MOVIMIENTO POLÍTICO Y SOCIAL


    Don Carlos, mientras tanto, comienza a montar un incipiente gobierno. Durante su permanencia en el exilio designó al obispo Abarca como ministro universal de todos sus despachos, a la vez que éste desempeñaba la representación ante el Vaticano. Tras entrar en España (9 de julio de 1834), crea un embrión de Estado y nombra a dos ministros: Carlos Cruz Mayor, para la Secretaría de Estado, y al conde de Villemur, para la Secretaría de Guerra. A su vez, confirma a Zumalacárregui como mando único para el ejército del Norte.


    Tal como hemos reseñado, el carlismo no es una elemental sublevación de carácter campesino y ultracatólico, sino que deja entrever un movimiento político y social muy amplio, cuya ideología tradicionalista y antiliberal admite una cierta pluralidad, con apoyos más llegan allá del campesinado y del clero, hasta algunos sectores de la nobleza y de las clases medias y artesanales de las ciudades. La visión de sus banderas con vírgenes bordadas y los curas navarros que acompañaban a sus tropas llegaría a suscitar el anticlericalismo liberal.


    El desarrollo de las operaciones pasa por dos fases diferenciadas. La primera, tiene lugar mientras que los carlistas cuentan con Zumalacárregui (1833-35); en ella, los frentes está definidos y las operaciones son lentas, con objetivos concretos. El general carlista, pese a la inferioridad de medios, aprovecha todas las oportunidades para ensanchar su base de acción17.


    El ejército liberal (cristino), unos 45.000 hombres en el comienzo de la contienda, carente de dirección y unidad de mando, empeñado en persecuciones desordenadas y cacerías sin cuartel sobre las partidas sublevadas, tiene los mandos correlativos de Sarsfield, Oráa, Fernández de Córdoba, Quesada, Rodil, Espoz y Mina, Espartero y Valdés (que sufre la derrota del valle de Amézcoas, Navarra, con 2.000 bajas). Fracasaban a causa de los escasos recursos económicos y la politización de los nombramientos y ceses de sus jefes, que hacía que los generales estuvieran más pendientes de lo que ocurría en Madrid que de la contienda bélica.


    Martínez de la Rosa, que llega a aceptar la mediación internacional para humanizar el trato a los prisioneros de guerra e, incluso, recurre a algunos contingentes de tropas extranjeras, dimite el 7 de junio de 1835, tras clausurar las Cortes a finales de mayo; previamente, ya hemos visto como los militares más exaltados planeaban hacerse con el poder a través de un pronunciamiento.


    Así, el 18 de enero de 1835, el teniente Cayetano Cardero, ayudante del regimiento de Aragón, se había sublevado en Madrid, hasta llegar a apoderarse de la Puerta del Sol, reclamando la implantación de la Constitución de 1812; la guarnición no le secundó y recriminó el asesinato del capitán general, José Canterac. Pese a ello, a los sedicentes —apoyados por la milicia y la debilidad del Gobierno— se les permite rendirse con honores a cambio de ser enviados al norte.


    La España liberal sufre una fuerte crisis política; el sentido de Estado y el principio de autoridad están muy disminuidos. La entrada del gabinete que preside José María Queipo de Llano, conde de Toreno (15 junio 1835) —ineficaz, torpe, vacilante— no iba a arreglar una situación que buscaba una continuidad en la política moderada y que, en el verano de 1835, tiene que soportar la creación en muchas localidades del país de “Juntas revolucionarias”.


    Las Juntas locales o territoriales asumieron el gobierno en el verano de 1835. Toreno buscó aminorar su fuerza y, en septiembre, las declararía ilegales, exigiendo su disolución, que se vería facilitada por los decretos que regulaban la constitución de las diputaciones provinciales (septiembre de 1835). En muchas provincias se relajaría la tensión al incorporar a los miembros de las Juntas a las citadas Diputaciones; en otras, de Cataluña, Aragón, Valencia o Andalucía, el movimiento de las Juntas iba a adquirir aún más fuerza.


    Estas Juntas reclaman el restablecimiento de la Constitución de 1812 tras la victoria del general Luis Fernández de Córdoba en Mendigorría, en septiembre, o la llegada de una legión británica a España para tomar parte en la guerra.


    Toreno, en su deseo de ganarse al sector progresista de su partido, encarga a Mendizábal, liberal de pasado radical, el Ministerio de Hacienda. El chiclanero, entre otros decretos, redacta los de desamortización, que llevan a los problemas de exclaustración del clero regular y a la desamortización de sus bienes. Por ello, la Iglesia rompe relaciones con el Estado. Buena parte del clero regular apoya al carlismo, mientras que Mendizábal argumenta la falta de recursos del Estado y la necesidad de incrementar estos, fundamentalmente para provisionar los gastos que está ocasionando la guerra.


    La violencia se hace cotidiana, con nuevos episodios de ataques a casas de religiosos e, incluso, asesinatos significativos. Así, el 25 de julio se producen bullangas en Barcelona. Además, en muchas ciudades se llevan a cabo algaradas, muchas de las cuales están provocadas por los enfrenamientos entre Toreno con la Milicia Urbana y las Juntas Provinciales. Se suprimen todos los conventos que no tuvieran doce profesores —media que lleva consigo el encierre de 900 centros religiosos—, a sumar a la supresión de la Compañía de Jesús y a la incautación de todos sus bienes, que se había materializado el día 4 de julio. En Barcelona se producen asaltos a conventos y se quema la fábrica Bonaplata; hay motines en Madrid, Zaragoza o Andújar.


    Zumalacárregui, el caudillo carlista, que tiene en sus manos todo el País Vasco y Navarra menos las capitales, quiere ir hacia el sur, Vitoria, Miranda de Ebro, Burgos, Aranda de Duero... con Madrid como objetivo.


    La tentativa de la toma de Bilbao (dominar una ciudad importante para mayor prestigio de Don Carlos) por parte de los carlistas, desaconsejada por Zumalacárregui pero exigida por la falta de financiación exterior carlista, va a marcar el principio del declive. Para el pretendiente, la toma de Bilbao suponía, además del prestigio de conquistar la gran ciudad vasca por antonomasia, la llegada de capitales a sus menguadas arcas, industria, empréstitos y el reconocimiento internacional.


    En el sitio a la plaza vasca, iniciado el 10 de junio de 1835, una bala perdida hiere al general carlista, que fallece el 25 de julio en Cegama. Entonces, Eraso se hace cargo de la dirección bélica y la llegada de Espartero libera del asedio a la capital vizcaína.


    A partir de entonces, en la segunda fase y tras la muerte de Zumalacárregui, el pretendiente Carlos María Isidro, ya Carlos V para los carlistas, que estaba en España desde julio de 1834, tomará el mando directo del ejército del Norte, con el general González Moreno como jefe de Estado Mayor y director de operaciones. Es la fase de las grandes expediciones carlistas, que salen de su centro de acción para abrir nuevos frentes y extender el conflicto a toda la Península. Vencen en Arrigorriaga y Bolueta, pero son derrotados, como comentamos, en Mendigorría (16 de julio de 1835) por Luis Fernández de Córdoba, un general culto y ambicioso que pone orden y sentido a las operaciones militares de sus tropas y diseña una estrategia que basaba su eficacia en la fijación y fortalecimiento de las líneas y en el aislamiento del carlismo en sus territorios del norte.


    En los carlistas, a González Moreno le sucede Eguía, que vence en Guetaria y Montejurra, y reorganiza su ejército con 33.000 soldados de infantería, 1.000 de caballería y bastante artillería. Desde mediados de 1835 se ha extendido ampliamente por el Maestrazgo y, luego, ya en 1838, a Cataluña. Sus efectivos pasan de 18.000 hombres, en 1835, a 54.000 en septiembre de 1836; y a 72.000, en julio de 1839.


    Al infante Don Sebastián se le atribuye la victoria sobre los cristinos en Oriamendi (16 de marzo de 1937). El general Gergué encabeza una expedición que, desde Navarra, recorre todo el Pirineo catalán. El general Gómez, con 4.000 hombres, va desde Oviedo y Santiago, y desde allí a Aragón, Cuenca, Albacete, Córdoba, Almadén, Guadalupe; es bloqueado por tres ejércitos cristinos enviados contra él, a los mandos de los generales Alaix, Rodil y Narváez. Logra escapar del cerco y se refugia en Écija y Algeciras, hasta Oña... se actúa sin objetivos, sin sumar las fuerzas que esperaba.


    Una de las expediciones carlistas llega a Málaga, por el Mediterráneo; otra, comandada por el propio Don Carlos, la “Expedición Real”, está a punto de entrar en Madrid, en 1937. El jefe carlista por Castilla la Vieja, Zaratiegi, se posiciona en Las Rozas y, sin embargo, no ataca a un Madrid desmoralizado También está la columna de Ramón Cabrera, sobre Arganda. Sin presentar batalla, Don Carlos se retira, facilitando la victoria fácil e incruenta de Espartero (agosto 1837). Entonces se especuló con la posibilidad de que el acuerdo de la posible boda entre el hijo de Don Carlos, el conde de Montemolín, e Isabel II estuviera a punto de cerrarse.


    Pese a la espectacularidad aislada de esas incursiones, “son simples cabalgadas, correrías aventureras, que no suponen un efectivo control del terreno”18.


    Los ejércitos liberales, por su parte, tenían superioridad en personal y armas. Contaban con 120.000 hombres en 1834 y entre 200.000 y 240.000 desde 1836. Sin embargo, la guerra no tomará un giro definitivo hasta comienzos de 1838, sobre todo por las disensiones internas dentro del bando carlista.


    En 1838, los carlistas se escinden en “moderados” (transaccionistas) y Apostólicos (extremistas). Los últimos se hacen con el poder y, tras los desórdenes de Estella, Carlos entregó la dirección al moderado Rafael Maroto, un general entreguista “de carta y compás”, ayacucho como Espartero. Las victorias de los cristinos en Ramales, Villarreal y Arlabán señalan el final de la guerra. En 1839, el principal general de Don Carlos, Maroto, se rendía en Vergara (31 agosto 1839) y, con él, los principales batallones. El pretendiente a la Corona de España huía a Francia; poco después, se reducían los focos de Cataluña y el Maestrazgo, que estaban liderados por el general Ramón Cabrera.


    Con ello terminaba la primera guerra carlista y la niña Isabel II se aseguraba definitivamente el Trono como reina de España, bajo el régimen liberal. Se reconocen los grados y honores a los vencidos y los fueros quedan sin aplicación, aunque no son abolidos definitivamente hasta el final de la tercera guerra carlista, en 1876.

    


    
      
        17 Tomás de Zumalacárregui lleva a cabo un auténtico milagro militar, apoyado en su talento y honradez. Es un militar recto, sin ambiciones políticas, como escribe Galdós (poco sospechoso de carlismo) y que de la nada crea un ejército que logra derrotar a Joaquín de Osma en el País Vasco, y a Espoz y Mina, en Navarra.

      


      
        18 Vid. Clemente, Josep Carles: Las guerras carlistas, Editorial Sarpe, Madrid, 1985, pág. 8.

      

    

  


  
    II.4. MENDIZÁBAL Y SU POLÍTICA RUPTURISTA


    En clave de politica nacional y vista la debilidad del conde de Toreno, la Reina (septiembre de 1835) cree interpretar el sentir popular y llama a formar gobierno a Juan Álvarez Mendizábal, considerado un hombre de la revolución de 1820, exiliado desde 1823 a 1834 en Londres, con muchos apoyos en Inglaterra y con gran prestigio entre los liberales exaltados por su decisiva intervención para derrocar al absolutismo en Portugal.


    En esta situación, uno de los episodios más significativos se producirá en este año de 1835. Los progresistas son ya el instrumento considerado idóneo para dar un salto político cuando la mayoría conservadora lo crea conveniente y son marginados cuando esos avances que propugnan pueden romper la línea conservadora que el liberalismo español quiere mantener siempre. Estos progresistas llegan al poder y, en su apuesta de gobierno, hacen valer a Juan Álvarez Mendizábal, considerada su figura más importante en la transición al régimen liberal.


    Peter Janke recogerá este momento histórico al analizar el discurso de la Corona, el 16 de noviembre de 1835 al señalar que “en términos sociales y políticos” el discurso era completamente nuevo, ya que “marcaba” la entrada del capitalismo en la política, ya que la Corona se dirigía directamente a los propietarios españoles y extranjeros de títulos del Estado, comprometiéndose a mejorar su suerte19.


    Tras la victoria de los progresistas llegarán una serie de disposiciones que afectarán profundamente a la configuración del país, tales como el Real Decreto de 26 de septiembre de 1835, que va a sentar las bases sobre la nueva Administración de Justicia, seguido de otros decretos sobre la misma materia, que la perfeccionan. Martín de los Heros reorganizará la Milicia Nacional, ahora bajo el nombre de Guardia Nacional y Mendizábal, de nuevo, dará mayor vigor a la desvinculación y desamortización de tierras, a la vez que concede cobertura jurídica a las ventas que se habían realizado durante el Trienio Liberal. Sus siete meses de Gobierno consolidan el proceso iniciado con sus decisiones como ministro de Hacienda de Toreno, en la recuperación de legislación del citado Trienio Liberal.


    La posición social, estos acreedores de la clase media, es un nuevo concepto que reemplaza a la aristocrática idea de rango ya que la riqueza va a ser, en lo sucesivo, el listón que marque y caracterice la estructura de clases. En este sentido, hay una medida del Gobierno que choca frontalmente con el aún latente Antiguo Régimen al crear una base social para el nuevo sistema de poder que se apoya en la acción desamortizadora, la obra desvinculadora y la supresión de los derechos señoriales que se arrastraban aún desde la Constitución de 181220.


    Todo ello va a desembocar en un cambio cualitativo en las relaciones de propiedad y políticas: Mendizábal, en cuanto a economía, apuesta por una política rupturista que claramente busca la creación de un nuevo marco socioeconómico para España mediante la formación de un mercado nacional integrado y la toma de conciencia de la situación que se vive por parte de la burguesía española. Todos deben ajustarse a ese mercado nacional tras la pérdida de las colonias. Estos aspectos hacen tambalearse definitivamente las estructuras del Antiguo Régimen, tal como señala Josep Fontana21.


    Mendizábal logra el respaldo de los exaltados de las “Juntas revolucionarias” de los poderes local y regional, aunque sin restablecer la Constitución de 1812 y, con entusiasmo y método, reorganiza y refuerza el poder de la Milicia Nacional, profundiza en el proceso político, busca liquidar la guerra y resolver el gigantesco problema del déficit público.


    Según Gabriel Cardona, el proyecto fundamental de Mendizábal consistía en lograr un enorme crédito a cuenta de las tierras de la Iglesia y, por medio de él, poner en marcha una quinta de 100.000 hombres con los que aplastar al carlismo. Pese a esa intención, no alcanzó ese capital y los reclutas, en número inferior al previsto, empezaron a llegar al norte en diciembre, sin equipación y sin apenas medios. El tándem Mendizábal-Fernández de Córdoba, pese a haber salvado en su colaboración el hecho de ser uno exaltado y otro moderado, fracasó ante los imponderables de la financiación22.


    Luego, pese a su entusiasmo, Mendizábal tendría poco tacto político y un serio desgaste, sobre todo con la Ley Electoral y las desamortizaciones, lo que le ocasionaría fuertes críticas y una dura oposición.


    Mediante la desamortización se pretendía conseguir medios para poder hacer frente a la enorme Deuda Pública española y, a su vez, crear una clase de propietarios vinculados al régimen liberal, dentro de una medida que debería beneficiar a los ciudadanos honrados y trabajadores.


    Mendizábal acometió la venta en pública subasta de los bienes eclesiásticos y civiles considerados en “manos muertas”. Entre los bienes civiles se incluía la desvinculación de los mayorazgos y la venta de los bienes comunales de los pueblos, así como los de realengo o del Estado, dentro de una idea que ya se contempló en los reinados de Carlos IV e, incluso, trajo en su cartera José Bonaparte.


    En todos los casos se buscaban unos objetivos financieros, políticos y sociales que no siempre se lograron. Flórez Estrada propuso ceder el uso de la tierra a los colonos por un precio moderado, a cincuenta años renovables. Los diezmos se seguirían abonando para seguir amortizando las propiedades eclesiásticas; Mendizábal decidió su supresión.


    Para Vaca de Osma, la desamortización supuso que la estructura social señorial pasara a tener una estructura social capitalista que no invirtió en el campo los beneficios y contribuiría a llegar a una descapitalización que aún prevalece en nuestro medio rural23.


    Asimismo, no sólo continuaron los latifundios, sino que se ampliaron en virtud de añadir a ellos terrenos colindantes; la antigua nobleza territorial no perdió tierras. Además, se enriquecieron los especuladores, los testaferros, los agentes de negocios.


    Fue una situación que llevó a que, a cambio de unos pocos nuevos ricos, se encarecieran las rentas, aumentara escandalosamente el número de colonos pobres y las legiones de jornaleros empezaran a buscar su pan lejos de sus casas, despoblando las zonas rurales; también, se hundieron muchas economías/patrimonios municipales tras la venta de los bienes propios, lo que redundaría en fortalecer el caciquismo.


    De las desamortizaciones se aprovecharon los ricos y los especuladores, mientras que la población más humilde, la proletaria, seguía aumentando. Hubo todo tipo de amaños y fraudes y el volumen de ventas alcanzó los 3.500 millones de reales. Madoz, años después, intentaría enmendar los errores cometidos con el desarrollo de esta normativa.


    La promesa de Mendizábal de dotar al Ejército con 100.000 hombres más, se quedó en 47.000, lo que le granjeó el malestar de los mandos militares, en especial de Fernández de Córdoba. En este sentido, el 24 de octubre, Mendizábal mandó llamar a filas a todos los hombres de dieciocho a cuarenta años, no exentos del Servicio Militar —la Quinta de los Cien mil hombres— que en realidad fueron 46.983. Además, suprimió la Intendencia Superior de Policía, creada en 1823, y pasó sus competencias al Ministerio de Gobernación.


    También puso en marcha la reforma económica y desamortización de los bienes eclesiásticos (Reales Decretos de 19 de febrero de 1836 y de 5 y 9 de marzo de 1836), por los que se suprimían conventos y monasterios de religiosos varones, se procedía a la confiscación de sus propiedades —que pasaban a ser bienes nacionales— y se autorizaba su venta mediante subasta pública.


    Pese a ello, al tremendo e impopular esfuerzo, Mendizábal tuvo que recurrir a préstamos extranjeros y a subir los impuestos. Incluso, en su afán recaudatorio, recordemos que Mendizábal convocó una leva y llama a filas a 100.000 jóvenes que debían engrosar los efectivos del ejército liberal, reclutamiento del que estos jóvenes podían salvarse si pagaban 4.000 reales. Se hacía la guerra con la sangre de los pobres y el dinero de los ricos.


    Asimismo, su proyecto de Ley Electoral, esencial para profundizar en el cambio político, que busca aumentar el electorado, cambiar la estructura de los distritos y romper la dependencia del Gobierno de las Cortes, va a chocar frontalmente no sólo con los moderados, sino con los hasta entonces propios apoyos, ya llamados progresistas. Esta Ley Electoral busca ampliar el derecho a voto, que sigue siendo censitario, de modo que puedan votar comerciantes, industriales y pequeños burgueses. Además, Mendizábal impone el distrito como demarcación electoral. Y, hay que recordar que el distrito como circunscripción electoral duró en España hasta 1931 y, ya entonces, fue una de las bases del caciquismo.


    Ante esa situación, Mendizábal impone su criterio y llega a disolver las Cortes y a convocar nuevas elecciones (marzo de 1836), para asegurarse unas Cámaras que apoyasen sus medidas.


    Algunas de las figuras más destacadas del progresismo, como Istúriz, Alcalá Galiano o el Duque de Rivas, se pasan a los moderados. Mendizábal, exaltado, seguía confiando en el general moderado Fernández de Córdoba, entre otras razones porque que éste militar abastecía a sus tropas gracias a tratos directos con los proveedores y ayuntamientos, dejando a un lado la inútil burocracia reglamentaria. Además, ambos seguían confiando en la posible llegada de un ejército francés que les ayudara en la guerra contra los carlistas. Latente el malestar de significados generales exaltados, Mendizábal exige un cambio de mandos militares.


    La Reina regente no sólo no acepta, sino que la petición significa el cese fulminante del chiclanero como jefe de gobierno. Así, en mayo de 1836, el Gabinete se vio obligado a dimitir ya que la mayoría progresista insistía en exigir cuentas a Mendizábal sobre el uso que había realizado del voto de confianza. Además, la Corona se había negado a autorizar la ya referida combinación de mandos militares.


    La responsabilidad de gobierno recae en el moderado Francisco Javier de Istúriz, una decisión —mayo de 1836— que ocasionaría insurrecciones populares y levantamientos militares, pese a que Istúriz, ante un voto de censura de los procuradores, convocó nuevas elecciones para el 24 de agosto y disuelve las Cortes.


    El 26 de junio, el general carlista Gómez parte desde Amurrio con una expedición que recorre España; los también generales carlistas García y Balmaseda van a llegar hasta las puertas de La Granja.


    Mientras tanto, van surgiendo en muchas ciudades la Juntas provinciales: Cádiz, Sevilla, Granada, Zaragoza, Córdoba, Badajoz, Valencia, Alicante, Barcelona, que ya declaran no obedecer al Gobierno de Madrid.


    Ya en julio, Istúriz se vio debilitado por las victorias de los carlistas sobre las tropas de Fernández de Córdoba, que llevaron a su dimisión, y la renuncia definitiva del Gobierno francés a enviar un ejército a España. Muchos militares ya simpatizan con los progresistas, convencidos de que los moderados no emplean la suficiente contundencia con el carlismo y que la Milicia/Guardia Nacional era la única fuerza capaz de asegurar la paz dentro del territorio cristino. A finales de julio de 1836 se pronuncia la Guardia Nacional, en un movimiento que proclama la Constitución de 1812 y que es seguido en Andalucía, Zaragoza, Extremadura y Valencia y, además, fue apoyado por varias unidades del Ejército del Norte.


    Esas insurrecciones populares y levantamientos militares, auspiciados por los progresistas, fueron protagonizados en muchas ocasiones por la Milicia Nacional, considerada la única institución capaz de asegurar la retaguardia.


    Así, en Málaga, fueron asesinados los gobernadores militar y civil; y en Madrid, el general Quesada, capitán general de la Región Central.


    El 13 de agosto de 1836, las tropas que custodiaban el palacio de La Granja, lugar de residencia veraniega de la Corte, obligaron a la Regente a reimplantar la Constitución de 1812 y a cambiar de Gobierno, que la Regente, que acude a los progresistas para salvar la situación, encargaba ahora a José María Calatrava, otro producto de la revolución de 1820.


    El “motín de la Granja”, protagonizado por tres sargentos, influidos por Mendizábal y Calatrava, supuso un grave desprestigio para la Corona, legitimó el recurso de la fuerza para asentar las posturas políticas y —visto lo que había y daba de sí—, dio respetabilidad al carlismo24.


    La situación, según Fusi se salvó a corto plazo por tres motivos: dado que el gobierno Calatrava —en el que Mendizábal ocupaba la cartera de Hacienda y Joaquín Mª López, Gobernación—, resultó ser un gobierno prudente y eficaz25.


    Entre las primeras medidas de Calatrava estuvo acabar con el problema carlista, para ello movilizó una quinta de 50.000 hombres y realizó un empréstito de 200 millones de reales para gastos de guerra. Además, convocó Cortes “extraordinarias” y unicamerales, de acuerdo con la Constitución de 1812. Son una serie de leyes que en su mayor parte restablecen la filosofía y letra de la Constitución de Cádiz y del Trienio Liberal sobre la desvinculación señorial, desamortización, propiedad agrícola, montes, o señoríos. Ante la nueva situación, las Juntas provinciales se disolvieron.


    El carlismo alargaba la guerra, pero estaba claro que no la ganaría.


    El general Espartero (1793-1879), jefe del Ejército del Norte desde septiembre de 1836, obtuvo en diciembre el resonante éxito de la liberación de Bilbao (Luchana), librándola del sitio carlista; una victoria de enorme valor moral y claro simbolismo, pese a los triunfos carlistas en el Maestrazgo (Cantavieja y Morella) y las incursiones hacia Valencia.

    


    
      
        19 Vid. Janke, Peter, Mendizábal y la restauración de la monarquía constitucional en España, Madrid, Siglo XXI de España, 1974, pág. 200.

      


      
        20 El problema económico en la crisis del Antiguo Régimen está tratado por Fontana, Josep: La Revolución Liberal (Política y Hacienda 1833-1845), Instituto de Estudios Fiscales, Ministerio de Hacienda, D. L., Madrid, 1977, sobre todo en el capítulo VIII, págs. 257-329.

      


      
        21 Vid. Fontana, Josep, La quiebra de la monarquía absoluta (1814-1820), Editorial Ariel, Barcelona, 1978.

      


      
        22 Cardona, Gabriel. El problema militar en España, ob. cit., pág. 40.

      


      
        23 Vaca de Osma, José Antonio: “De Carlos I a Juan Carlos I”, ob. cit., pág. 29.

      


      
        24 El motín obligó a la Reina a volver a la Constitución de Cádiz, bajo la amenaza de ejecutar a su entonces esposo, Fernando Muñoz, duque de Riánsares.

      


      
        25 Vid. Fusi, Juan Pablo, y Palafox, Jordi: España: 1808-1996. El desafío de la modernidad, Espas, ob. cit., pág. 46.

      

    

  


  
    II.5. LA CONSTITUCIÓN DE 1837: COMPLETA, SISTEMÁTICA, FLEXIBLE


    Baldomero Espartero, atrás el triste episodio de los sargentos, irrumpía en la vida pública aupado en sus victorias.


    Baldomero Espartero, era hijo de un humilde carretero de Granátula de Calatrava (Ciudad Real) y el benjamín de una familia de nueve hermanos. Vizconde de Banderas, conde de Luchana, duque de la Victoria y Morella y, después, príncipe de Vergara, renunciaría incluso a ser rey, aunque utilizó el tratamiento de Alteza Real. Fue capitán general de empleo a los cuarenta y cinco años y acumuló gran cantidad de condecoraciones, entre ellas, las Grandes Cruces del Baño (Reino Unido), la Torre y la Espada (Portugal); la Legión de Honor (Francia) y el Toisón de Oro (España). Es el creador de la frase “Cúmplase la voluntad nacional”, siempre que ésta coincidiera con la suya propia. Su irrupción en la vida política marca lo que se ha dicho en llamarse el régimen de los generales26.


    Los generales de prestigio, siguiendo la secuela de Fernández de Córdoba, entraban en escena como árbitros y nuevos protagonistas de la situación política; incluso, los moderados y los progresistas deberían a acostumbrarse a los pronunciamientos militares como útiles y manejables instrumentos para el cambio político27.


    El gobierno de José María Calatrava (14 agosto 1836-18 agosto 1837) convocaba elecciones constituyentes para agosto de 1836, y decidía sustituir la vieja Constitución de 1812 —a la que se veía como anacrónica e inaplicable— por otra nueva, promulgada el 18 de junio de 1837, que suponía un notorio avance sobre el Estatuto Real de 1834 y, además, era breve, clara, práctica y moderna.


    Para Vaca de Osma, la Constitución de 1837 está inspirada en los ejemplos prácticos ingleses y en los textos constitucionales de Francia, Brasil y Estados Unidos. En sus 77 artículos “da mayor autoridad al Rey que a la Pepa famosa, con la iniciativa legal compartida, la sanción de las leyes y el derecho de veto. La persona del rey es sagrada e inviolable y se vuelve al bicameralismo con un Senado permanente. La Cámara de los Diputados, por primera vez y bajo influencia americana, se llamará Congreso”28.


    Este texto se presenta como reformador de la Constitución de 1812 y debe considerarse como una nueva Constitución, de origen popular, completa, precisa, sistemática y flexible, pese a sus sólo 77 artículos. Jurídicamente es una obra transaccional entre el ya referido Estatuto Real y la Constitución de 1812, combinando principios moderados y progresistas. Estos últimos se encuentran en el preámbulo y en el primer título: el de soberanía nacional, atemperado en cuanto a su forma, y el de división de poderes, también muy disminuido con respecto al texto de 1812, ya que estos se articulan entre sí, permitiendo una comunicación entre ellos.


    En este primer artículo se proclaman, agrupados, los derechos y libertades fundamentales: libertad de imprenta sin censura previa, cuyos delitos quedaban bajo la potestad de los tribunales de jurados; el derecho de petición a las Cortes y al Rey; la unidad de fuero en juicios comunes civiles y criminales; la admisión a cargos públicos según méritos y capacidad; la libertad personal y la suspensión de derechos sólo por ley y, junto a ellos, la protección de la libertad privada.


    Sin embargo, la Constitución no proclama la confesionalidad de Estado, ya que sólo reconoce que la religión católica es la que profesa la mayoría del pueblo español.


    La tendencia moderada inunda los restantes Títulos y, sobre todo los referentes a la organización de las Cortes y del rey. Las Cortes se estructuran según el sistema parlamentario francés o belga: dos cámaras, el senado, efectivo por un sistema mixto en el que propone el pueblo y nombra el rey, renovable por terceras partes e indisoluble e indisoluble, que hace de él un órgano estable que cumple una función conservadora, y el Congreso de los Diputados, que tiene una mayor autonomía y que presenta un sistema totalmente electivo por vía directa.


    Además, obliga al Gobierno a presentar anualmente a las Cortes los Presupuestos Generales del Estado29.


    La Corona sale reforzada en su poder. El rey le corresponde la jefatura del ejecutivo, es irresponsable e inviolable ya que son los ministros los que, al refrendar sus disposiciones, se hacen responsables; interviene en el proceso político, posiblemente para compensar las más amplias funciones de las Cortes, a las que se reconoce iniciativa legal; sanciona y promulga las leyes y separa libremente a los ministros. Además, se le confiere un poder moderador. Aún así, vemos como la Constitución de 1837 fijaba un breve dualismo ejecutivo, ya que reservaba al Rey el derecho de nombrar y cesar libremente a los ministros y a convocar y disolver las Cortes, pese a lo cual establecía el poder legislativo en las Cortes con el Rey.


    La Constitución de 1837, aun siendo progresista, era un texto transaccional que buscaba conciliar la soberanía nacional con la legitimidad de la Corona. Así, daba paso a una Monarquía constitucional y parlamentaria, aun otorgando quizá excesivas prerrogativas ejecutivas al Rey.


    También, creaba un primer sistema de partidos, en este caso sobre los partidos moderado y progresista, fórmula que quedaría muy definida entre los años 1837-1840 y que funcionaría con cierta alternancia en el poder.


    Además, esta Constitución muestra un progresismo formal y un moderantismo de fondo. También remite con frecuencia su texto a leyes ordinarias para regular derechos e instituciones. Esto lo hace un texto elástico y estable que pudo haber servido a progresistas y moderados30.


    Sin embargo, el incumplimiento frecuente de los preceptos constitucionales y los pronunciamientos militares van a minar la autoridad de la Corona y de las Cortes y, además, producirán una profunda decepción en quienes pensaban que el sistema constitucional sosegaría espíritus y llamaría a la concordia para resolver los problemas parecían estar sólo en conseguir dejar atrás el Antiguo Régimen.


    El Reglamento del Congreso, de 14 de febrero de 1838, incorporaría a la práctica política los votos de confianza, las mociones de censura y las cuestiones de gabinete. Los moderados, tras ganar las elecciones de octubre de 1837, estuvieron en el gobierno desde diciembre de ese año al verano de 1840. La nueva ley electoral aprobada en julio de 1837, elevaba a 265.000 los electores, una cifra que iría ampliándose hasta los 633.517 en 1844.


    En clave gubernamental, hay que recordar que el gobierno Calatrava, que había agudizado la política antieclesiástica de sus antecesores, cayó en agosto de 1837, tras la sublevación de 72 oficiales de una brigada del ejército de Espartero que, en aquellos momentos, luchaba contra la “Expedición Real”, que amenazaba con tomar Madrid.


    El progresista Espartero, que contaba con toda la confianza de la Regente, mediaría en todos los gobiernos de 1837 a 1840.


    Espartero fue presidente del Consejo de Ministros (del 18 de agosto al 18 de octubre de 1837); le sucedió Eusebio Bardaji, (18 de octubre a 16 de diciembre de 1837); Narciso Heredia, (16 de diciembre de 1837 al 6 de septiembre de 1838); Bernardino Fernández Velasco (hasta el 9 de diciembre de 1838); Evaristo Pérez de Castro (hasta 19 julio 1840); Antonio González (12 agosto 1840); Valentín Ferraz (28 agosto 1840); Modesto Cortázar (11 septiembre 1840); Vicente Sancho (16 septiembre 1840) y Baldomero Espartero, que volvería a ocupar la presidencia del Gobierno hasta el 10 de mayo de 1941, fecha en la que sería nombrado Regente.


    Esta situación provocó que los moderados apostaran por el ascenso del general Narváez31. Narváez, en el otoño de 1837 fue nombrado jefe del Ejército de Reserva —por el ministro de la Guerra, el moderado Bardají—, con una dotación de 20.000 hombres y con base en el centro de la Península. Precisamente, el de Loja, Clonard y Fernández de Córdoba habían intentado llevar delante un golpe de Estado militar en 1838.


    Los diversos enfrentamientos de Narváez con Espartero habían llevado al primero a exiliarse en París. Allí, con dinero de la Reina María Cristina, fundó una sociedad secreta, la Orden Militar Española, a cuyos componentes se les asignaban nuevos nombres, se reunían en celebraciones de liturgia medievalista y se les daba una categoría relacionada según su grado militar. La orden se extendió no sólo entre los exiliados, sino también entre los militares en activo que estaban en España; dentro de estos últimos, constituyó una organización triangular y piramidal que determinaba el coronel de cada regimiento como jefe de los comprometidos dentro del regimiento. Fueron muy eficaces y constituyeron el núcleo fundamental en la conspiración contra Espartero32.


    Son años en los que se definen claramente los idearios de progresistas y moderados. Los progresistas ponían el énfasis en la soberanía nacional, la desamortización, la monarquía parlamentaria, la garantía de las libertades políticas y el librecambismo; los moderados, defendían la Corona y su continuidad como institución, el sufragio restringido, el bicameralismo, la soberanía compartida, la defensa de la religión y el orden, así como el crecimiento de la riqueza.


    Por otra parte, la guerra contra el carlismo ha creado una nueva mentalidad militar. Así, antiguos cadetes de academia, ex guerrilleros, aristócratas, ex seminaristas y suboficiales ascendidos por méritos de guerra en América van a constituir un cuerpo de oficiales muy heterogéneo que combate contra un enemigo común, al que caricaturizan y perciben como el antiliberalismo apoyado por los frailes. Esto hará que desarrollen un código mental anticlerical y otras ideas que coinciden con el ideario progresista33.


    Los militares del Norte vivían para la guerra y se sentían abandonados por los gobiernos moderados de Madrid que les retrasaban las pagas, les dejaban sin suministros y eran tibios frente al carlismo y sus aliados, los frailes.


    En octubre de 1838, el general esparterista Isidro Alaix formó un gobierno de coalición de progresistas y moderados (hasta la llegada de Evaristo Pérez de Castro) que destina al Ejército las tres cuartas partes del presupuesto nacional y se pone a gobernar por decreto desde febrero de 1839: aumenta el reclutamiento, crea academias de sargentos, paga a las tropas regularmente, mejora las ropas y el rancho, diseña y organiza la artillería de campaña, importa fusiles ingleses, impulsa la industria militar y dota a la intendencia de sobrados medios para la guerra.


    Espartero, pasa a la ofensiva: ya contaba con 100.000 hombres y 700 cañones, frente a los 32.000 hombres y 50 piezas carlistas. Estos últimos, los carlistas, de ser grupos de ágiles guerrilleros del pasado mantenidos por los lugareños, pasan a ser un ejército regular con gravosa logística, que se hacía insoportable para el medio millón de campesinos de los territorios que ocupaban donde, además, cobran impuestos y reclutan efectivos hasta un extremo de desgaste que, dentro de una dinámica de progresiva desmoralización, lleva a los carlistas a desertar y a amotinarse en 1838.

    


    
      
        26 Aguado, Francisco, Historia de la Guardia Civil, ob. cit., pág. 174.

      


      
        27 Hay que recordar que el 12 de agosto de 1837 se produjeron los pronunciamientos militares, de signo político moderado, en Pozuelo y Aravaca. Y que, desde el 14 de mayo al 15 de octubre de 1837, tuvo lugar la “Expedición Real”, en la que el pretendiente Don Carlos llegó a las puertas de Madrid con el grueso de sus ejércitos y fueron derrotados por Espartero quien, además, hizo fracasar un posible pacto con María Cristina.

      


      
        28 Vaca de Osma, José Antonio, “De Carlos I a Juan Carlos I, Segunda parte de Así se hizo España, ob. cit., pág. 26.

      


      
        29 Pese a todo ello, la Constitución de 1837, más centrista que el partido mismo, fue rechazada por los moderados y, también, por los progresistas exaltados, éstos últimos, muy fuertes en Barcelona.

      


      
        30 Además de la Constitución, hay también un conjunto de medidas progresistas que se toman. Entre ella hay que destacar las Leyes de Imprenta (agosto de 1836), con la desaparición de la censura previa, así como el juicio por jurados o la Ley Electoral de 1837, que amplia el censo electoral del 0,15%, que establecía el Estatuto Real, al 2,2%, o más, según las elecciones.

      


      
        31 Ramón María Narváez (1799-1868), nacido en Loja (Granada) ganó buena parte de su prestigio inicial en su participación en la guerra carlista; después y acabada la guerra civil, encabezó el Partido Moderado, del que se erigió en su principal figura, especialmente tras la conspiración que encabezó contra el Regente Espartero, al que conseguirían expulsar en 1843. Narváez, como veremos, presidió el Gobierno entre 1844 y 1851, año, éste último, en el que dimitió por diferencias con la familia real. No obstante, volvería al poder en otras oportunidades, desde 1856 hasta su muerte, en 1868, un fallecimiento que dejó sin apoyos a Isabel II, que meses después sería destronada.

      


      
        32 Vid. Cardona, Gabriel: “Ramón María Narváez, el Espadón de Loja”, dentro de A golpes de Sable, los grandes militares que han marcado la Historia de España, Ariel, Madrid, 1ª Edición, 2008, pág. 119.

      


      
        33 Vid. Cardona, Gabriel; El problema militar en España, ob. cit., págs. 42 y ss.
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